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 Estimados todos, en portada tres personajes importantes en la abogacía: Peri-
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“El éxito no es definitivo, el fracaso no es fatal:
lo que cuenta es el coraje para continuar.” 

Winston Churchill
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Esta cápsula reúne trajes confeccio-
nados con tejidos de alto lujo, cor-
tes pensados para estilizar la silueta 
masculina y una paleta de colores so-
bria, pero moderna.

Complementando esta propuesta, 
High Life ofrece el servicio exclusivo 
Su Misura: una experiencia única en 
la que cada cliente puede diseñar su 
traje a la medida, eligiendo desde el 
tejido hasta el último detalle. Un tra-
je Su Misura no solo viste, sino que 
transforma: se adapta al cuerpo y a la 
personalidad de quien lo porta, con-
virtiéndose en una extensión de su 
estilo y seguridad.

Además de trajes y smokings, High 
Life presenta una selección especial 
de pantalones de seda, accesorios de 
ceremonia como moños, pañuelos de 
bolsillo y mancuernillas, todos pen-
sados para completar un look impe-
cable de pies a cabeza.

Greatness Suit
High Life presenta su cápsula exclusiva de ceremonia.

En High Life, entendemos que vestir bien es un acto 
de confianza. Por eso, nuestra cápsula de ceremonia ha 
sido creada para el hombre que busca destacar en los 
momentos más importantes de su vida, ya sea en una 
boda, graduación u ocasión especial. Cada prenda re-
fleja la esencia de la marca: elegancia, estilo y calidad 
atemporal.
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Especialidad y especialización en el sistema 
integral de justicia penal para adolescentes

La especialidad y especializa-
ción en el sistema integral de 
justicia penal para adolescen-

tes se enmarca en el ámbito legal y 
social enfocado en los jóvenes que 
han cometido algún tipo de delito. 
Este enfoque se centra en entender 
las particularidades y necesidades 
de los adolescentes en conflicto 
con la ley, considerando su proceso 
de desarrollo, contexto familiar y
social.

Los profesionales que se especia-
lizan en este campo suelen tener 
un enfoque más empático y reha-
bilitador, buscando alternativas al 
internamiento y promoviendo la 
reinserción social de los jóvenes 
infractores. Esto puede incluir pro-
gramas de prevención del delito, 
asesoramiento psicológico, media-
ción comunitaria y otras acciones 
destinadas a fomentar la resolución 
pacífica de conflictos y la rehabilita-
ción de los adolescentes involucra-
dos en el sistema de justicia.

La Ley Nacional Sistema Integral 
de Justicia Penal para Adolecentes, 
en sus artículos 23, 63 y 64 delimita 
el principio de especialización de 
los organos y operadores del Siste-
ma Integral de Justicia Penal para 
Adolecentes, al determinar que 
desde el inicio del procedimiento 
todas las actuaciones y diligencias 
estarán a cargo de órganos especia-
lizados en dicho sistema. 

Este principio se puede entender 
primeramente desde el punto de 
vista institucional: entendido des-
de un aspecto operativo, considera 
que el sistema deberá estar a cargo 
de instituciones, tribunales y auto-
ridades especializadas; en segundo 
termino, desde el punto de vista 
profesional, tomando en cuenta las 
cualidades específicas que deberán 

contener todas las autoridades y 
operadores del sistema, las cuales 
deberán estar formadas, capacita-
das y especializadas en el sistema y 
en temas afines.

En este sentido, podemos concluir 
que el concepto de especialización 
se encuentra directamente relacio-
nado con lo que se conoce como 
profesionalización.

La “especialidad del sistema” de 
acuerdo a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la acción 
de inconstitucionalidad 37/2006, 
la reconoce como una jurisdicción 
especializada, siendo una garantía 
para el adolescente el debido pro-
ceso modalizado.

De acuerdo con esta postura, algu-
nos autores, como Mauricio Duce, 
(2014) delimitan que las personas 
adolescentes tienen derecho a un 
juzgamiento especializado funda-
mentado en el reforzamiento del 
debido proceso; una estructura 
procesal distinta a la justicia penal 
ordinaria y política amplia de di-
versificación de respuestas y desju-
dicialización de casos.

Los sistemas internacional e inte-
ramericano de protección a los de-
rechos humanos establecen como 
derecho del adolescente, el ser juz-
gado de manera diferenciada a las 
personas adultas, tal y como lo se-
ñalan en la OG No. 24 del CDN pe-
nal para adolescentes y en el infor-
me sobre Justicia juvenil y derechos 
humanos en las Américas (2011), en 
donde, entre otras cosas, analizan 
el principio de especialidad de los 
sistemas de justicia juvenil, donde 
estén involucrados los niños meno-
res de 18 años.

En armonía con el mismo, los

Consideraciones respecto de la 
Ley Nacional de Justicia Inte-
gral penal para adolescentes

Mejorar la ley nacional de adoles-
centes es un tema importante y 
complejo. Aquí hay algunas suge-
rencias que podrían considerarse:

1. Mayor participación de los 
adolescentes: Incluir a los pro-
pios adolescentes en el proceso 
de elaboración y revisión de la 
ley, permitiéndoles expresar 
sus opiniones y preocupacio-
nes. Esto garantizará que la ley 
refleje sus necesidades y reali-
dades.

2. Enfoque integral: Asegurar-
se de que la ley aborde todos 
los aspectos relevantes para 
los adolescentes, como la edu-
cación, la salud, la protección 
contra la violencia y el acceso 
a oportunidades de desarrollo.

3. Protección de los derechos: 
Fortalecer las disposiciones 
que protejan los derechos de 
los adolescentes, como el dere-
cho a la privacidad, la libertad 
de expresión y la participación 
en decisiones que les afecten.

4. Prevención y atención de pro-
blemas específicos: Incluir 
disposiciones específicas para 
abordar problemas que afectan 
a los adolescentes, como el aco-
so escolar, la violencia domés-
tica, el acceso a la salud mental 
y la prevención del embarazo 
adolescente.

5. Educación integral: Promover 
una educación integral que 
aborde temas como la salud 
sexual y reproductiva, la igual-
dad de género, los derechos

6. humanos y la ciudadanía ac-
tiva. Esto ayudará a los ado-
lescentes a tomar decisiones 
informadas y a desarrollar ha-
bilidades para la vida.

7. Acceso a servicios y oportu-
nidades: Garantizar que los 
adolescentes tengan acceso 
equitativo a servicios de cali-
dad, como atención médica, 
educación, capacitación laboral 
y actividades recreativas. Esto 
ayudará a reducir las desigual-
dades y promover la inclusión.

8. Coordinación intersectorial: 
Fomentar la colaboración en-
tre diferentes sectores, como el 
gobierno, la sociedad civil y las 
organizaciones juveniles, para 
implementar y monitorear la 
ley de manera efectiva.

Estas son solo algunas ideas para 
mejorar la ley nacional de ado-
lescentes. Es importante tener en 
cuenta que cada país tiene sus pro-
pias realidades y desafíos, por lo 
que es fundamental adaptar estas 
sugerencias a las necesidades espe-
cíficas de cada contexto.

Consideraciones respecto de la Ley Nacional 
de Justicia Integral penal para adolescentes

-edicta-Mayo-Junio-20256
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Diseño exterior e interior: estilo 
funcional y sofisticado

A car on a field AI-generated content 
may be incorrect.
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JAECOO, la marca de SUV premium de nueva gene-
ración de Grupo Chirey México, anuncia oficialmente 
la llegada al mercado mexicano de JAECOO 7 PHEV, 
su modelo insignia de alto rendimiento, impulsado 
por la innovadora tecnología SHS (Super Hybrid 
System o Sistema Super Híbrido). Este lanzamiento 
representa un paso estratégico para la marca que bus-
ca consolidarse como una opción de referencia en el 
segmento de las SUV eléctricas.

JAECOO 7 PHEV cuenta con un motor 1.5 litros tur-
boalimentado de inyección directa (TDGI), acom-
pañado por dos motores eléctricos integrados. La 
potencia máxima alcanza los 201 HP con un torque 
máximo de 229 lb-ft, administrado por una transmi-
sión dedicada DHT que ajusta dinámicamente la en-
trega de potencia para maximizar la eficiencia y res-
puesta según el entorno de manejo.

En modo 100% eléctrico, el vehículo ofrece una au-
tonomía superior a los 150 km (NEDC), ideal para 
trayectos urbanos, y una autonomía total de hasta 
1,600 km, gracias al respaldo del sistema híbrido. El 
consumo de combustible promedio es de 3.1 L/100 
km, convirtiéndolo en uno de los SUV más eficientes 
de su categoría.

La batería de 18.3 kWh permite una carga rápida de 
50 Kw en 20 min y cuenta con tecnología V2L (Ve-
hicle-to-Load) para alimentar dispositivos externos 
directamente desde el vehículo.

Además, JAECOO 7 PHEV integra una pantalla tác-
til central de 14.8”, compatible con Android Auto™ 
y Apple CarPlay® de forma inalámbrica, acompaña-
da de una pantalla digital de instrumentos de 10.25” 
y un sistema de purificación de aire AQS con filtro 
CN95.

Con medidas de 4,500 mm de lar-
go, 1,865 mm de ancho y 1,670 mm 
de alto, JAECOO 7 PHEV ofrece 
una presencia equilibrada entre 
elegancia urbana y capacidades 
robustas. Su carrocería incorpora 
elementos como faros LED auto-
máticos, manijas retráctiles, techo 
panorámico, cámaras con visión 
540° y detalles aerodinámicos que 
refuerzan su carácter moderno.

En el interior, todas las versiones 
cuentan con vestiduras en piel 
sintética en color negro, asientos 
calefactables y ventilados, clima-
tizador bizona, cargador inalám-
brico, volante multifunción cale-
factable, y múltiples soluciones 
de conectividad y confort. 

Los colores disponibles son:
●      Blanco Aura
●      Plata Celestina
●      Gris Artemis
●     Negro Eclipse (exclusivo para 
la versión Inspire)

La versión Inspire destaca por su 
completo paquete de 20 Asisten-
cias Avanzadas a la Conducción 
(ADAS), que incluye: Advertencia 
colisión frontal y posterior, asis-
tente de permanencia de carril, sis-
tema de monitoreo del conductor, 
además de contar con 7 bolsas de 
aire para una mayor seguridad. 
Con estas soluciones tecnológicas, 
JAECOO 7 PHEV no solo protege: 
acompaña, predice y asiste. Porque 
el lujo del futuro también se mide 
en tranquilidad al volante.

JAECOO 7 PHEV estará disponi-
ble en dos versiones: Elemental e 
Inspire, que tendrán un precio de 
649,900 MXN y de 699,900 MXN, 
respectivamente.
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Monroy  Hernández
Maestra en Derecho por la Universidad 

Autónoma de Tlaxcala.
Ex Secretaria de Estudio y Cuenta de los 

Tribunales Unitarios Agrarios
Distritos 9, 12, 15, 16 y 37, con sede en 

las ciudades de Toluca; Chilpancingo 
Guerrero; Guadalajara Jalisco y Puebla 

Puebla, por un período de 25 años.

subdividir un terreno, es muy impor-
tante que cada lote cuente con acceso 
a los servicios públicos básicos de in-
fraestructura y acceso a vías públicas, 
así como contar con el título de pro-
piedad inscrito ante el Registro Pú-
blico de la Propiedad, libre de grava-
men y al corriente en todos sus pagos. 

Aunado a ello, una propiedad que se va 
a subdividir debe fomentar la protección 
ecológica de áreas verdes, áreas con mo-
numentos arqueológicos, históricos o 
artísticos y paisaje natural. Los principa-
les datos que debe contener un plano de 
subdivisión y/o lotificación son:Identifi-
cación con la firma del perito: El nombre 
de las calles propuestas, medidas, rum-
bos, colindancia, cuadro de superficies y 
sentidos viales.

•	 Trazo geométrico: Manzanas, lotes, 
vialidades y banquetas.

•	 Áreas de donación: Debe donarse al 
municipio entre un 12% a 13% al de 
superficie neta de fraccionamiento.

Se debe tomar en cuenta por el equipo de 
topografía que es el encargado de estu-
diar las condiciones del terreno, factores 
como el drenaje superficial y la tubería 
que va a existir. El costo de una subdi-
visión y/o lotificación de terrenos puede 
variar por factores como la zona y tama-
ño del terreno, los trámites a realizar, los 
proveedores contratados y el notario.

No se debe dejar de lado que se deben 
observar los siguientes requisitos:Cum-
plir con las reglas establecidas por la Se-
cretaría de Desarrollo Urbano.

•	 Licencia de subdivisión de predio.
•	 Verificar que cada predio cuente 

con acceso a la vía pública.
•	 Tramitar un Oficio de Factibilidad 

de División de Predio firmado por 
el propietario, para esto se debe 
acudir a las oficinas del Instituto de 
Seguridad Jurídica Patrimonial.

La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción describe a la lotificación como la 
división de un terreno en lotes, con 
fines urbanos. Cuando el terreno di-
vidido es de grandes dimensiones, la 
lotificación se denomina normalmente 
fraccionamiento.

El proceso de aprobación y planificación 
de una lotificación varía según las leyes 
locales. Se debe pagar una tarifa para 
que el terreno sea inspeccionado y para 

Muchas veces preguntan si es 
posible subdividir una parcela 
ejidal y/o comunal, es decir de 

propiedad social, la respuesta es siem-
pre la misma, no, no es posible. Por Ley 
la parcela es indivisible y no acepta 
división. Sin embargo, una vez que se 
adquiere el Dominio Pleno, sobre ésta, 
se adquiere la titularidad y por lo tanto 
es posible realizar una subdivisión, lo 
cual se plantea a continuación.

Cuando ya se es dueño de un terreno, y 
por alguna razón se tiene la necesidad 
de dividirlo, por ejemplo, para que los 
hijos tengan una parte y sean terrenos 
individuales, es necesario seguir un 
proceso, pues no basta con decidir qué 
le toca a cada quien, al menos si se quie-
re ahorrar conflictos en el futuro.

Normalmente la división de un terre-
no se da en cierto número de lotes para 
fines urbanos. Para poder lotificar o

Lotificación y/o subdivisión de predios no sociales

que un arquitecto elabore un mapa. Es-
tos mapas detallan cómo se subdividirá 
el terreno con los límites incluidos para 
cada lote individual y, una vez aprobado 
el proyecto, este se registra en tu locali-
dad para legalizar la lotificación.

Después, un ingeniero revisa los detalles 
de la propuesta de subdivisión, desde 
las carreteras y los servicios públicos 
hasta los desagües y las alcantarillas. 
Este es el encargado también de elabo-
rar un plan detallado de construcción e 
infraestructura basado en su revisión de 
la propuesta de subdivisión. Luego se 
nivela el terreno, se construyen caminos 
y se instalan los servicios públicos. Una 
vez que se completa este proceso, el te-
rreno se puede preparar para la venta o 
para la construcción.

Es muy importante revisar el marco legal 
aplicable para seguir el procedimiento 
establecido legalmente para una subdivi-
sión y/o lotificación:Primero, es impor-
tante consultar leyes estatales relaciona-
das con el Registro de la Propiedad.

•	 También hay que considerar la nor-
mativa estatal, ya que es posible 
que algunos estados establezcan 
distintas condiciones en relación 
con la habitabilidad de las vivien-
das.

•	 Y, por supuesto, no podemos olvi-
darnos de la normativa urbanística 
municipal, que podría regular as-
pectos como las condiciones de ilu-
minación y ventilación, los accesos, 
la superficie mínima de las habita-
ciones, etc.

Lo cierto es que puede llegar a ser com-
plicado controlar toda la normativa, por 
lo que lo más recomendable es contratar 
a algún profesional, aunque haya que in-
vertir un poco más.

Asimismo, es necesario inscribir las pro-
piedades resultantes del proceso de sub-
división en el Registro de la Propiedad. 
Para ello, se debe acudir a un notario 
para que eleve la subdivisión a escritu-
ras públicas antes de acudir al Registro. 

Por otra parte, a pesar de que el requisito 
básico para poder subdividir una finca 
es que los inmuebles resultantes puedan 
constituirse como fincas independientes, 
lo cierto es que la normativa y las condi-
ciones pueden variar dependiendo de si 
se trata de una finca urbana o una finca 
rústica.

Al terminar la Segunda Guerra Mundial, 
en la Carta de las Naciones Unidas se es-
tableció la necesidad de realizar la coo-
peración internacional para el desarrollo 
y el estímulo del respeto a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales 
de todos, sin hacer distinción por motivos 
de raza, sexo, idioma o religión. Así surge 
la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos que dispone en sus dos prime-
ros artículos que todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y de-
rechos. A partir de esos antecedentes, a 
nivel internacional se advierten algunos 
avances en relación a los derechos de los 
pueblos indígenas.

El Estado tiene la obligación ineludible de 
respetar y observar lo establecido en los 
instrumentos jurídicos internacionales, 
máxime con la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos de junio de 
2011, a partir de la cual la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, tal 
como se señala, en sus artículos 1, 2 y 133. 

El Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas 
y Tribales en Países Independientes sur-
gió el 27 de junio de 1989, en el seno de 
la OIT, buscó romper con los contenidos 
asistencialistas e integracionistas. A lo lar-
go de 44 artículos se enlista una serie de 
derechos humanos que deben gozar los 
pueblos y comunidades indígenas y triba-
les. Establece el derecho que tienen unos y 
otros de vivir y desarrollarse como comu-
nidades distintas y a ser respetados, esta-
bleciendo obligaciones para los Estados en 
materia de su integridad cultural; de la sal-
vaguarda de sus derechos sobre las tierras, 
territorios y recursos naturales; sus formas 
propias de organización; la no discrimi-
nación; la búsqueda de su participación y 
consulta en las decisiones de políticas pú-
blicas que los afecten, y el derecho al de-
sarrollo económico y social. Fue ratificado 
por México en 1990 y entró en vigor el 5 de 
septiembre de 1991, siendo un instrumen-
to internacional jurídicamente vinculante.

En 2007 la Asamblea General de la ONU 
aprobó la Declaración sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas. Aunque no 
constituye un documento jurídicamente 
vinculante, la fuerza moral de la Decla-
ración hace pensar que permitirá avanzar 
más en la solución de los reclamos de es-
tos pueblos, comunidades y las personas 
pertenecientes a los mismos. Constitui-
da por 46 artículos, en que se marcan los

Para poder hablar de las Comunida-
des Indígenas y su relación con los 
Convenios Internacionales, es nece-

sario establecer qué son las Comunidades 
Indígenas en la República Mexicana. Aten-
diendo a lo que se considera en Derecho 
Agrario, la comunidad agraria es produc-
to de la forma de tenencia de la tierra entre 
la mayoría de los pueblos que habitaban 
lo que actualmente constituye el territo-
rio mexicano antes que lo invadieran los 
europeos; son aquellos pueblos que se ri-
gen por usos y costumbres, que pueden, 
o no, haber sido reconocidos y titulados 
e inscritos debidamente en el Registro 
Agrario Nacional. Si bien es cierto que las 
Comunidades Indígenas en la Ley Agraria 
cuentan con una protección especial1, esta 
se da cuando se encuentran debidamente 
Reconocidas y Tituladas. 

1 Artículos 98 a 107, Ley Agraria.

parámetros mínimos para el respeto a los 
derechos de los pueblos indígenas.

En la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación Racial (1965), se establece que 
en la “discriminación racial”. Los Estados 
parte condenan la discriminación racial y 
se comprometen a seguir, por todos los 
medios apropiados y sin dilaciones, una 
política encaminada a eliminarla en todas 
sus formas y a promover el entendimiento 
entre todas las razas.

La Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación Racial. Surgió al considerar 
que la Declaración Universal de Derechos 
Humanos proclama que todos los seres 
humanos nacen libres e iguales en digni-
dad y derechos, y que toda persona tiene 
todos los derechos y libertades enunciados 
en la misma, sin distinción alguna, en par-
ticular por motivos de raza, color u origen 
nacional, lo que puede perturbar la paz y 
la seguridad entre los pueblos.

El Convenio sobre pueblos indígenas y 
tribales en países Independientes. Obser-
va las normas internacionales enunciadas 
en el Convenio y en la Recomendación 
sobre poblaciones indígenas y tribuales, 
1957; así como los términos de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos, 
del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos, y de los numerosos instrumentos 
internacionales sobre la prevención de la 
discriminación.

El Convenio sobre la Diversidad Biológi-
ca, se da por la importancia de la diversi-
dad biológica para la evolución y para el 
mantenimiento de los sistemas necesarios 
para la vida de la biosfera, toda vez que se 
consideró que la conservación de la diver-
sidad biológica es interés común de toda 
la humanidad. 

Es importante señalar que conforme a las 
Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Jus-
ticia de las personas en condición de vul-
nerabilidad, el principio básico del Estado 
de Derecho, es en primer lugar la Cons-
titución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y los Tratados Internacionales. 
Recomienda facilitar el acceso a la justicia 
de las personas en situación de vulnerabi-
lidad, reduciendo las brechas de igualdad.

La comunidad indígena y los convenios internacionales
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WOLF, la firma familiar con casi dos siglos de excelencia en diseño, 
presenta para 2025 la expansión de su aclamada Colección Ida: un 
tributo al espíritu resiliente y visionario de Ida Wilhemina, figura 
clave en la historia de la marca.

Este año, la colección crece con la incorporación del nuevo joyero 
estilo baúl (trunk) en tono naranja, que se suma al ya icónico color 
kaki, así como dos refinadas versiones de estuches de viaje para jo-
yería, disponibles en ambas tonalidades. Cada pieza está elaborada 
con exterior de lona fabricado a partir de materiales reciclados, en 
tonos lujosos, acentuados con detalles de tachuelas de latón y aca-
bados en cuero, inspirados en el baúl de viaje de Ida.

En el interior, los productos están forrados con Ultrasuede tratado 
con LusterLoc™ -que evita el deslustre de los metales hasta por 35 años-, 
distribuidos en múltiples compartimentos diseñados para guardar 
joyería. Ya sea en casa o durante tus viajes, estas piezas están pensa-
das para mantener tus joyas favoritas organizadas y seguras.

Para cada destino, una historia:
Ida, el joyero de colección de WOLF

Elegancia, lujo y funcionalidad para una nueva 
generación de mujeres viajeras

UNA HISTORIA QUE VIAJA EN EL TIEMPO
Ida Wilhemina, segunda generación al frente 
de la firma WOLF, recorría grandes distancias 
por Suecia y Escandinavia, ya fuera en tren o en 
carruaje tirado por caballos, para vender todo 
lo que la fábrica podía producir, transportado 
en un gran baúl de madera con refuerzos me-
tálicos.
 
Fue su determinación y fortaleza lo que mantu-
vo viva la empresa durante uno de los periodos 
más difíciles de su historia. Para conmemorar 
su valiosa contribución, WOLF ha diseñado es-
tos hermosos joyeros y estuches de viaje en su 
honor.

Inspiradas en el legendario espíritu de Ida—
quien mantuvo vivo el legado WOLF durante 
tiempos de gran adversidad—estas creaciones 
no sólo resguardan joyas, sino que también ce-
lebran la fortaleza y el refinamiento femenino.

Desde 1834, WOLF se ha consolidado como 
sinónimo de artesanía, innovación y legado. 
Cada pieza que lleva su nombre no sólo protege 
objetos valiosos, sino también historias perso-
nales y momentos extraordinarios.

La Colección Ida reinterpreta ese compromiso 
con un diseño contemporáneo, sostenible y pro-
fundamente emocional. Ideal para mujeres que 
valoran la elegancia funcional y el diseño con 
propósito.

PROTEGE TU LEGADO

Ad-Hoc   
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Cumplimiento de las resoluciones de amparo 
por un particular

Doctor en Derecho.
Catedrático por más de 30 años 

en la UNAM e INACIPE. 
Abogado Postulante.

Autor de más de 30 libros y diversos 
artículos de circulación nacional 

e internacional.
Especialista y asesor en 

materia de Amparo.

Alberto del 
Castillo del Valle

nistros de la Suprema Corte de 
Justicia a los caprichos presiden-
ciales reflejados en actos incons-
titucionales que el alto Tribunal 
anuló por esa causa: la inconsti-
tucionalidad del acto, ignorando 
que los ministros no son emplea-
dos del Ejecutivo (ni depositarios 
del cuidado de un proyecto per-
sonal de Nación como para decir-
les que traicionaron el programa 
del partido), sino guardianes del 
orden constitucional a través de la 
resolución de juicios de amparo, 
juicios de controversia constitu-
cional y acciones de inconstitucio-
nalidad.

3. Resulta inadecuada una pro-
puesta de reforma constitucional 
que deriva de un ataque artero y 
cotidiano a jueces que han dictado 
resoluciones que no son del agra-
do del titular del ejecutivo, pero 
están sustentadas en la norma, til-
dando a los juzgadores de corrup-
tos, a pesar de haber ajustado sus 
actos a las disposiciones legales 
haciendo imperar el estado de De-
recho, inclusive cuando esos jue-
ces ajustan sus resoluciones a las 
sentencias de la Corte Americana 
de Derechos Humanos y hasta a 
ésta se le aribuyen calificativos 
despectivos (por ejemplo, el caso 
de la declaratoria de inconvencio-
nalidad de la prisión preventiva 
oficiosa).

4. Es inaceptable pretender una 
reforma a la Constitución, cuan-
do precede a la propuesta un sin-
número de críticas inatendibles 
a cuestiones del Derecho, como 
decir que sin la prisión preventiva 
oficiosa saldrán de prisión más de 
sesenta mil procesados, cuando lo 
procedente es que se pida una pri-
sión preventiva justificada; si no se 
entiende el Derecho, ¿cómo se pre-
tende reformar la Constitución?

5. La elección popular directa 
de jueces no debe prosperar, ya 
que la función jurisdiccional debe 
correr a cargo de especialistas en 
el Derecho como gente preparada 

en el mundo de la administración 
de justicia (porque la ha vivido 
como juzgador, como funcionario 
judicial o como abogado litigante) 
y no en improvisados, aunque ha-
yan estudiado la Licenciatura en 
Derecho. Ello se robustece cuan-
do el “elegido” deberá velar por 
el respeto a la Constitución, pre-
ferentemente en su capítulo de 
garantías del gobernado (juicio de 
amparo).

6. En el numeral 96 del pro-
yecto no se dejan esclarecidos los 
pormenores sobre la elección de 
ministros, pareciendo que habrá 
treinta candidatos a un cargo; la 
obscuridad de la propuesta la 
hace inaceptable por los proble-
mas que han de presentarse en su 
aplicación.

7. El proyecto de reducción de 
integrantes de la Suprema Corte 
de Justicia carece de sustento, lo 
que no permite apoyar la reforma, 
menos cuando hay tanta carga de 
trabajo en el máximo Tribunal 
Constitucional del país.

8. Tampoco se especifica cuál 
es la necesidad de reducir el plazo 
de duración de ministros.

9. Los candidatos a los cargos 
jurisdiccionales no serán personas 
del conocimiento público en quien 
recae la elección directa, por lo 
que la ciudadanía no votaría por 
el mejor candidato para tan alta 
encomienda como lo es ser guar-
dían del respeto a la Constitución; 
tal vez la ciudadanía votará por 
el candidato más carismático, el 
más jovial, el más simpático, pero 
no necesariamente el ideal para 
llevar adelante la defensa consti-
tucional y la dicción del Derecho 
entre las partes en controversia, 
para imponer la paz pública.

10. De acuerdo con el proyecto, 
los candidatos a los cargos judi-
ciales harán campaña en radio 
y televisión, pero, ¿quiénes ven 
los programas en que se tratan

Críticas a la pretendida reforma
Constitucional en materia judicial

1.Una venganza personal 
contra el Poder Judicial no 
es un proyecto de Estado 

ni una idea clara de Constitución 
(como norma que representa el ser 
y el querer ser de un pueblo); desde 
allí es criticable la reforma (lo que 
se robustece con la inconcebible 
idea “es más importante lo judicial que 
la economía” cuando ésta estaba en 
peligro por el proyecto de reforma en 
comento).

1. 
2. No es viable una reforma 
constitucional basada en un be-
rrinche por no someterse los mi-

1.Concepto de fuero. La pala-
bra fuero se entiende de 
varias maneras: como pri-

vilegio para no ser juzgado por un 
delito (posiblemente nunca o tal vez 
durante un plazo), como norma ju-
rídica (el fuero juzgo o el fuero de 
León, por ejemplo), y como ámbito 
de competencia entre órganos judi-
ciales (habiendo un fuero federal, un 
fuero común y el fuero militar). En 
el primer caso, el fuero impide que 
una persona sea juzgada y, en su 
caso, penada por el delito en que se 
incurrió.

La presencia del fuero en la historia 
humana ha sido delicada, porque ha 
dado lugar a la distinción entre go-
bernados, por lo que unas personas 
no serían castigadas a pesar de ha-
ber cometido una conducta prohibi-
da (delito), razón lo cual la Constitu-
ción Mexicana prohíbe que alguien 
tenga fuero para no distinguir entre 
seres humanos y de esa manera, ante 
la ausencia de ese privilegio, quien 
haya incurrido en una conducta ilí-
cita, debe ser penado. La prohibición 
del fuero es congruente con la esen-
cia de la justicia penal: que nadie 
quede impune (como desde 2008 lo 
prevé la Carta Magna en su numeral 
20, señalado como uno de los fines 
del proceso penal).

2. El fuero en México. El artículo 13 
constitucional prohíbe el fuero en 
México, comprendiendo por fuero la 
acepción de privilegio para no juz-
gar a una persona (titular del fuero), 
con lo que se está ante una garantía 
de igualdad (todos debemos respon-
der jurídicamente por nuestra con-
ducta contraria a Derecho).

No obstante lo anterior, los artícu-
los 61 y 111 conceden fuero a algu-
nos servidores públicos para no ser 
juzgados penalmnte en momento 
alguno o para poder juzgárseles por 
sus conductas ilícitas cuando dejen 
el encargo encomendado, por lo 
que se dice que en realidad no se les

protege a ellos, sino al cargo (para no 
dejarlo acéfalo con motivo de ven-
ganzas o persecuciones políticas).

Al respecto, debo señalar que el 
fuero impera ante la autoridad judi-
cial, no así ante la investigadora de 
delitos, por lo que es dable iniciar 
un procedimiento de investigación 
para estar en aptitud de determinar 
que un servidor público de los que 
goza del fuero constitucional, es 
probable responsable de delito y así 
iniciar el juicio de desafuero en su 
contra.

Los servidores públicos que gozan 
del fuero impunidad (legisladores 
en términos del artículo 61 de la 
Carta Magna), jamás serán requeri-
dos de responsabilidad por las opi-
niones que expresen desde el cargo 
que desempeñan; y los que gozan 
de fuero inmunidad (varios servido-
res públicos listados por el numeral 
111), podrán ser sujetos a proceso 
penal una vez retirada la protección 
que representa el fuero).

En el segundo caso de fuero, éste 
se pierde por renuncia al cargo que 
confiere esa protección, por haber 
concluido el plazo para su ejercicio o 
por sentencia de juicio de desafuero.

3. Vigencia del fuero. Con indepen-
dencia de que el artículo 13 de la 
Constitución aluda a la prohibición 
del fuero, en tanto que el numeral 
111 no refiera la denominación de 
“fuero”, lo que se contiene en ese 
precepto no es otra cosa que un pri-
vilegio para no ser juzgado mientras 
no se le quite la inmunidad, siendo 
eso en debido lenguaje jurídico “fue-
ro”, en el entendido que la posible 
contradicción de preceptos (porque 
uno niega el fuero y otro lo otorga), 
deviene de la regulación de una hi-
pótesis de restricción de garantías, 
prevista en la propia norma jurídica 
que otorga la igualdad jurídico-pe-
nal, al darle esa protección a ciertos 
servidores públicos.

El fuero y el juicio de desafuero en México
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Ergo, en México subsiste el fuero 
constitucional, no obstante que se ha 
querido esconder éste.

4. Ley Reglamentaria. La Ley Federal 
de Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos es la norma jurídica 
secundaria que regula el procedi-
miento del proceso en estudio, refi-
riéndolo en sus numerales del 25 al 
29, aunque el primero de ellos remi-
te al trámite del juicio político “en lo 
pertinente” para substanciar y resol-
ver sobre el retiro del fuero al suje-
to contra de quien se incoe este jui-
cio. Uno de los temas que no opera 
en “lo pertinente” es la intervención 
del Senado de la República en este 
juicio, como sí participa en el juicio 
político (en el que substancia el jui-
cio propiamente tal como sección de 
enjuiciamiento y en su momento se 
erige en jurado de sentencia); así, la 
Cámara de Senadores no tiene inter-
vención en este procedimiento juris-
diccional legislativo.

Ergo, a pesar de ser un procedimien-
to con una litis de índole penal, no 
se aplica el Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, el que regirá al 
momento en que el Ministerio Pú-
blico ejerza acción penal y el sujeto 
quede bajo la jurisdicción del juez de 
Control.

5. Competencia para retirar el fuero. En 
tréminos del artículo 111 de la Cons-
titución, el procedimiento para de-
clarar la procedencia merced al cual 
un servidor público ha de perder el 
fuero y podrá ser sometido a proce-
so penal, se substancia ante la Cáma-
ra de Diputados; en congruencia, el 
artículo 74 fracción V constitucional 
prevé que es facultad exclusiva de 
la Cámara de Diputados “declarar si 
ha o no lugar a proceder penalmente en 
contra de los servidores públicos que hu-
bieren inurriro en delito en los términos 
del artículo 111 de esta Constitución”.

6. Trámite del procedimiento para de-
clarar la procedencia. Una vez que el 
Ministerio Público (ante quien no 
impera el fuero) ha indagado sobre 
el particular haciéndose de datos 

de prueba que acreditan que se co-
metió un delito y que el servidor 
público denunciado es el probable 
responsable del mismo (requisitos 
que debe reunir para poder ejercer 
acción penal, sin que en estos casos 
lo pueda hacer en tanto no se le re-
tire el fuero al indiciado), acudirá 
ante el órgano legislativo a solicitar 
que declare que es procedente per-
seguir judicialmente al servidor pú-
blico denunciado, para lo cual dicha 
Cámara deberá dar su autorización 
para ejercer la acción penal en cues-
tión (véase el artículo 25 de la Ley de 
la materia).

De iniciar el proceso, la Cámara in-
formará “informará al denunciado so-
bre la materia de la denuncia, haciéndole 
saber su garantía de defensa” (artículo 
13 de la Ley Federal aplicable), no-
tificándole el inicio del juicio de re-
ferencia (disponiendo el artículo 38 
de la Ley secundaria que antes de 
poder resolver el asunto, la Cáma-
ra debe comprobar fehacientemente 
que el servidor público y su defen-
sor hayan sido debidamente citados 
a la audiencia), dándole oportuni-
dad de responder el cargo y ofrecer 
medios de prueba (el artículo 14 de 
la Ley señala que podrán aportarse 
esos medios de convicción dentro de 
los treinta días siguientes al de la no-
tificación del inicio del juicio); citará 
a una audiencia en que se otorga el 
uso de la voz al servidor público y a 
su defensor para que aleguen y des-
ahogado ese procedimiento, se pro-
cede a dictar la resolución que para 
poder ser una en que el servidor pú-
blico pierda el fuero, debe ser apro-
bada por la “mayoría absoluta de sus 
miembros presentes en sesión”, según 
establece el numeral constitucional 
citado en la parte final del primer 
párrafo.

7. Garantías de audiencia en este pro-
cedimiento. De acuerdo con lo ex-
presado en el punto que antecede, 
durante la substanciación del jui-
cio de desafuero (o procedimiento 
para declarar la procecencia), im-
pera la garantía de audiencia, pues 
se notifica y cita al servidor público,

permitiéndosele aportar medios de 
prueba y alegar, para proceder la 
Cámara al dictado de la sentencia 
del juicio. Así, el servidor público 
perderá el fuero habiendo sido pre-
viamente oído y vencido en juicio 
(esencia de la garantía de audiencia).

8. Efectos de la resolución que declara 
que ha lugar a proceder contra el indi-
ciado. En términos del tercer párra-
fo del artículo 111 constitucional, la 
Cámara de Diputados emitirá la de-
claratoria de procedencia motivan-
do que el sujeto quede “a disposición 
de las autoridades competentes para que 
actúen con arreglo a la ley (tercer pá-
rrafo)… El efecto de la declaratoria que 
ha lugar a proceder contra el inculpado 
será separarlo de su encargo en tan-
to esté sujeto a proceso penal”, lo que 
equivale a que podrá ejercerse ac-
ción penal en su contra (facultad del 
Ministerio Público) y sometido a jui-
cio penal (atribuciones de la autori-
dad jurisdiccional), quienes en todo 
caso deben ajustar sus resoluciones a 
la normatividad procesal penal (ga-
rantía de legalidad).

Así, el servidor público perderá el 
fuero y además el cargo para el cual 
fue electo o designado a fin de que 
atienda su defensa y esté en dispo-
nibiliad de obtener auto de no vin-
culación a proceso o. en su caso, 
sentencia absolutoria, supuestos 
en los cuales será restablecido en el 
cargo que venía ejerciendo, según el 
propio artículo constitucional en su 
párrafo séptimo, que prevé que si el 
sujeto es condenado por delito co-
metido en ejercicio del cargo, no po-
drá obtener el beneficio del indulto.

9. Determinación que niega el desafue-
ro. En caso de negativa de desaforar 
a un servidor público, éste continua-
rá en su encargo y una vez que pier-
da el fuero, podrá ejercerse acción 
penal en su contra, sin ser necesario 
requisito previo de procedibilidad, 
pues para ese momento ya habrá 
perdido la protección constitucional 
que le prodigaba el cargo (el fuero) 
y con ello, no quedará impune dicha 
persona.
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El juez y las lagunas del derecho
Antes de continuar es necesario explicar 
Lex superior, lex specialis y lex posterior 
las cuales son principios legales que guían 
la interpretación de leyes o regulaciones en 
conflicto: 

Lex Superior: Este principio establece que 
una ley de rango superior prevalece sobre 
otra de rango inferior. Por ejemplo, una 
disposición constitucional tiene prioridad 
sobre una ley ordinaria. 

Lex Specialis: Cuando dos leyes entran en 
conflicto, la ley más específica o especiali-
zada prevalece sobre la más general. Por 
ejemplo, si existe una ley penal general y 
una ley específica relacionada con un deli-
to en particular, la ley específica prevalece-
ría en los casos que involucran ese delito. 

Lex Posterior: Este principio sostiene que 
una ley posterior prevalece sobre una an-
terior. Si dos leyes se contradicen, se consi-
dera que la promulgada más recientemen-
te es la ley aplicable. 

Ahora pasemos a las lagunas reconocidas: 

Laguna de reconocimiento; si un caso in-
dividual es subsumible o no a un caso ge-
nérico.  

Laguna axiológica, si y sólo si un caso tiene 
propiedades relevantes y estas no encuen-
tran solución en el caso general. 
Laguna normativa, si y sólo si no hay solu-
ción en el cuerpo normativo. 

Antinomias, casos cubiertos por dos nor-
mas incompatibles en los que no cabe re-
solver la incompatibilidad a través de las 
metarreglas de lex superior, lex posterior 
o lex specialis, mediante discreción, lo cual 
manifestamos inconformidad.  

Para entender estas lagunas y resolver 
controversias de índole jurídico Raz indi-
ca que existen dos criterios que sirven de 
base para la resolución siendo el primero; 
“razonamiento para establecer el conteni-
do del derecho” en el que no habría cabida 
alguna para evaluaciones y se goberna-
ría con puros argumentos de hecho y el 
segundo; “razonamiento con arreglo al 
derecho” que habría de integrar el dato, 
registrado por el “razonamiento para es-
tablecer el contenido del derecho” de que 
éste concede discreción a los jueces para 
apartarse de lo ordenado por el propio de-
recho siempre que haya razones morales 
importantes para hacerlo. 

Ante una laguna se debe actuar con fideli-
dad al derecho y coherencia valorativa de 
las decisiones jurídicas tomadas. 

Las lagunas del derecho, para este pun-
to es importante recalcar que no existen
lagunas en el derecho sin las teorías jurídi-
cas, pues las concibe y soluciona. 

Una laguna común es la normativa cuan-
do una conducta no está regulada por una 
normatividad, el juzgador acatando nor-
mas de moralidad debe juzgar discrecio-
nalmente (en una disputa, con dos partes 
actor y demandado, acuden al juez este 
debe recibir y juzgar, determina el estatus 
normativo de los hechos, si el actor acre-
dita los extremos y existe normatividad, 
debe condenar a la demandada, si acredita 
los hechos y estos no encuentran sustento 
en normatividad que obliguen al deman-
dado a hacer o dar, deberá absolver). 

La existencia de las lagunas en el derecho, 
no es por un sistema normativo deficiente, 
sino por el contrario, El derecho es comple-
to no porque existan reglas que contengan 
una solución normativa para todo caso 
posible, sino porque cualquier caso que 
se presente puede ser juzgado con el con-
junto de normas que integran un sistema 
jurídico. 

Una postura interesante es la de U. Schmi-
ll en que, como él dice, “si no existe una 
norma que determine el contenido de la 
sentencia en el sentido de obligar al de-
mandado a la conducta que le demanda el 
actor, el juez tiene que determinar esto y 
absolver al demandado”. 

Aquí discrepa el autor Eugenio Bulygin, 
el considera, en casos como el anterior, 
el juzgador goza de discrecionalidad, a 
fin de condenar o absolver al demanda-
do, así como rechazar la demanda. Esto 
en atención a la inexistencia en el cuerpo 
normativo de una norma que resuelva el 
caso genérico, resultando con esto que el 
juzgador condene al demandado o rechace 
una demanda creando una norma general 
resultando esto una usurpación de funcio-
nes del operador jurídico. 

En el derecho, de forma general, existen 
deberes concluyentes y deberes prima fa-
cie. Es claro que los deberes concluyentes 
contenidos en las reglas no pueden con-
vertirse en deberes derivados de los princi-
pios, pues estos son prima facie y aquéllos 
no lo son. 

Los deberes prima facie si pueden conver-
tirse en deberes concluyentes: “Tal deber 
prima facie se transforma en deber conclu-
yente siempre que, en relación con las pro-
piedades del caso no concurra otro princi-
pio que tenga, en relación con esas mismas 
propiedades, un mayor peso”.

Exponer sobre lagunas del derecho, 
implica analizar diversos autores y 
tratar de apuntalar sus ideas para dar 

claridad y entender que es una laguna; 
siendo una aproximación la que sostiene 
Bulygin, los casos no irrelevantes en rela-
ción con los cuales una regla jurídica no 
correlaciona una solución normativa, son 
casos de laguna normativa. Y, en tales 
casos ¿qué debe hacer el juez? Juzgar de 
manera discrecional. (considero que esto 
no es correcto tomando en cuenta que en 
diversos ejemplos hacen mención a an-
tinomias y que estas deben ser resueltas 
de manera discrecional por el juez, lo cual 
resulta ser erróneo si tenemos la pondera-
ción con reglas específicas lo cual deja la 
discreción en la oscuridad jurídica). 
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Un nuevo estándar 
en higiene mascu-
lina

A nivel global, los lla-
mados “whole-body 
deodorants” han 
registrado un cre-
cimiento exponen-
cial en los últimos 
tres años, especial-
mente en mercados 
como EE.UU., Reino 
Unido y Corea del 
Sur. En plataformas 
como Google y Tik-
Tok, las búsquedas 
relacionadas con 
desodorantes para 
partes íntimas, pies 
y pecho masculino 
se han disparado. 
Datos de Mintel y 
Euromonitor respal-
dan la evolución de 
dicha categoría.

All Body Deo ha 
sido diseñado con 
un enfoque respon-
sable, pues es libre 
de crueldad ani-
mal (certificado por 
PETA), con fórmulas 
que respetan el mi-
crobioma de la piel, 
empaques recicla-
bles y compromiso 
con la sustentabili-
dad, pues es fabrica-
do bajo prácticas éti-
cas de producción.

La combinación en-
tre ciencia, ética y 
entendimiento del 
consumidor, hace de 
Dove Men+ Care All 
Body Deo una pro-
puesta única, que va 
más allá de la higie-
ne para convertirse 
en una experiencia 
transformadora de 
cuidado personal.

#DoveMenCare 
#CuidarTeCambia-

Todo
https://www.insta-
gram.com/dovemen-

care_mx/

innova en higiene masculina
con all body deo:
bloquea el mal olor
en todo el cuerpo sin irritación

Sentirse fresco y seguro se ha convertido en una prioridad 
para los hombres que desean concluir el día sin sentir ver-
güenza sobre los olores de distintas partes del cuerpo que 
no son las axilas. Por ello, Dove Men+ Care, la marca de 
cuidado personal con respaldo científico que ha redefinido 
el cuidado masculino, presenta All Body Deo, una nueva 
línea de desodorantes diseñada para brindar protección 
contra el mal olor en todo el cuerpo sin causar irritación.  

Con este lanzamiento, Dove Men+ Care no solo innova 
en formulación y funcionalidad, da forma a una nueva 
categoría dentro de la higiene masculina, rompiendo con 
paradigmas sobre el uso de desodorante y respondiendo a 
necesidades que por mucho tiempo permanecieron silen-
ciadas por los estereotipos. 
 
El cuidado del cuerpo ya no se limita a las axilas. Un nú-
mero importante de hombres ha comenzado a prestar 
atención a otras zonas del cuerpo donde también se gene-
ra mal olor, como el pecho, los pies o la entrepierna. Sin 
embargo; al menos 76% de ellos no sabe con qué producto 
abordar esta necesidad, y muchos recurren a soluciones 
improvisadas que pueden resultar ineficaces o irritantes.

“All Body Deo es nuestra respuesta a una necesidad real, íntima 
y cotidiana: sentirse fresco y confiado en todo momento, ya sea 
en el gimnasio, en la oficina o al final del día”, explica Claudia 
Buenrostro, Directora de Mercadotecnia de Dove Deos 
México. “Sabemos que muchos hombres se sienten incómodos 
por el olor en otras zonas del cuerpo, pero no hablan de ello. 
Nosotros les decimos: está bien cuidarse. Y hay un producto di-
señado especialmente para ello”, agregó. 

Hoy, más del 75% de los consumidores masculinos afir-
man que estarían interesados en un desodorante para 
otras partes del cuerpo, aunque pocos lo admitan abierta-
mente. Dove Men+Care hace visible esta necesidad, rom-
pe el tabú y ofrece una solución integral con ciencia de 
vanguardia y el respaldo de más de 20 años de investiga-

ción dermatológica.

Dove Men+ Care All Body Deo ha sido for-
mulado sin aluminio, sin parabenos, sin 
colorantes, sin bicarbonato de sodio y está 
enriquecido con vitamina E, lo que garanti-
za una aplicación suave, sin irritación y al-
tamente efectiva incluso en pieles sensibles. 
La fórmula ha sido probada dermatológica-
mente y es segura para usarse en zonas como 
el pecho, los pies y la entrepierna.

Este portafolio está disponible en tres fragan-
cias cuidadosamente seleccionadas –Aloe & 

Bamboo, Fig & Suede, y Shea Butter & Ce-
dar–, en formato aerosol para adaptarse a las 
preferencias de uso y rutinas personales.
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El juez y las lagunas del derecho
Antes de continuar es necesario explicar 
Lex superior, lex specialis y lex posterior 
las cuales son principios legales que guían 
la interpretación de leyes o regulaciones en 
conflicto: 

Lex Superior: Este principio establece que 
una ley de rango superior prevalece sobre 
otra de rango inferior. Por ejemplo, una 
disposición constitucional tiene prioridad 
sobre una ley ordinaria. 

Lex Specialis: Cuando dos leyes entran en 
conflicto, la ley más específica o especiali-
zada prevalece sobre la más general. Por 
ejemplo, si existe una ley penal general y 
una ley específica relacionada con un deli-
to en particular, la ley específica prevalece-
ría en los casos que involucran ese delito. 

Lex Posterior: Este principio sostiene que 
una ley posterior prevalece sobre una an-
terior. Si dos leyes se contradicen, se consi-
dera que la promulgada más recientemen-
te es la ley aplicable. 

Ahora pasemos a las lagunas reconocidas: 

Laguna de reconocimiento; si un caso in-
dividual es subsumible o no a un caso ge-
nérico.  

Laguna axiológica, si y sólo si un caso tiene 
propiedades relevantes y estas no encuen-
tran solución en el caso general. 
Laguna normativa, si y sólo si no hay solu-
ción en el cuerpo normativo. 

Antinomias, casos cubiertos por dos nor-
mas incompatibles en los que no cabe re-
solver la incompatibilidad a través de las 
metarreglas de lex superior, lex posterior 
o lex specialis, mediante discreción, lo cual 
manifestamos inconformidad.  

Para entender estas lagunas y resolver 
controversias de índole jurídico Raz indi-
ca que existen dos criterios que sirven de 
base para la resolución siendo el primero; 
“razonamiento para establecer el conteni-
do del derecho” en el que no habría cabida 
alguna para evaluaciones y se goberna-
ría con puros argumentos de hecho y el 
segundo; “razonamiento con arreglo al 
derecho” que habría de integrar el dato, 
registrado por el “razonamiento para es-
tablecer el contenido del derecho” de que 
éste concede discreción a los jueces para 
apartarse de lo ordenado por el propio de-
recho siempre que haya razones morales 
importantes para hacerlo. 

Ante una laguna se debe actuar con fideli-
dad al derecho y coherencia valorativa de 
las decisiones jurídicas tomadas. 

Las lagunas del derecho, para este pun-
to es importante recalcar que no existen
lagunas en el derecho sin las teorías jurídi-
cas, pues las concibe y soluciona. 

Una laguna común es la normativa cuan-
do una conducta no está regulada por una 
normatividad, el juzgador acatando nor-
mas de moralidad debe juzgar discrecio-
nalmente (en una disputa, con dos partes 
actor y demandado, acuden al juez este 
debe recibir y juzgar, determina el estatus 
normativo de los hechos, si el actor acre-
dita los extremos y existe normatividad, 
debe condenar a la demandada, si acredita 
los hechos y estos no encuentran sustento 
en normatividad que obliguen al deman-
dado a hacer o dar, deberá absolver). 

La existencia de las lagunas en el derecho, 
no es por un sistema normativo deficiente, 
sino por el contrario, El derecho es comple-
to no porque existan reglas que contengan 
una solución normativa para todo caso 
posible, sino porque cualquier caso que 
se presente puede ser juzgado con el con-
junto de normas que integran un sistema 
jurídico. 

Una postura interesante es la de U. Schmi-
ll en que, como él dice, “si no existe una 
norma que determine el contenido de la 
sentencia en el sentido de obligar al de-
mandado a la conducta que le demanda el 
actor, el juez tiene que determinar esto y 
absolver al demandado”. 

Aquí discrepa el autor Eugenio Bulygin, 
el considera, en casos como el anterior, 
el juzgador goza de discrecionalidad, a 
fin de condenar o absolver al demanda-
do, así como rechazar la demanda. Esto 
en atención a la inexistencia en el cuerpo 
normativo de una norma que resuelva el 
caso genérico, resultando con esto que el 
juzgador condene al demandado o rechace 
una demanda creando una norma general 
resultando esto una usurpación de funcio-
nes del operador jurídico. 

En el derecho, de forma general, existen 
deberes concluyentes y deberes prima fa-
cie. Es claro que los deberes concluyentes 
contenidos en las reglas no pueden con-
vertirse en deberes derivados de los princi-
pios, pues estos son prima facie y aquéllos 
no lo son. 

Los deberes prima facie si pueden conver-
tirse en deberes concluyentes: “Tal deber 
prima facie se transforma en deber conclu-
yente siempre que, en relación con las pro-
piedades del caso no concurra otro princi-
pio que tenga, en relación con esas mismas 
propiedades, un mayor peso”.

Exponer sobre lagunas del derecho, 
implica analizar diversos autores y 
tratar de apuntalar sus ideas para dar 

claridad y entender que es una laguna; 
siendo una aproximación la que sostiene 
Bulygin, los casos no irrelevantes en rela-
ción con los cuales una regla jurídica no 
correlaciona una solución normativa, son 
casos de laguna normativa. Y, en tales 
casos ¿qué debe hacer el juez? Juzgar de 
manera discrecional. (considero que esto 
no es correcto tomando en cuenta que en 
diversos ejemplos hacen mención a an-
tinomias y que estas deben ser resueltas 
de manera discrecional por el juez, lo cual 
resulta ser erróneo si tenemos la pondera-
ción con reglas específicas lo cual deja la 
discreción en la oscuridad jurídica). 
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una estructura psíquica en conflicto. No 
se trata de justificar, sino de compren-
der que el acto criminal puede tener un 
valor de sentido para el sujeto.

Desde el punto de vista lacaniano, el 
crimen también puede ser un intento 
fallido de inscripción simbólica. Jacques 
Lacan planteó que, en algunos casos, 
el acto delictivo opera como respuesta 
a una falla en la constitución del sujeto 
que no ha sido incorporado, el sujeto 
puede verse lanzado a actos que desa-
fían la ley para poder, paradójicamente, 
inscribirse en ella. Lacan afirma: “Es en 
nombre de la Ley que el sujeto transgrede 
la ley.”
El delincuente no siempre busca esca-
par de la ley; a veces, desea ser captura-
do por ella, reconocido por ella, puesto 
en escena. La cárcel, en este sentido, 
puede ser más un lugar de identidad 
que de castigo.

Desde una mirada sociológica, Michel 
Foucault ya había denunciado que la fi-
gura del delincuente responde también 
a una lógica de control. El sistema penal 
no castiga solo los actos, sino que cons-
truye sujetos. El discurso legal, mediá-
tico y científico contribuye a la creación 
del “delincuente” como figura social, 
como sujeto vigilado, clasificado y es-
tigmatizado. 

Desde el psicoanálisis, esta mirada se 
complejiza: no se trata solamente de un 
efecto del poder, sino de una conjun-
ción entre lo social y lo inconsciente. El 
sujeto puede identificarse con esa figura 
del Otro que delinque, encarnando lo 
que el discurso social espera o teme. El 
joven que crece en un entorno donde el 
crimen es cotidiano puede asumir esa 
imagen como una forma de subjetiva-
ción, no por determinismo, sino por ins-
cripción simbólica.

Otro aporte crucial del psicoanálisis 
es la noción de goce en relación con el 
delito. A diferencia del placer, el goce 
implica una satisfacción más allá del 
principio del placer, incluso en el dolor 
o en el castigo. Algunos sujetos come-
ten actos delictivos no por ganancia

En el campo jurídico, el delincuen-
te es frecuentemente definido por 
sus actos: quien transgrede la ley, 

quien comete un delito. Sin embargo, 
desde una perspectiva psicoanalítica, 
esta figura no se agota en la acción cri-
minal ni en el código penal. El sujeto 
que delinque no es solo un infractor, 
sino también portador de una historia 
inconsciente, de una estructura psíqui-
ca en la que el crimen puede adquirir 
sentido más allá de lo jurídico. 

Freud, en su texto “Dostoievski y el 
parricidio”, ya sugería que en algunos 
crímenes existe una satisfacción incons-
ciente ligada al deseo reprimido. El cri-
men, entonces, puede ser leído como el 
retorno de lo reprimido, como acto que, 
paradójicamente, organiza o estabiliza 

económica o necesidad inmediata, sino 
por una satisfacción ligada al acto mis-
mo, a lo que se rompe, se transgrede o 
se desafía. En este punto, el delito pue-
de ser una vía de goce que se vuelve 
adictiva, repetitiva, compulsiva.

Este goce, sin embargo, no es universal. 
En sujetos neuróticos, el crimen suele 
ser vivido con culpa; en sujetos perver-
sos, puede no haber culpa, pero sí una 
puesta en escena de la ley como espec-
táculo. En sujetos psicóticos, el crimen 
puede incluso carecer de sentido para el 
propio sujeto, siendo efecto de una des-
organización estructural. La estructura 
clínica del sujeto incide directamente en 
el sentido y la función del acto delictivo.

Frente a estas complejidades, el psicoa-
nálisis no propone una renuncia a la 
justicia, sino una forma más rigurosa de 
pensar la responsabilidad. No basta con 
determinar si hubo o no intención cons-
ciente; se trata de interrogar al sujeto so-
bre su acto, de abrir un espacio para que 
ese acto pueda adquirir sentido para él, 
sin eliminar la dimensión ética.

La figura del delincuente no es sólo una 
categoría jurídica, sino también una 
construcción psíquica y social comple-
ja. Comprender al sujeto que delinque 
exige atender no sólo a sus actos, sino 
también a los discursos que lo consti-
tuyen, a su estructura psíquica y a las 
formas de goce que lo habitan. Desde 
el psicoanálisis, se trata de recuperar la 
dimensión subjetiva del crimen, no para 
eximir de responsabilidad, sino para no 
reducir al sujeto a su acto. Tal vez, solo 
así, la justicia pueda dejar de castigar 
ciegamente y empezar a escuchar.

La figura del delincuente, cuando es 
abordada únicamente desde el para-
digma legal o criminológico tradicional, 
queda atrapada en una lógica binaria 
de culpa y castigo, de transgresión y 
sanción. Sin embargo, desde una mira-
da psicoanalítica, el delito no puede ser 
comprendido fuera de la historia subje-
tiva del sujeto y de los discursos socia-
les que lo configuran. 

La figura del delincuente como construcción psíquica
y social: una mirada psicoanalítica del crimen
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Sordera y vínculos afectivos:
¿cómo afecta esta condición en las relaciones personales?

Las consecuencias de ignorar la sordera van mucho más allá de perderse 
conversaciones. Entre ellas se incluyen:
Mayor aislamiento social.

• Mayores tasas de depresión y deterioro cognitivo.
• Relaciones familiares y sentimentales tensas.
• Menor participación en actividades sociales.      

Una reciente encuesta mundial realizada por MED-EL pone de manifiesto 
el peso emocional de la pérdida de audición:
• El 64% de las personas encuestadas afirmó que el sonido que más 

extrañaría es la voz de un familiar o pareja.
• 1 de cada 4 dijo que echaría de menos el sonido de la risa.
• El 30% de los encuestados entre 35 y 44 años indicó que extrañaría 

especialmente la voz de los niños.

En el marco del Día Mundial de la Escucha, MED-EL hace un llamado a 
tomar conciencia sobre la salud auditiva. A través de pruebas en línea, 
consultas con profesionales y conversaciones informadas, es posible de-
tectar posibles alteraciones de manera oportuna. La audición desempeña 
un papel clave en la comunicación diaria, su pérdida puede dificultar la 
interacción en situaciones comunes, como mantener una conversación, 
participar en reuniones o responder a señales del entorno, lo que genera 
aislamiento o malentendidos si no se aborda a tiempo.

www.medel.com/latam

En un mundo lleno de ruido, gran parte 
de la conexión humana ocurre a través 
de la escucha. En el Día Mundial de la 
Escucha, MED-EL, líder en soluciones 
médicas auditivas, hace énfasis en su 
impacto en las relaciones, pues es una 
consecuencia de la pérdida auditiva que 
a menudo se pasa por alto.

Muchas parejas enfrentan desafíos cuan-
do uno de sus miembros comienza a 
experimentar hipoacusia, sobre todo 
durante el proceso de adaptación. Esta 
condición afecta la comunicación en el 
entorno familiar, social y laboral, crean-
do barreras que, con una atención ade-
cuada y oportuna, es posible superar. Un 
diagnóstico temprano -por parte de un 
especialista- permite identificar la causa 
y definir el tratamiento más apropiado 
para cada caso, el cual incluye desde au-
dífonos convencionales hasta implantes 
cocleares avanzados como los de origen 
austriaco, según el grado y tipo de pér-
dida auditiva.

La selección del dispositivo auditivo es 
solo una parte del proceso. La rehabi-
litación auditiva desempeña un papel 
clave en la adaptación del paciente. Este 
proceso requiere constancia, evaluación 
continua y el apoyo del entorno cercano 
para mejorar la calidad de vida y facilitar 
la integración social y comunicativa de 
la persona con hipoacusia. Según la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS), 
más de 1,500 millones de personas en 
todo el mundo viven con algún grado de 
pérdida auditiva, una cifra que se espera 
que aumente hasta los 2,500 millones en 
2050.

“La hipoacusia tiene múltiples causas, 
entre las que se incluyen enfermedades 
crónicas, tabaquismo, otosclerosis, pér-
dida neurosensorial relacionada con la 
edad o de aparición súbita, traumatis-
mos, exposición prolongada a ruidos 
intensos, el uso de medicamentos oto-
tóxicos, entre otros factores. Por ello, el 
diagnóstico y tratamiento oportuno son 
esenciales, ya que permiten recuperar la 
capacidad de escuchar y, con ello, forta-
lecer y restaurar los vínculos afectivos y 
sociales que enriquecen la vida de quie-
nes conviven con esta condición”, expli-
ca Dulce María García Jacuinde, Médico 
audióloga y de soporte clínico en MED-
EL México.

Salutem   



Rodolfo de la 
Guardia García

Doctor en Derecho.
Maestro en Proceso Penal Adversarial. 

Ex fiscal especializado 
en asuntos internacionales.

Ex vocal ejecutivo de Interpol 
para el continente americano.

Socio director 
“De la Guardia y Asociados S. C. ”.

Valoración de la entrevista con criterio de oportunidad
Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Administrativa del Décimo Sépti-
mo Circuito, resolvió el amparo en 
revisión 1361/2022, el cual fue pro-
movido por la imputada contra la re-
solución que confirmó el auto que la 
vinculó a proceso. 

El Auto de Vinculación a Proceso 
dictado valoró el dato de prueba 
ofertado por la Representación So-
cial consistente en la entrevista de su 
coimputada la cual la incriminó por 
hechos con apariencia de delito. En-
trevista que fue obtenida bajo el otor-
gamiento provisional de un Criterio 
de Oportunidad. La quejosa/vincula-
da elevó como concepto de violación 
que la entrevista constituye prueba 
ilícita debido a que era cuestionable 
su verosimilitud y, por tanto, no se 
le tuvo que haber otorgado algún va-
lor probatorio. Nuevamente estamos 
ante la hipótesis de la fracción V del 
artículo 256 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales.

El Criterio de Oportunidad debe en-
tenderse como la facultad y herra-
mienta procesal de investigación que 
la legislación penal otorga al Ministe-
rio Público para decidir si se ejercita 
acción penal, se acusa en un proceso 
o se reduce una pena a cambio de 
información que le permita conocer 
la mecánica de los hechos delictivos 
y sus participantes; es decir, el bene-
ficiario para allegarse del beneficio 
procesal de manera definitiva debe 
rendir testimonio en juicio -o prueba 
anticipada- que ayude a esclarecer el 
hecho investigado.

Esta figura promueve la eficiencia en 
la investigación y acreditación de los 
eventos delictivos, incentivar la cola-
boración de los imputados y testigos 
en la obtención de medios de convic-
ción, cuya utilización debe ser anali-
zada caso por caso, considerando las 
circunstancias específicas y los intere-
ses de la justicia.

El artículo 21 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos1 

1  Artículo 21. El Ministerio Público po-
drá considerar criterios de oportunidad 
para el ejercicio de la acción penal, en los 
supuestos y condiciones que fije la ley.

en su séptimo párrafo establece que 
el Ministerio Público podrá conside-
rar Criterios de Oportunidad para el 
ejercicio de la acción penal, en los su-
puestos y condiciones que fije la ley.

El artículo 2562 en relación con el di-
verso 131, fracción XIV3, ambos del 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales, regulan de manera específi-
ca los supuestos y condiciones para la 
concesión de los Criterios de Oportu-
nidad y señalan como obligación del 
Ministerio Público el decidir sobre la 
aplicación de Criterios de Oportuni-
dad, lo cual deberá realizarse prote-
giendo en todo momento la dignidad 
humana y reconociendo la titularidad 
de los derechos humanos de todas las 
personas involucradas en el procedi-
miento penal del que se trate.

El Ministerio Público deberá aplicar 
los Criterios de Oportunidad sobre 
la base de razones objetivas y sin dis-
criminación, valorando las circuns-
tancias especiales en cada caso, de 
conformidad con lo dispuesto en el 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales, así como en los criterios ge-
nerales que al efecto emita el Procura-
dor General de la República.

En esta consonancia, el 21 de enero de 
2016 se publicó en el Diario Oficial de 
la Federación el Acuerdo A/003/16,4 
por el que se establecieron los criterios 

2 Artículo 256. Casos en que operan 
los criterios de oportunidad Iniciada la 
investigación y previo análisis objetivo 
de los datos que consten en la misma, 
conforme a las disposiciones normati-
vas de cada Procuraduría, el Ministerio 
Público, podrá abstenerse de ejercer la 
acción penal con base en la aplicación 
de criterios de oportunidad, siempre 
que, en su caso, se hayan reparado o 
garantizado los daños causados a la 
víctima u ofendido.
3  Artículo 131. Obligaciones del Mi-
nisterio Público.
Para los efectos del presente Código, el 
Ministerio Público tendrá las siguientes 
obligaciones:
…
IV. Ordenar o supervisar, según sea el 
caso, la aplicación y ejecución de las 
medidas necesarias para impedir que 
se pierdan, destruyan o alteren los indi-
cios, una vez que tenga noticia del mis-
mo, así como cerciorarse

4  http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?-
codigo=5423183&fecha=21/01/2016 

Hace unas semanas participé, 
invitado por mi amigo el Doc-
tor Gabriel Regino, en la “XVI 

Reunión Nacional de Penalistas” en la 
hermosa ciudad de Tlaxcala. A con-
sideración de mis colegas, verbalicé 
algunas ideas sobre el “Criterio de 
Oportunidad. De la información esen-
cial y eficaz”. Claro está me refería a la 
fracción V del artículo 256 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. 
Todo ello sin saber que hace unos días 
un órgano colegiado publicaría un li-
neamiento para la valoración del con-
tenido de una entrevista cuyo ateste 
cuenta con Criterio de Oportunidad. 
Esto me permite ahora compartir ese 
criterio.

El 17 de abril de 2024, el Primer Tri-
bunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito en auxilio al Primer 

Efectos de la suspensión en el juicio de amparo
indirecto al reclamarse una orden de aprehensión 

por delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa

El 3 de abril de 2025 el Pleno Regio-
nal en Materias Penal y de Tra-
bajo de la Región Centro-Norte 

resolvió la contradicción de criterios 
en materia penal 20/2025 suscitada 
entre el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Circuito 
con el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Circuito 
y el Octavo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito.

La contradicción que surge al deter-
minar si a la luz de la reforma al se-
gundo párrafo del artículo 191 de la 
Constitución Federal, sigue siendo 
aplicable la tesis de jurisprudencia 
de rubro SUSPENSIÓN PROVI-
SIONAL EN AMPARO INDIREC-
TO. DEBE CONCEDERSE PARA 
EL EFECTO DE QUE LA PARTE 
QUEJOSA NO SEA DETENIDA, 
CUANDO RECLAME LA ORDEN 
DE APREHENSIÓN POR DELITOS 
QUE AMERITEN PRISIÓN PRE-
VENTIVA OFICIOSA. 2

El Tercer Tribunal Colegiado en 

1 Artículo 19. El Ministerio Público sólo 
podrá solicitar al juez la prisión preven-
tiva cuando otras medidas cautelares no 
sean suficientes para garantizar la com-
parecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protec-
ción de la víctima, de los testigos y de la 
comunidad, así como cuando el impu-
tado esté siendo procesado o haya sido 
sentenciado previamente por la comi-
sión de un delito doloso. El juez ordena-
rá la prisión preventiva oficiosamente… 
Para la interpretación y aplicación de las 
normas previstas en este párrafo, los ór-
ganos del Estado deberán atenerse a su 
literalidad, quedando prohibida cual-
quier interpretación análoga o extensiva 
que pretenda inaplicar, suspender, mo-
dificar o hacer nugatorios sus términos 
o su vigencia, ya sea de manera total o 
parcial

2 Registro digital: 2028568 Instancia: Ple-
nos Regionales Undécima Época Mate-
ria(s): Común, Penal Tesis: PR.P.T.CN. 
J/3 P (11a.) Fuente: Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación. Libro 
36, Abril de 2024, Tomo IV, página 4031 
Tipo: Jurisprudencia

Materia Penal del Segundo Circui-
to sostuvo que derivado del artícu-
lo 19 constitucional, no puede se-
guirse aplicando la jurisprudencia 
PR.P.T.CN. J/3 P (11a.) ya que esta 
reforma restringe la realización de 
interpretaciones análogas no solo a 
este artículo, si no, a todas las normas 
que hacen referencia a la prisión pre-
ventiva oficiosa; es decir, si el legisla-
dor estableció efectos concretos para 
los delitos que ameritan prisión pre-
ventiva oficiosa, el Juez de Distrito 
no goza de facultades discrecionales 
para establecer algo diverso.

Señalando que, las sentencias de la 
Corte Interamericana de Derechos 
Humanos no derogan lo que la Cons-
titución Federal dispone sobre la 
prisión preventiva oficiosa. Aunado 
a que, al haberse emitido el criterio 
jurisprudencial de manera previa a 
la reforma constitucional, el primero 
debe quedar obsoleto. 

Refiriendo que estos razonamientos, 
de acuerdo con lo establecido por la 
Primera Sala del Alto Tribunal en la 
jurisprudencia 1a./J. 87/2017 (10a.)3, 
no pueden calificarse de regresivos. 

Los Tribunales Colegiados en Ma-
teria Penal del Segundo y Primer 
Circuito, por el contrario, sostuvie-
ron que la suspensión provisional 
debe otorgarse para efectos de que el 
quejoso no sea detenido durante su 
vigencia; es decir, debe seguirse aca-
tando lo dispuesto en la jurispruden-
cia PR.P.T.CN. J/3 P (11a.).
3 PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD 

DE LOS DERECHOS HUMANOS. 
LA PROHIBICIÓN QUE TIENEN 
LAS AUTORIDADES DEL ESTADO 
MEXICANO DE ADOPTAR MEDI-
DAS REGRESIVAS NO ES ABSO-
LUTA, PUES EXCEPCIONALMEN-
TE ÉSTAS SON ADMISIBLES SI SE 
JUSTIFICAN PLENAMENTE. Registro 
digital: 2015304 Instancia: Primera Sala 
Décima Época Materia(s): Constitucio-
nal Tesis: 1a./J. 87/2017 (10a.) Fuen-
te: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 47, Octubre de 2017, 
Tomo I, página 188 Tipo: Jurisprudencia
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Refiriendo que la restricción estable-
cida en el artículo 19 constitucional 
es violatorio al principio pro personae 
al preferirse una interpretación que 
restringe el derecho fundamental a 
la libertad personal; por el contrario, 
sostienen que debe favorecerse la in-
terpretación que mejor proteja los de-
rechos humanos.

Esos Tribunales Colegiados señala-
ron que los Jueces de Distrito no de-
ben limitarse a lo referido en la frac-
ción I del artículo 1664 de la Ley de 
Amparo, toda vez que no beneficia al 
quejoso ni protege de manera efecti-
va el derecho humano a la libertad.

El Pleno Regional analizó ambos 
criterios contendientes y la porción 
constitucional referida, determinan-
do que la jurisprudencia PR.P.T.CN. 
J/3 P (11a.) continúa siendo aplicable 
por los siguientes razonamientos.

Los artículos 166 a 168 de la Ley de 
Amparo prevén los efectos que de-
ben tener las suspensiones otorgadas 
en los juicios de amparo indirecto 
cuando se reclama una orden de 
aprehensión por un delito contenido 
dentro del catálogo del artículo 19 
de la Constitución Federal. Precisión 
de efectos que fue el punto toral de 
la jurisprudencia cuya aplicación se 
cuestiona y no así el contenido de 
este artículo constitucional.

La ejecutoria de la que emanó la ju-
risprudencia multicitada nunca sos-
tuvo la inaplicación de ninguna ley 
secundaria y mucho menos de algún 
precepto constitucional.

El segundo párrafo del artículo 19 
constitucional se reformó con 3 mo-
tivos: i) conferir poder al Ministerio 
Público para solicitar la imposición 

4 Artículo 166. Cuando se trate de orden de 
aprehensión o reaprehensión o de medida 
cautelar que implique privación de la liber-
tad, dictadas por autoridad competente, se 
estará a lo siguiente: 
I. Si se trata de delitos de prisión preventiva 
oficiosa a que se refiere el artículo 19 cons-
titucional, la suspensión sólo producirá el 
efecto de que la persona quejosa quede a 
disposición del órgano jurisdiccional de am-
paro en el lugar que éste señale únicamente 
en lo que se refiera a su libertad, quedando a 
disposición de la autoridad a la que corres-
ponda conocer el procedimiento penal para 
los efectos de su continuación;

de la medida cautelar de prisión pre-
ventiva justificada; ii) mandatar al 
Juez de Control a decretar la prisión 
preventiva oficiosamente; y iii) para 
que los “Órganos del Estado” inter-
preten y apliquen este párrafo de 
manera literal, prohibiendo interpre-
taciones análogas o extensivas.

Para entender a quienes se refiere el 
artículo con “Órganos del Estado”, 
el Pleno Regional se remite al análi-
sis del proceso legislativo, señalan-
do que la única alusión que se hizo 
a autoridades fue al Juez de Control 
y a la Representación Social. Además 
de ser las únicas autoridades que se 
mencionan dentro de este segundo 
párrafo materia de reforma. 

La propia redacción del artículo 19 
constitucional mandata que no pue-
den hacerse interpretaciones distin-
tas del mismo; es decir, se debe ape-
gar a la letra exacta del texto, por lo 
que las únicas autoridades obligadas 
al cumplimiento de lo establecido en 
este segundo párrafo son tanto el Mi-
nisterio Público como el Juez de Con-
trol según sea el caso.

Bajo esta interpretación, el ente mi-
nisterial solo podrá solicitar la prisión 
preventiva justificada bajo los linea-
mientos establecidos en este artículo; 
y el Juez de Control deberá imponer 
la prisión preventiva oficiosa única-
mente cuando se encuentre frente a 
cualquiera de los delitos contenidos 
dentro de este catálogo.

De lo anterior, el Pleno Regional evi-
denció diversas circunstancias:

I) El principio de progresividad es de 
aplicación obligatoria a la totalidad 
de los derechos humanos.

II) El artículo 19 de la Constitución 
Federal hace referencia a la imposi-
ción de medidas cautelares y no así el 
criterio de jurisprudencia que se re-
fiere a la suspensión otorgada en un 
juicio de amparo indirecto respecto 
de una orden de aprehensión.

III) Este precepto constitucional nun-
ca fue parte de la argumentación 
utilizada dentro de la ejecutoria de 
la cual emanó esa tesis de jurispru-
dencia.

IV) Esta disposición constitucional 
pretende ser una guía de interpreta-
ción exclusiva al Juez de Control y al 
Ministerio Público, pero no así a los 
Jueces de Distrito.

Concluyendo que la reforma que 
amplió el catálogo de delitos que 
merecen prisión preventiva oficio-
sa y estableció lineamientos a la ac-
tuación de los Jueces de Control y a 
la Representación Social no guarda 
ninguna relación con el contenido de 
la jurisprudencia PR.P.T.CN. J/3 P 
(11a.) y por tanto, esta continúa sien-
do vigente y obligatoria para todas 
las autoridades jurisdiccionales de la 
región centro-norte.

El criterio sustentado por este Pleno 
Regional, no hay duda, protege el de-
recho humano a la libertad del quejo-
so en los casos en que se le pretende 
ejecutar una orden de aprehensión 
por cualquiera de los delitos conte-
nidos dentro del catálogo del artículo 
19 constitucional.

No obstante, persiste la posibilidad 
de que los juzgadores ajenos a esta 
región centro-norte continúen reali-
zando interpretaciones contrarias al 
principio pro personae, limitándose a 
lo tácitamente expuesto en el artículo 
166, fracción I de la Ley de Amparo 
e incluso aplicando los lineamientos 
tazados en el artículo 19 constitucio-
nal para la solicitud y aplicación de la 
prisión preventiva como medida cau-
telar al supuesto de la emisión y eje-
cución de una orden de aprehensión.

A raíz de las nuevas reformas cons-
titucionales donde la prisión pre-
ventiva oficiosa ha sido objeto de 
expansión legislativa, la necesidad 
de estandarizar los efectos que tiene 
la suspensión en el juicio de amparo 
indirecto y sostener la vigencia de la 
jurisprudencia PR.P.T.CN. J/3 P (11ª) 
cobra mayor relevancia para evitar 
un retroceso en la protección de de-
rechos humanos. 
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Bulova, la marca relojera de 
renombre internacional, ce-
lebró su 150 aniversario con 
un gran evento que incluyó la 
presentación de una película 
conmemorativa que narra la 
ilustre historia de la marca. 
La película, “América Telling 
Time: 150 Years of Bulova”, 
resalta el espíritu pionero, los 
logros innovadores y el im-
pacto cultural de Bulova en la 
industria relojera, durante el 
último siglo y medio.

Durante un viaje a través del 
tiempo, mostró la evolución 
del arte relojero de Bulova, 

desde sus inicios en el centro 
de Manhattan, N.Y., la casa 
matriz, ubicada actualmente 
en la ciudad de Nueva York 
en el piso 29 del distintivo 
Empire State Building, hasta 
sus actuales lanzamientos y 
su colección 150° Aniversa-
rio. Bulova, marca reconoci-
da a nivel global, destaca su 
desarrollo especialmente en 
México, por la importancia 
de este mercado para la mar-
ca, así como por la importan-
cia de México a nivel global 
y las raíces que ha sembrado 
en este país que se entrelazan 
con su historia. Bulova sobre-

sale como una de las princi-
pales marcas de relojes en el 
mercado mexicano por lo que 
decidió festejar su aniversa-
rio con socios, colaboradores 
y amigos que han sido parte 
de su historia, desarrollo y 
posicionamiento en este país. 
El evento rindió homenaje al 
constante compromiso de Bu-
lova con la excelencia y a su 
papel en importantes acon-
tecimientos históricos, ofre-
ciendo un merecido homenaje 
a su legado y a su futuro en 
México.

Bulova celebra con orgullo
su 150 aniversario de innovación
y legado como un tributo a su herencia

Ad-Hoc   



 “A lo largo de la historia, y a 
la fecha, Bulova ha tenido una 
presencia constante en la in-
dustria relojera, produciendo 
algunos de los relojes más ima-
ginativos, icónicos e innovado-
res del mundo, marcando mo-
mentos clave con sus piezas”, 
ha declarado Jeffrey Cohen, 
presidente de Citizen Watch 
America. “La marca sin duda 
ha roto barreras en la relojería 
y ha tenido un impacto posi-
tivo en la sociedad. Desde la 
creación de la primera Escue-
la de Relojería para Veteranos 
justo después de la Segunda 
Guerra Mundial, a la que aún 

contribuimos, hasta campañas 
de marketing auténticas y de-
safiantes, como “Equal Time, 
Equal Pay” en los años 70. Des-
pués de 150 años, Bulova conti-
núa creando productos increí-
bles. Su ADN es el reflejo del 
sueño americano que Joseph 
Bulova abrazó”.

La incansable búsqueda de la 
excelencia por parte de Bulova 
no solo ha forjado la historia 
de la relojería, sino que conti-
núa inspirando el futuro de la 
industria. Celebrando 150 años 
de excelencia, Bulova mantiene 
su compromiso con el diseño 

audaz, la innovación pionera y 
la calidad, lista para inspirar a 
las generaciones futuras con su 
artesanía atemporal. Bulova se 
propone impulsar este legado, 
modernizando continuamen-
te la tecnología y la ingeniería 
para alcanzar nuevos cotos de 
excelencia.

Bulova continuará celebrando 
sus 150 años de historia e inno-
vación a lo largo de 2025 con su 
colección especial 150° Aniver-
sario, donde presentará piezas 
especiales de edición limitada, 
guiños a algunos de sus logros 
históricos más importantes.



La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN) al resolver el Amparo 

en Revisión 982/2023 reconoció la 
constitucionalidad del artículo 13, 
párrafo quinto, de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos, que es-
tuvo vigente hasta el 18 de julio de 
2017, pero que ha continuado apli-
cándose para faltas cometidas antes 
de esa facha.

Dicha disposición consideraba como 
falta administrativa grave la frac-
ción XV del artículo 8 de la Ley de 
Responsabilidades arriba citada que 
señalaba como obligación de los ser-
vidores públicos de mandos medios 
y superiores, la de presentar con 
oportunidad y veracidad las decla-
raciones de situación patrimonial.

El asunto deriva de un procedimien-
to disciplinario sustanciado por la 
Secretaría de la Función Pública 
(SFP) en el cual sancionó con des-
titución e inhabilitación por cinco 
años a un servidor público del Insti-
tuto Politécnico Nacional, por el in-
cumplimiento al artículo y fracción 
arriba citadas. 

Cabe señalar que el artículo citado 
fue reformado el veintitrés de mayo 
de dos mil catorce. (Sobre esta refor-
ma se harán comentarios más ade-
lante)

Dicha Secretaría le imputó la falta de 
veracidad al no declarar en los ejer-
cicios 2015, 2016 y 2017 un crédito 
otorgado por FOVISSSTE y diversas 
cuentas bancarias.

La persona sancionada promo-
vió amparo indirecto contra la

Criterio de la primera sala de la SCJN en el
amparo en revisión 982/2023 que determina la 

constitucionalidad respecto de la posibilidad de 
prever como falta grave el faltar a la veracidad 
en las declaraciones de situación patrimonial

La figura de prescripción en la ley general 
de responsabilidades administrativas 

y su interpretación en la SCJN

Alberto Gándara 
Ruiz Esparza

Magistrado Consultor del Tribunal 
de Justicia Administrativa

del Estado de México

Alberto Gándara
Ruiz Esparza

resolución haciendo valer también la 
inconstitucionalidad del artículo ci-
tado en el primer párrafo. El Juzga-
do de Distrito sobreseyó el juicio res-
pecto de la norma señalando que se 
consintió tácitamente, al reclamarse 
en un segundo acto de aplicación, 
pero concedió el amparo solicitado 
contra la resolución.

La SFP y el quejoso interpusieron 
recurso de revisión y el Tribunal 
Colegiado revocó el sobreseimiento 
decretado respecto de la norma ge-
neral reclamada y envió el asunto a 
la SCJN.

La Primera Sala negó el amparo y 
resolvió que el precepto legal re-
clamado no tiene necesariamente 
el alcance de para que la autoridad 
disciplinaria en automático destitu-
ya e inhabilite a quien incurra en esa 
falta pues existen elementos de indi-
vidualización que se deben analizar 
y no todas las faltas administrativas 
tienen las mismas características, 
señalando que dicha disposición 
no vulnera la dignidad humana ni 
el principio de proporcionalidad de 
las sanciones y que las disposiciones 
en materia disciplinaria tienen como 
fin constitucional el salvaguardar 
la honradez, lealtad, imparcialidad, 
y eficiencia en el desempeño de la 
función pública y que la sanción es 
acorde a la gravedad de la falta con 
relación a estos principios y es viable 
calificar la gravedad del incumpli-
miento de la obligación de presentar 
las declaraciones de situación patri-
monial con veracidad.

Las conclusiones de la SCJN en este 
tema parecieran contradictorias, 
pues por un lado concluyen que 
no está implícito que la autoridad

Abogado y consultor
Integrante del comité de participación 

ciudadana del sistema anticorrupción del 
Estado de México.

Avances y retos de los mecanismos alternativos de 
solución de controversias en materia administrativa

penal que conduzcan a las solucio-
nes alternas previstas en la legisla-
ción procedimental penal y propiciar 
a través del diálogo, la solución de 
los conflictos que surjan entre miem-
bros de la sociedad con motivo de la 
denuncia o querella referidos a un 
hecho delictivo, mediante procedi-
mientos basados en la oralidad, la 
economía procesal y la confidencia-
lidad.

Otro antecedente interesante es la 
creación de la Comisión Nacional de 
Arbitraje Médico en el año 2000, con 
la finalidad de solucionar controver-
sias entre los particulares y las auto-
ridades médicas por la prestación de 
los servicios médicos a través de la 
conciliación. 

De acuerdo con los expertos en esta 
materia, los MASC benefician al sis-
tema de justicia y a los justiciables, 
por la rapidez y eficiencia; el ahorro 
de tiempo y dinero; la autonomía y 
control; la buena relación entre las 
partes; la confidencialidad; la des-
congestión de las cargas de trabajo en 
los tribunales; la flexibilidad y adap-
tabilidad y el fomento a la cultura de 
diálogo, entre otras cosas, sin embar-
go, en la realidad los MASC no han 
tenido el éxito esperado y los órganos 
jurisdiccionales siguen rebasados en 
la cantidad de expedientes en trámi-
te. 

En el Estado de México hay diversas 
leyes que regulan estos mecanismos, 
tales como la Ley de Mediación, Con-
ciliación y Promoción de la Paz So-
cial para el Estado de México, MASC 
como facultad de los Notarios en la 
Ley del Notariado del Estado de Mé-
xico, la Ley de los Derechos y Cultu-
ra Indígena del Estado de México, la 
Ley que Regula el Régimen de la Pro-
piedad en Condominio del Estado de 
México, la Ley Orgánica Municipal 
del Estado de México, y por supues-
to el Código de Procedimientos Ad-
ministrativos del Estado de México, 
que regula en su artículo que “En 
cualquier momento de la tramitación 
del proceso administrativo, o en la etapa 
de cumplimiento de sentencia y ante la

Dirección de Mediación y Conciliación, 
las partes podrán llegar a arreglos conci-
liatorios que pongan fin al asunto, siem-
pre que no sean contrarios a las disposi-
ciones legales aplicables. Los acuerdos o 
convenios respectivos aprobados por el 
magistrado de la sala del conocimiento 
producirán todos los efectos jurídicos 
inherentes a una sentencia ejecutoria”, 
mismo que deberá ser reformado 
ante la nueva realidad de los MASC.

Ya es conocido que en enero de 2024 
se publicó la Ley General de Meca-
nismos Alternativos de Solución de 
Controversias (LGMASC), que incor-
pora la mediación en materia admi-
nistrativa.
De conformidad con el artículo 2 de 
esta Ley, la mediación es aplicable en 
todos los Tribunales de Justicia Ad-
ministrativa en sus respectivos ámbi-
tos de competencia. 

Los servidores públicos han tenido 
una resistencia histórica a resolver 
los asuntos con Mecanismos Alter-
nativos (MASC), lo que también su-
cede en el gremio de magistradas y 
magistrados de justicia administrati-
va, pues en su formación legalista, no 
conciben que puedan resolverse los 
asuntos por esta vía.

Es evidente que algunos casos por su 
propia naturaleza no son suscepti-
bles de los MASC, sobre todo cuando 
se trata del estricto cumplimiento de 
la Ley o cuestiones de orden público, 
sin embargo, existe una gama muy 
amplia de posibilidades en las que sí 
es posible aplicar la mediación. 

La LGMASC le da competencia a los 
Tribunales de Justicia Administra-
tiva, entre otras cosas, para impul-
sar, fomentar y difundir el uso de 
los MASC y para crear sus propios 
“Centros Públicos de Mecanismos 
Alternativos de Solución de Contro-
versias en materia de Justicia Admi-
nistrativa”.

Uno de los cambios de paradigma 
que presenta esta nueva Ley, es la 
posibilidad de llevar a cabo MASC 
fuera de juicio, pues hasta ahora

Alberto Gándara 
Ruiz Esparza

En los años 50´s y 60´s comen-
zó a detonarse la mediación 
y la conciliación en las mate-

rias penal, laboral y la civil-familiar 
con la finalidad de restarle cargas 
de expedientes a los tribunales con 
mecanismos amistosos y expeditos. 

A partir de 2012 los estados comen-
zaron a expedir sus propias leyes lo-
cales de mecanismos alternativos de 
solución de controversias dándole 
impulso a esta vía, lo que ha propi-
ciado que se incorporen como parte 
del sistema de justicia tanto federal 
como locales.

El 29 de diciembre de 2014 se expidió 
la Ley Nacional de Mecanismos Al-
ternativos de Solución de Controver-
sias en Materia Penal, de aplicación 
en todo el territorio nacional y cuyo 
objeto es establecer los principios, 
bases, requisitos y condiciones de los 
mecanismos alternativos en materia 
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normalmente se llevan durante el 
mismo o en su etapa de ejecución.

La LGMASC señala que las resolucio-
nes por las que se impongan sancio-
nes administrativas a los servidores 
públicos y sus recursos administrati-
vos no están sujetos a mediación, sin 
embargo, abre la posibilidad de que 
se someta a MASC la modalidad, for-
ma, monto o plazos para el pago de 
las sanciones económicas, y periodos 
de suspensión, destitución o inhabi-
litación que se hubiere determinado. 
El artículo 128 de esa Ley contie-
ne una antinomia al señalar por un 
lado que, sin perjuicio del análisis de 
procedencia, no se dará trámite a los 
mecanismos alternativos de solución 
de controversias tratándose de re-
soluciones definitivas por las que se 
impongan sanciones administrativas 
a los servidores públicos, así como 
contra las que decidan los recursos 
administrativos en dicha materia, sin 
embargo por otro lado también esta-
blece: …salvo tratándose la modalidad, 
forma, monto o plazos para el pago de las 
sanciones económicas, así como el perio-
do de la suspensión, destitución o inhabi-
litación que se hubiere determinado.

Después de año y medio de vigencia 
de la LGMASC apenas el pasado 10 
de julio se instaló el “Consejo Nacio-
nal de Mecanismos Alternativos de 
Solución de Controversias en Mate-
ria de Justicia Administrativa”, que 
lo integran el Tribunal Federal y los 
32 Tribunales Locales.

Lo cierto es que solamente algunos 
tribunales han instalado formalmen-
te su centro de mediación y muchos 
operan actualmente mediando asun-
tos ya en sede jurisdiccional, pero 
todavía no comienza a operar la me-
diación fuera de juicio que es el reto 
más importante para evitar que las 
controversias entre los particulares y 
el estado lleguen a juicio. 

(Avance de ensayo “EL NUEVO PA-
RADIGMA DE LA MEDIACIÓN EN 
LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 
RETOS Y COMPLEJIDADES” del 
autor, que será publicado en breve 
en un libro de Editorial Tirant Lo 
Blanch.)

México comparte consejos de seguridad
ante el incremento de fraudes a través mensajes SMS 

AT&T México comparte consejos de seguridad para apoyar a sus clientes a evitar 
ser víctimas de Smishing, un tipo de ataque que se envía a través de mensajes de 
texto o SMS fingiendo que provienen de una empresa legítima, con la finalidad de 
engañar a los usuarios para obtener información confidencial y realizar estafas.

“Recientemente hemos visto un incremento de fraudes por mensajes SMS hacia 
nuestros usuarios. Desde AT&T México trabajamos para ofrecer conexiones segu-
ras y bloquear ataques a nuestros clientes; sin embargo, en la cadena de prevención 
nuestros usuarios juegan un papel clave para cerrarle la puerta a los defraudado-
res”, comenta Erick Armas, Chief Security Officer en AT&T México. “Nuestra 
recomendación es mantenerse alerta y vigilante de las tácticas que se utilizan en 
estas estafas para saber cómo evitarlas”.

Mensualmente, los protocolos de ciberseguridad de AT&T México bloquean mi-
llones de mensajes detectados como spam, sin embargo, los sistemas no son infali-
bles y los usuarios podrían recibir mensajes maliciosos.

AT&T México ofrece los siguientes consejos para identificar mensajes SMS frau-
dulentos:

•	 Provienen de remitentes desconocidos. 
Si recibes un SMS de un número desconocido o de una empresa a la que no 
se lo solicitaste, es posible que sea fraude. NO lo abras.

•	 Presionan a las personas para que realicen una acción urgente.
Los defraudadores suelen crear una sensación de urgencia y generar confu-
sión para que la víctima actúe rápidamente sin pensar y dé clic a un enlace 
malicioso. Estos mensajes incluyen frases como:

“Su cuenta ha sido bloqueada, confirme sus datos aquí: [enlace falso]”
“Usted ha ganado un premio. Para reclamarlo, haga clic en este enlace”
“Hay actividad sospechosa en su cuenta. Verifique ahora”

Recientemente, usuarios de AT&T México reportaron haber recibido men-
sajes para redimir puntos para recibir recompensas. Es preciso informar que 
AT&T México NO cuenta con programas de puntos para canjear recompen-
sas. Estos mensajes son falsos.

•	 Ofrecen descuentos o préstamos fáciles.
Particularmente en temporadas de ofertas, como el último trimestre del año, 

los defraudadores envían mensajes con descuentos increíbles 
u ofreciendo préstamos o tarjetas de crédito 

con condiciones muy atractivas.

•  Solicitan información confidencial.
A menos que el usuario esté seguro del 

origen, la recomendación es no res-
ponder a estos mensajes y NUNCA 

compartir información personal o 
datos financieros como número 

de tarjeta, PIN o códigos de ve-
rificación.

AT&T México invita a sus 
usuarios a mantenerse 

alerta de estas situacio-
nes que los pueden 

poner en riesgo espe-
cialmente en épocas 

de ofertas y des-
cuentos. 

Temas de conversación
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La Asesoría Jurídica

En esta ocasión considero im-
portante hablar de la figura del 
asesor jurídico, esto en razón 

de que me he encontrado con auto-
ridades que no acuerdan de confor-
midad promociones firmadas por 
la asesoría y exigen que la firmen 
las víctimas.

La figura del asesor jurídico tiene 
como finalidad la representación 
de las víctimas u ofendidos ante la 
autoridad, con las mismas faculta-
des del defensor, es decir, así como 
el defensor firma las promociones 
en representación, transcribo el ar-
tículo 110 del CNPP 

Artículo 110. Designación de 
Asesor jurídico 
…
La intervención del Asesor jurí-
dico será para orientar, asesorar 
o intervenir legalmente en el 
procedimiento penal en repre-
sentación de la víctima u ofen-
dido. 
En cualquier etapa del procedi-
miento, las víctimas podrán ac-
tuar por sí o a través de su Asesor 
jurídico, quien sólo promoverá 
lo que previamente informe a 
su representado. El Asesor jurí-
dico intervendrá en representa-
ción de la víctima u ofendido en 
igualdad de condiciones que el 
Defensor.

Ahora, esto sumado al principio de 
igualdad de partes e igualdad pro-
cesal, que se contiene en los artícu-
lo 10 y 11 todos del CNPP.

Resulta importante esta circuns-
tancias, puesto que me encontré 
con un acuerdo donde un Juez 
Administrador, no tuvo por pre-
sentado el escrito de acusación 
coadyuvante que firmó la asesora 
jurídica, ya que para el Juez ten-
dría que firmarlo la víctima, y en 
ese asunto, la víctima es una me-
nor representada por su madre, 
luego resulta que la menor no sabe 
firmar, la madre no sabe derecho y 
a ambas las representa la asesora 
juridica; parece algo mas de forma, 

en su caso de fondo, pero afecta el 
acceso a la justicia.

No se puede exigir a la víctima la 
firma de documentos cuando para 
eso se crea la figura del asesor, 
para la representación de la misma 
forma que el defensor. 

Desde mi punto de vista esa postu-
ra es regresiva, sería como cuando 
solo existía la figura del coadyu-
vante, que todo lo tenía que hacer 
por medio de la fiscalía o entonces 
procuraduría, sin embargo esa no 
es la finalidad del legislador.

Ejemplo de tesis para fines ilustra-
tivos:

Registro digital: 2021104
Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito
Tipo: Aislada

DESCUBRIMIENTO PROBA-
TORIO DE LA PRUEBA PERI-
CIAL EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO. CONFORME 
AL ARTÍCULO 337 DEL CÓDI-
GO NACIONAL DE PROCEDI-
MIENTOS PENALES, LA VÍCTI-
MA U OFENDIDO, EL ASESOR 
JURÍDICO, EL ACUSADO O SU 
DEFENSOR, DEBEN REALI-
ZARLO A MÁS TARDAR TRES 
DÍAS ANTES DEL INICIO DE 
LA AUDIENCIA INTERME-
DIA, DE LO CONTRARIO, PRE-
CLUYE SU DERECHO A OFRE-
CERLA.

Conclusión; es importante que 
quien juzga tenga muy presente 
y determinada la labor del Asesor 
Jurídico, es una figura que se erigió 
con la finalidad de que la víctima 
u ofendido tengan una representa-
ción real y objetiva, puede firmar 
las promociones en representa-
ción, sí, claro, limitar su ejercicio es 
limitar el acceso a la justicia.

Lic. Francisco Áureo
Acevedo Castro

aureoac28@gmail.com
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La proteccion de la indentidad en materia penal
El artículo transcrito no habla de perso-
na moral, sino de física o ¿lo interpreta-
remos ambiguo?, ¿y sí se usurpan ban-
cos, principalmente para defraudar o 
robar el patrimonio?, y ¿esa figura como 
se podría cotemplar como fraude?, o ¿se 
requiere un tipo penal especial?

Considero que es importante que la le-
gislación penal alcance a la teconología 
en cuanto a los delitos que se estan y 
seguiran cometiendo precisamente por 
avances tecnológicos.

La protección de datos, la ciberseguri-
dad, etc., deben tomarse en serio en las 
empresas de cualquier tamaño, para 
prevenir y no ser o ser lo menos posbile 
vulneradas.

Al respecto dejo la siguiente tesis para 
reflexión, por identidad jurídica sustan-
cial, por cierto:

Registro digital: 2022198
Instancia: Primera Sala
Décima Época
Materias(s): Administrativa
Tesis: 1a. XLII/2020 (10a.)
Tipo: Aislada
INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. 
CONFORME A LO ESTABLECIDO 
EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCU-
LO 113 DE LA LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA, PUEDE 
SER CONSIDERADA LA DE LAS 
PERSONAS JURÍDICAS QUE CON-
TENGA LOS DATOS SOBRE SU DO-
MICILIO, SUS COMUNICACIONES, 
O CIERTOS INFORMES ECONÓMI-
COS, COMERCIALES Y AQUELLOS 
INHERENTES A SU IDENTIDAD 
QUE DEBEN ESTAR PROTEGIDOS 
FRENTE A INTROMISIONES ILEGÍ-
TIMAS.

Hechos: En un procedimiento ad-
ministrativo seguido a una empresa 
por parte de la Comisión Federal de 
Competencia Económica (COFECE), 
se emitió una resolución mediante la 
que se sancionó a la misma por haber-
se estimado la comisión de prácticas 
económicas absolutas; dicha empre-
sa reclamó en amparo indirecto la 
versión pública de la resolución de 
mérito, mediante la que se ordenó la 
publicación y difusión de sus datos 
de identificación, por haberse tratado 
de una persona jurídica; así como lo 
establecido en el artículo 113, fracción 
I, de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, al 
haber estimado que resultaba incons-
titucional al sólo proteger la infor-
mación que contuviera los datos de

identificación de las personas físicas, 
y no así los de las personas jurídicas, 
como era su caso.

Criterio jurídico: La Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción determina que del contenido lite-
ral de la porción normativa en comen-
to, que establece como información 
confidencial aquella que contenga 
datos personales concernientes a una 
persona física identificada o identifi-
cable, no se advierte que excluya ex-
presamente de esa tutela a las perso-
nas jurídicas en cuanto a su domicilio 
y sus comunicaciones, o bien, ciertos 
informes económicos, comerciales 
o inherentes a su identidad que, de 
suyo, sí deben estar protegidos frente 
a intromisiones ilegítimas.

Justificación: Lo que se obtiene de la 
norma no explicitada, derivada de lo 
establecido en el diverso ordenamien-
to al que, precisamente, se debe tal 
disposición, por deferencia jerárquica, 
es decir, por virtud del entendimiento 
que confiere la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información 
Pública, en su artículo 116, respec-
to a que los datos que se consideran 
confidenciales son los concernientes 
a cualquier persona en términos am-
plios, esto es, tanto a las físicas como 
a las jurídicas. Además, en atención al 
principio pro persona, al que hacen 
alusión tanto el artículo 1o. constitu-
cional como la parte final del artículo 
6 de la aludida Ley General, de los 
posibles significados que puedan atri-
buírsele a la fracción I del artículo 113 
en cuestión, el que mayor beneficio 
genera es aquel que no acota la pro-
tección de datos confidenciales a un 
tipo de persona, sino a las personas 
físicas y jurídicas, en términos gene-
rales. Sin que lo anterior exima de la 
posibilidad de ponderar la protección 
de los datos confidenciales de las per-
sonas jurídicas, con la posibilidad de 
conculcar los derechos de terceros.

Amparo en revisión 884/2018. 15 
de mayo de 2019. Cinco votos de los 
de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Mo-
rales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernán-
dez. Secretario: Luis Mauricio Rangel 
Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 09 de 
octubre de 2020 a las 10:19 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.

El Código Penal de la Ciudad de Mé-
xico, establece que:

“CAPÍTULO III
USURPACIÓN DE IDENTIDAD

Artículo 211 Bis.- Al que por cualquier 
medio usurpe, con fines ilícitos, la 
identidad de otra persona, u otorgue 
su consentimiento para llevar a cabo 
la usurpación en su identidad, se le 
impondrá una pena de uno a cinco 
años de prisión y de cuatrocientos a 
seiscientos días multa. 

Se aumentaran en una mitad las pe-
nas previstas en el párrafo anterior, a 
quien se valga de la homonimia, pare-
cido físico o similitud de la voz para 
cometer el delito establecido en el pre-
sente artículo.”

La pregunta es, ¿está completo este artí-
culo del Código Penal de la Ciudad de 
México protege en forma completa el fin 
que persigue el Derecho Penal? ¿abarca 
todas o la mayoría de las hipotesis que 
se pueden presentar o que ya se presen-
tan? yo considero que no. La tecnología 
camina demasiado rápido, se aprecian 
conductas que en ocasiones no contem-
pla el Código Penal, y la analogía está 
prohibida, luego esto lleva a impunidad. 
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La prisión preventiva y la nueva SJCN

En 1º de agosto entran los nuevos 
integrantes de la SJCN después 
de una elección que da mucho 

que decir, pero en fin, ya estamos en 
este camino y tendremos que estar 
conscientes de que nos guste o no 
nos guste, se tiene que seguir pos-
tulando ante los nuevos integrantes 
del Poder Judicial Federal y poderes 
judiciales locales, ya iremos cami-
nando y conociendo quizá criterios 
que seguramente cambiarán, se dice 
en el gremio, avances en materia de 
Derechos Humanos, Género, y sobre 
todo en lo que respecta a la Prisión 
Preventiva, este debate que sin llegar 
a su fin, lleva años en nuestro País 
sin que se cumplan las sentencias de 
tribunales internacionales en contra 
de México, no dejamos de ser un País 
donde más allá de la prevención del 
delito, se incrementan penas, se au-
menta la lista de delitos con prisión 
oficiosa en el artículo 19 Constitucio-
nal, y esta 10ª época la saliente SCJN 
no pudo presentar su proyecto para 
reducir o bien cambiar la forma en 
que se impone la prisión preventiva, 
que por cierto es la única forma que 
parece que ven algunos poderes judi-
ciales para garantizar la presencia del 
imputado.

Es claro que este debate de la prisión 
preventiva, o bien será algo que nun-
ca se resolverá o de plano todo será 
de prisión preventiva oficiosa sin 
debate, es decir que, en automático 
pasas a prisión si se te vincula, cier-
to es que una gran parte de México 
está en situación de altos índices de 
delincuencia, pero creo que sí se debe 
limitar a los Jueces con un test claro 
respecto de lo que sí se debe apreciar 
para imponerla y que sí se debata, 
existen órganos que pueden vigilar 
al imputado y otras formas como la 
garantía económica alta, que si duela 
perderla si no se cumplen las obliga-
ción es procesales contraídas.

Es importante que muchos Jueces 
dejen de aplicar la prisión con apre-
ciaciones subjetivas que sacan de su 
imaginación y que suplen la omisión 
es de las fiscalías, cuando no mencio-
nan algún detalle que el Juez sí les 
pone en la boca y les suple su defi-
ciencia y ordena la prisión dejando 

en ocasiones la carga a la defensa, 
contrario a lo que ordena la jurispru-
dencia.

En fin, será un año de muchas sorpre-
sas legales, una Suprema Corte que 
ojalá no se convierta en una segun-
da sala de debate como la cámara de 
diputados o senadores o el congreso 
mismo.

Les dejo tesis para que puedan aún 
debatir donde se permita:

Registro digital: 2024608
Tipo: Jurisprudencia
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIO-
SA. PROCEDE REVISAR SU DU-
RACIÓN EN EL PLAZO DE DOS 
AÑOS, A QUE SE REFIERE EL AR-
TÍCULO 20, APARTADO B, FRAC-
CIÓN IX, CONSTITUCIONAL Y, 
EN SU CASO, DETERMINAR SI 
CESA O SE PROLONGA SU APLI-
CACIÓN.
Tesis de jurisprudencia 32/2022 
(11a.). Aprobada por la Primera Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión pri-
vada de veintisiete de abril de dos 
mil veintidós.

jurisprudencia 139/2005, de la Prime-
ra Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, de epígrafe: 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVA-
CIÓN DE LAS RESOLUCIONES 
JURISDICCIONALES, DEBEN 
ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS 
ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONS-
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ES-
TADOS UNIDOS MEXICANOS, 
RESPECTIVAMENTE.

Registro digital: 2027128
Tipo: Aislada
PRISIÓN PREVENTIVA JUSTI-
FICADA. LA COMPROBACIÓN 
DEL RIESGO PROCESAL EN SU 
IMPOSICIÓN DEBE PARTIR DE 
UNA VISIÓN RACIONALISTA Y 
NO DE UNA SUSTENTADA EN 
LA SIMPLE PERSUASIÓN SUBJE-
TIVA DEL JUZGADOR.

Quedo a sus órdenes:
Lic. Francisco Áureo Acevedo Castro
aureoac28@gmail.com 
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L í n e a  d e  A l m e n d r a
N u t r i c i ó n ,  s u a v i d a d  y  f i r m e z a

Una gama enriquecida con aceite, proteína y 
cáscara de almendra para  nutrir, suavizar y 
reafirmar la piel, mientras envuelve los sen-
tidos en un aroma sutil y delicioso:

 • DELICIOUS PASTE — Exfoliante corpo-
ral con manteca y cáscara de almendra tri-
turada.

 • ALMOND SHOWER OIL. — Limpieza 
suave que mantiene la hidratación natural 
de la piel.

 • MILK CONCENTRATE — Hidratación 
por 48h, piel más firme y elástica.

 • ALMOND SUPPLE OIL.— Mejora la elas-
ticidad y atenúa la apariencia de estrías.

L í n e a  I m m o r t e l l e  K a r i t é
J u v e n t u d ,  f i r m e z a  y  n u t r i c i ó n

Combinamos manteca de karité y aceite 
esencial de immortelle para tratar las zonas 
del cuerpo más propensas al envejecimiento:

 • BODY BALM — Nutrición intensa para 
brazos, muslos, abdomen y pecho.

 • NECK CREAM — Mejora la firmeza y re-
duce la apariencia de arrugas.

 • HAND CREAM. — Manos más suaves, 
elásticas y con tono uniforme.

Cada fórmula ha sido cuidadosamente pro-
bada y diseñada para brindar resultados 
efectivos y una experiencia sensorial única. 
Porque cuando te haces tiempo, no solo cui-
das tu piel… cultivas momentos de auténti-
co bienestar.

Haz tiempo para ti. Haz tiempo para tu piel.

En L’OCCITANE
sabemos que la naturaleza y tu piel merecen tiempo.

Inspirados en la Provenza, 
dedicamos años a perfeccionar fórmulas

que combinan ingredientes naturales,
investigación científica y placer sensorial.

Así nace nuestra línea Expert de Cuidado Corporal,
pensada para transformar el cuidado diario

en un momento personal de bienestar,
con resultados visibles desde el primer uso.

HAZ  TIEMPO
PARA EL CUIDADO
CORPORAL

Bonum Habitus
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Doctor en Derecho,

Coordinador de Tecnología Financiera
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de la Federación.

La Relevancia Estratégica del Oficial de
Cumplimiento en las Instituciones Financieras

prevención de lavado de dinero 
(PLD), financiamiento al terroris-
mo (FT), protección al consumidor 
financiero, privacidad de datos y 
otros ámbitos clave. Su misión es 
doble: proteger a la organización 
del riesgo legal y reputacional y 
construir una cultura ética que tras-
cienda los procesos.

En México, su relevancia ha sido for-
malmente reconocida por la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores 
(CNBV), la Unidad de Inteligencia 
Financiera (UIF) y otras autoridades 
que exigen su designación y capa-
citación permanente en entidades 
como bancos, casas de bolsa, SOFI-
POS, SOFOMES, uniones de crédito 
y fintechs reguladas.

Un pilar contra el lavado de dinero 
y el fraude
En el contexto internacional, el cum-
plimiento normativo es el primer 
muro de contención frente a deli-
tos financieros de alto impacto. El 
OC lidera la implementación del 
enfoque basado en riesgo, diseña 
políticas y procedimientos para la 
detección de operaciones inusuales 
o sospechosas y asegura que los re-
portes regulatorios se presenten con 
oportunidad.

Una omisión en estos frentes puede 
generar multas millonarias, sus-
pensión de operaciones e incluso 
responsabilidad penal para direc-
tivos y propietarios. Pero más allá 
del castigo, el incumplimiento pue-
de implicar la pérdida de confianza 
de inversionistas, socios y clientes.

Custodio de la reputación institu-
cional
La reputación, ese activo intangi-
ble pero valiosísimo, depende en 
buena medida del trabajo del OC. 
Su presencia comunica al mercado 
que la empresa tiene un compromi-
so activo con las mejores prácticas.

En sectores donde la confianza es 
esencial —como el financiero—, 
esto se traduce en acceso a capital, 
alianzas estratégicas y atracción de 
talento.

Un perfil cada vez más especializado
El cargo exige habilidades jurídicas, 
conocimientos técnicos, pensamien-
to estratégico y una gran capaci-
dad de comunicación. El Oficial de 
Cumplimiento debe dialogar con 
todas las áreas: desde dirección ge-
neral hasta operaciones, comercial, 
tecnología y auditoría. Además, 
debe mantenerse actualizado frente 
a un entorno legal dinámico, como 
la regulación fintech, las reformas 
fiscales, las normas ISO y las reco-
mendaciones del GAFI.

Por ello, cada vez más OCs se certi-
fican internacionalmente, como con 
la ACAMS (Certified Anti-Money 
Laundering Specialist), y se inte-
gran a redes globales de profesio-
nales para compartir experiencias 
y anticiparse a riesgos emergentes, 
como el uso ilícito de criptoactivos 
o la inteligencia artificial para frau-
des.

Responsabilidad administrativa y 
penal del Oficial de Cumplimiento
El marco legal mexicano contempla 
sanciones específicas para los Ofi-
ciales de Cumplimiento en caso de 
incumplimiento de sus funciones. Si 
bien su papel no equivale al de un 
director general o miembro del con-
sejo, la ley les impone deberes di-
rectos cuya omisión puede derivar 
en consecuencias personales.

En materia administrativa, la 
CNBV, la CONDUSEF o la UIF 
pueden imponer sanciones que van 
desde amonestaciones hasta multas 
económicas significativas si el OC 
incumple con sus obligaciones de 
reporte, supervisión o implementa-
ción de medidas PLD/FT.

En un entorno financiero cada 
vez más regulado, complejo y 
expuesto al escrutinio públi-

co, el papel del Oficial de Cumpli-
miento (OC) ha dejado de ser una 
función meramente administrativa 
para convertirse en un eslabón cla-
ve en la gobernanza de cualquier 
institución financiera. Lejos de ac-
tuar como un simple “guardia de 
reglas”, el Oficial de Cumplimiento 
moderno es un arquitecto de inte-
gridad corporativa y un defensor 
del negocio sostenible.

¿Qué hace un Oficial de Cumpli-
miento?
El OC es el responsable de garan-
tizar que la institución cumpla con 
las leyes, normativas y estándares 
internos aplicables en materia de
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En el terreno penal, el Código Pe-
nal Federal y la Ley Federal para 
la Prevención e Identificación de 
Operaciones con Recursos de Pro-
cedencia Ilícita (LFPIORPI) prevén 
consecuencias más graves si el OC 
participa, tolera o por negligencia 
permite la comisión de delitos finan-
cieros. Por ejemplo, si se demuestra 
que omitió dolosamente reportar 
operaciones sospechosas o colaboró 
en un esquema de encubrimiento, 
podría enfrentar acusaciones por 
encubrimiento, complicidad, o in-
cluso lavado de dinero, con penas 
que van de cinco a quince años de 
prisión.

Cabe destacar que algunos casos re-
cientes han demostrado que la res-
ponsabilidad del OC no se limita a 
lo institucional, sino que puede ser 
individualizada y perseguida pe-
nalmente, sobre todo si el Ministe-
rio Público considera que hubo dolo 
o negligencia grave.

Por esta razón, el OC no solo debe 
tener respaldo legal en sus decisio-
nes y autonomía operativa, sino que 
debe documentar exhaustivamente 
cada actuación y contar con meca-
nismos internos de protección fren-
te a decisiones empresariales que 
contravengan la normativa.

¿Por qué debemos valorarlo más?
Porque su trabajo no solo previene 
sanciones, sino que agrega valor 
real al modelo de negocio. Un buen 
sistema de cumplimiento permi-
te operar con transparencia, tomar 
decisiones informadas y proyectar 
solidez en mercados locales e inter-
nacionales. El Oficial de Cumpli-
miento es, en suma, una inversión 
en sostenibilidad.

Conclusión
Ser Oficial de Cumplimiento hoy es 
ejercer liderazgo, ser agente de cam-
bio y guardián del largo plazo. En 
un mundo donde la ética y la regu-
lación caminan de la mano, las insti-
tuciones que apuesten por fortalecer 
esta función no solo sobrevivirán, 
sino que prosperarán.

El chef Miguel Durán es claro
“En México hay tantos chiles en nogada como casas,
y Magda no es la excepción...”

Y agrega “Si bien las historias apuntan a diferentes “cánones” que han 
de cumplirse, como el uso de la manzana panochera, el plátano macho, 
el acitrón, la carne picada a cuchillo, entre otros, en Magda queremos 
presentarte nuestra interpretación”.

GRAN OPCIÓN DE
CHILES EN NOGADA
EN MAGDA

Recinto del sabor 



Para él, “la nuez de Castilla es 
la que debe de predominar en 
el sabor y cuando éste es tan 
sutil, es muy fácil taparlo con 
azúcares y otros productos, 
por eso, aquí la presentamos 
natural, con un puntito de 
sal que nos ayude a resaltar 
el dulzor natural de este de-
licado producto. ¡Así que no, 
nuestra nogada no es dulce, 
pero si es fina y deliciosa!!!”.

Y para no entrar en discusión 
de que si va capeado o sin ca-
pear presenta las dos opcio-
nes para consentir a sus clien-
tes ¡tú decides!

Puedes pedir nogada extra 
con costo adicional.

Servido con granada y un po-
quito más de nuez de Casti-
lla tostada, y en esta ocasión 
acompañado de un arroz ca-
sero con papas, eso sí, bien 
casero. 

Ah, pero antes de este manjar, 
para abrir apetito: un ceviche 
de queso fresco y un mezcal 
con su rodaja de naranja y 
tres tipos de sal.



No hay más, a nuestro gusto 
una de las mejores opciones en 
esta temporada de chiles en no-
gada, del lugar que decir, este 
espacio gastronómico formaba 
parte de la huerta de árboles 
frutales y olivos del convento 
del Carmen, el motivo princi-
pal de su prosperidad era la 
irrigación del Río de la Magda-
lena, inspirados en la historia, 
surge “Magda”, donde el agua 
es el punto de partida para de-
sarrollar una propuesta gas-
tronómica increíble; desde los 
vegetales frescos, ostras, pato, 
cordero, fruta son parte de un 
fantástico recorrido de sabores. 
Todos los productos que se en-
cuentran alrededor de un río o 
del campo. La cocina silvestre 
es el foco principal de Magda.

El interiorista Ricardo Casas se 
inspira en la Riviera para crear 
espacios llenos de colores in-
tensos que surgen de la paleta 
del Río, con una arquitectura 
espectacular de siglos de histo-
ria en lo que alguna vez fue un 
monasterio, logrando así que 
el comensal se transporte en 
el tiempo y espacio en donde 
contrastan toques modernos 
de diseño y arte.

La temporada inició el 15 de ju-
lio y termina el 14 de septiem-
bre de 2025

https://magdasanangel.mx/
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García

Doctorante en Derecho Civil e investigadora, 
egresada del Centro de Estudios Superiores 

en Ciencias Jurídicas y Criminológicas, 
con Maestría en Derecho Procesal Civil 

y especialización en Juicios Orales por el 
mismo Centro de estudios.

1. Alienación parental
En México la familia ha 
evolucionado ahora no 

solo existen las familias nuclea-
res (papá, mamá e hijos), también 
existen las familias monoparenta-
les (un progenitor con sus hijos) y 
en este tipo de familia es en la que 
se presenta la alienación parental 
es la manipulación de un progeni-
tor en el menor con la finalidad de 
provocar un desapego con el otro 
progenitor y en consecuencia dis-
minuir la convivencia afectiva, de 
acuerdo a la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos “Aliena-
ción parental El término se refiere 
a la conducta llevada a cabo por el 
padre o madre que conserva bajo 
su cuidado al hijo(a) y realiza ac-
tos de manipulación con la finali-
dad de que el menor de edad odie, 
tema o rechace injustificadamente 
al progenitor que no tiene su cus-
todia legal”1, en México es un pro-
blema muy frecuente pero al cual 
no se le da la importancia necesaria 
esto con la finalidad de erradicar 
esta práctica ya que en los juicios 
de divorcio, guarda y custodia, los 
Jueces Familiares no determinan 
de manera oficiosa una evaluación 
psicológica pericial para poder de-
terminar si existe el Síndrome de 
Alienación Parental (SAP), el pro-
cedimiento establecido por la ley es 
ambiguo.

Existen diversos autores como José 
Manuel Aguilar el cual refiere que 
es “un trastorno caracterizado por 
el conjunto de síntomas que resul-
tan del proceso por el cual un pro-
genitor transforma la conciencia 
de sus hijos, mediante distintas es-
trategias, con el objeto de impedir, 
obstaculizar o destruir sus vínculos 
con el otro progenitor, hasta hacer-
la contradictoria con lo que debería 
esperarse de su condición”2 y otros 
aseguran que se trata de una con-
ducta pero científicamente no se 
1 Comisión Nacional de los Derechos humanos (en 
línea) México, 2011. (Consulta: 11 de Enero 2025). 
Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/
r28806.pdf
2 Ídem

ha probado como enfermedad. De 
acuerdo con las características se 
trata de una serie de conductas que 
realizan el progenitor activo (el que 
practica este síndrome SAP) y el 
progenitor pasivo (quien recibe el 
daño) y el menor (es el medio), con 
la finalidad de crear desapego entre 
el progenitor que no ejerce la guar-
da custodia, pero repercutiendo en 
la seguridad emocional del menor, 
y jurídicamente puede ser motivo 
de la perdida de la patria potestad.

La OMS se pronunció respecto del 
concepto “Durante el desarrollo de 
la CIE-11 Clasificación Internacio-
nal de Enfermedades 11ª edición, 
se tomó la decisión de no incluir el 
concepto y la terminología de “alie-
nación parental” en la clasificación, 
porque no es un término de aten-
ción médica. El término se utiliza 
más bien en contextos legales, ge-
neralmente en el contexto de dis-
putas por la custodia en divorcios u 
otras disoluciones de parejas”3.

2. Conductas de alienación parental.
Algunas de las conductas que se 
pueden llegar a presentar como 
dato de alarma son:

•	 Rechazo del hijo hacia el proge-
nitor o progenitora

•	 Perdida de amor hacia el pro-
genitor o progenitora

•	 Chantaje del niño, niña o ado-
lescente  

•	 Evita convivir con su progeni-
tor o progenitora

•	 Prohibir el contacto telefónico 
con el hijo o hijos

•	 Cambiar de residencia con la 
intención de destruir la relación 
entre el menor y su progenitor o 
progenitora

•	 Recompensar al menor por te-
ner actitudes despectivas o ma-
los comentarios hacia el proge-
nitor o progenitora.

 
3 Alienación parental (en línea). 2025. (Consulta:11 de 
Enero 2025). Disponible en https://www.who.int/
standards/classifications/frequently-asked-questions/
parental-alienation

Alienación parental en el México moderno
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tan del proceso por el cual un pro-
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de sus hijos, mediante distintas es-
trategias, con el objeto de impedir, 
obstaculizar o destruir sus vínculos 
con el otro progenitor, hasta hacer-
la contradictoria con lo que debería 
esperarse de su condición”2 y otros 
aseguran que se trata de una con-
ducta pero científicamente no se 
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línea) México, 2011. (Consulta: 11 de Enero 2025). 
Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/
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2 Ídem

ha probado como enfermedad. De 
acuerdo con las características se 
trata de una serie de conductas que 
realizan el progenitor activo (el que 
practica este síndrome SAP) y el 
progenitor pasivo (quien recibe el 
daño) y el menor (es el medio), con 
la finalidad de crear desapego entre 
el progenitor que no ejerce la guar-
da custodia, pero repercutiendo en 
la seguridad emocional del menor, 
y jurídicamente puede ser motivo 
de la perdida de la patria potestad.

La OMS se pronunció respecto del 
concepto “Durante el desarrollo de 
la CIE-11 Clasificación Internacio-
nal de Enfermedades 11ª edición, 
se tomó la decisión de no incluir el 
concepto y la terminología de “alie-
nación parental” en la clasificación, 
porque no es un término de aten-
ción médica. El término se utiliza 
más bien en contextos legales, ge-
neralmente en el contexto de dis-
putas por la custodia en divorcios u 
otras disoluciones de parejas”3.

2. Conductas de alienación parental.
Algunas de las conductas que se 
pueden llegar a presentar como 
dato de alarma son:

•	 Rechazo del hijo hacia el proge-
nitor o progenitora

•	 Perdida de amor hacia el pro-
genitor o progenitora

•	 Chantaje del niño, niña o ado-
lescente  

•	 Evita convivir con su progeni-
tor o progenitora

•	 Prohibir el contacto telefónico 
con el hijo o hijos

•	 Cambiar de residencia con la 
intención de destruir la relación 
entre el menor y su progenitor o 
progenitora

•	 Recompensar al menor por te-
ner actitudes despectivas o ma-
los comentarios hacia el proge-
nitor o progenitora.

 
3 Alienación parental (en línea). 2025. (Consulta:11 de 
Enero 2025). Disponible en https://www.who.int/
standards/classifications/frequently-asked-questions/
parental-alienation
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3. ¿Cómo se sanciona en México?
En México se considera como vio-
lencia familiar ya que en el Código 
Civil de la Ciudad de México se 
derogó a consecuencia de que le 
dieron la denominación de la figu-
ra errónea y además de que se han 
tramitado diversas acciones de in-
constitucionalidad por lo tanto el 
Código Federal Penal establece:

ARTÍCULO 343 bis Comete el deli-
to de violencia familiar quien lleve 
a cabo actos o conductas de domi-
nio, control o agresión física, psico-
lógica, patrimonial o económica, o 
sexual a alguna persona con la que 
se encuentre o haya estado unida 
por vínculo matrimonial, de paren-
tesco por consanguinidad, afinidad 
o civil, concubinato, cohabitación o 
una relación de pareja dentro o fue-
ra del domicilio familiar. (PÁRRA-
FO REFORMADO D.O.F. 17 DE 
ENERO DE 2024) A quien cometa el 
delito de violencia familiar se le im-
pondrá de seis meses a cuatro años 
de prisión y perderá el derecho de 
pensión alimenticia. Asimismo, se 
le sujetará a tratamiento psicológico 
especializado4

En la alienación parental se puede 
entender en relación con el articu-
lo que acabamos de citar como “el 
que lleve a cabo actos de dominio 
sobre el niño, niña o adolescente”, 
haciendo referencia que el progeni-
tor que tenga la guarda y custodia 
del hijo o hijos no debe de abusar 
de la facultad de poder ejercer so-
bre el menor con la finalidad de 
afectar al padre receptor, porque 
puede cometer el delito de violen-
cia familiar.

En el Código Civil para la Ciudad 
de México estipula lo siguiente:

ARTÍCULO 416 Bis. Las hijas e hi-
jos que estén bajo la patria potestad 
de sus progenitores tienen derecho 
de convivir con ambos, aun cuando 
no vivan bajo el mismo techo. No 
podrán impedirse, sin justa causa, 
las relaciones personales entre el 
menor y sus ascendientes. Los pro-
genitores, tutores o responsables de 

4 Código Penal Federal (en línea). 2025. (Consulta: 
11 de Enero 2025). Disponible en https://mexico.
justia.com/federales/codigos/codigo-penal-federal/
libro-segundo/titulo-decimonoveno/capitulo-   
octavo/

su cuidado deben de evitar actos de 
manipulación sobre las hijas e hijos 
menores de edad que generen ren-
cor, antipatía, desagrado o temor 
contra los ascendientes.5

Este articulo nos habla de los de-
rechos que tiene los niños, niñas y 
adolescentes hacia sus progenito-
res, pero en México existe mucha 
desinformación acerca del Síndro-
me de Alienación Parental (SAP), 
y en las relaciones de las familias 
monoparentales del México moder-
no tienen que compartir la convi-
vencia de los menores y principal-
mente este problema les afecta a los 
menores y en segundo termino al 
progenitor que tenga derecho a las 
visitas. Ante un órgano jurisdiccio-
nal en asuntos de divorcio, guarda 
y custodia en todo momento tiene 
la obligación de velar por el interés 
superior del menor, con la finali-
dad de que sean respetados sus de-
rechos frente a terceros.

Es importante conocer que es el In-
terés Superior del menor ya que se 
relaciona con el Síndrome de Alie-
nación Parental ya que se vulnera 
en todo momento. “El interés supe-
rior del menor es un principio que 
se aplica para proteger y garantizar 
los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. Este principio se basa 
en la idea de que los menores son 
vulnerables y no pueden dirigir 
su vida con total autonomía”6 en 
consecuencia, la autoridad tiene la 
obligación de garantizar su desa-
rrollo integral.

4. Los Derechos de los niños, niñas 
y adolescentes
Los Derechos de los niños, niñas y 
adolescentes están contemplados 
en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en 
diversos tratados internacionales 
como el que considero mas desta-
cado es la Convención sobre los De-
rechos del Niño y en la Ley General 
5 Gaceta de oficial de la Ciudad de México. (en lí-
nea). 2022. (Consulta: 11 de Enero 2025). Disponible 
en https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_
old/uploads/gacetas/74930f618a47876ca14e64cc-
b2015e00.pdf
6 Interés superior de niños, niñas y adolescen-
tes ADR 1187/2010. (en línea). (Consulta: 11 de
Enero 2025). Disponible en https://www.scjn.gob.
mx/10ddhh/este-mes/interes-superior-de-ninos-
ninas-y-adolescentes-adr-11872010#:~:text=El%20
inter%C3%A9s%20superior%20del%20ni%C3%-
B1o,proteger%20y%20privilegiar%20sus%20derechos. 

de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes …artículo 13, de ma-
nera enunciativa y no limitativa 
señala los siguientes: Derecho a la 
vida, a la supervivencia y al desa-
rrollo; Derecho de prioridad; Dere-
cho a la identidad; Derecho a vivir 
en familia; Derecho a la seguridad 
jurídica y al debido proceso…7

Dentro de los derechos de los ni-
ños, niñas y adolescentes los que 
son mas importantes para el tema 
que nos ocupa considero que son 
“Derecho a vivir en familia” ya que 
en México es un derecho que no 
se respeta empezando por los pro-
genitores que están en disputa de 
con quien se deben de quedar los 
menores a cargo, sin embargo, no 
todas las familias disfuncionales se 
someten ante al autoridad judicial 
por falta de dinero, tiempo, suelen 
solucionar este problema de ma-
nera errónea como el cambiarse de 
domicilio ya sea de Estado, incluso 
de país o ni siquiera lo solucionan y 
al final del día los afectados princi-
palmente son los menores de edad.

5.-Alternativas de solución
Para combatir esta práctica en Mé-
xico se puede recurrir al apoyo le-
gal para que sea tratado ante el Juez 
Familiar y este pueda tomar las de-
terminaciones respecto del régimen 
de visitas o a su vez el cambio de 
guarda y custodia también puede 
ser ante el Juez penal por cometer 
el delito de violencia familiar, otra 
posible solución se puede recurrir a 
terapia familiar para erradicar esta 
práctica con la finalidad de tener 
una convivencia de paz y armonía 
y ante todo respeto. 

7 Derechos de las niñas, niños y adolescentes. (en lí-
nea) México, 2018-2025. (Consulta: 11 de Enero 2025). 
https://www.cndh.org.mx/derechos-humanos
/derechos-de-las-ninas-ninos-y-adolescentes
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Ante los tribunales de justicia 
administrativa, se dilucidan 
controversias que se susciten 

entre las entidades públicas y los  
particulares, es decir entre el llamado 
poder ejecutivo y sus gobernados, y 
no obstante que los procedimientos 
en los que se conocen y resuelven 
esas controversias, se aplica el equi-
librio procesal y apego estricto a la 
garantía de audiencia, ocurre que 
una vez sustanciado el procedimien-
to ya sea de nulidad o de lesividad, 
si la resolución fue desfavorable al 
gobernado,  puede solicitar el Am-
paro y protección de la justicia de la 
unión, alegando violación a sus de-
rechos humanos garantizados en la 
Constitución Federal,  pero si le es 
desfavorable a la autoridad ésta no 
lo puede hacer, y si lo promueve el 
tribunal procederá al desechamiento 
de su demanda. 

Lo anterior, tiene sustento en natura-
leza del amparo, que fue creado para 
que las personas físicas y morales 
acudan ante la justicia federal para 
que, en su caso, se les restituya en el 
goce de los derechos humanos, que 
se encuentran garantizados en la car-
ta magna y que son vulnerados por 
un ente cuyo actuar o bien cuya omi-
sión, derivan de una relación regula-
da por el derecho público, debiendo 
aclararse que cuando las autoridades 
en las que se materializa el gobier-
no, son susceptibles de participar en 
relaciones jurídicas reguladas por 
el derecho privado, siendo en estos 
casos, cuando eventualmente puede 
producirse la hipótesis de que éstas 
soliciten la protección de la justicia 
federal, lo cual se constata si revisa-
mos el contenido del artículo 7º de 
la Ley reglamentaria de los artículos 
103 y 107 Constitucionales. 

Artículo 7o. La Federación, los 
Estados, el Distrito Federal, los 
municipios o cualquier persona 
moral pública podrán solicitar 
amparo por conducto de los ser-
vidores públicos o representantes

que señalen las disposiciones 
aplicables, cuando la norma ge-
neral, un acto u omisión los afec-
ten en su patrimonio respecto de 
relaciones jurídicas en las que se 
encuentren en un plano de igual-
dad con los particulares1.

Al respecto, la doctrina y la jurispru-
dencia han explicado ampliamente, 
los tipos de relaciones que pueden 
producirse en los Estados, con el fin 
de esclarecer las condiciones en que 
puede acudirse tanto por parte del 
gobernado como parte de las autori-
dades en acción de Amparo, lo ante-
rior puede ilustrarse en el contenido 
de la tesis con número de registro 
2011298 en la que observamos: 

En efecto, la teoría general del de-
recho hace una clasificación de las 
relaciones jurídicas en: de coor-
dinación, supra-subordinación 
y supraordinación. Las primeras 
corresponden a las entabladas 
entre particulares, y para dirimir 
sus controversias se crean en la le-
gislación los procedimientos ordi-
narios necesarios para ventilarlas; 
dentro de este tipo de relaciones 
se encuentran las que se regulan 
por el derecho civil, mercantil y 
laboral. La nota distintiva de este 
tipo de relaciones es que las par-
tes involucradas deben acudir a 
los tribunales ordinarios para que 
coactivamente se impongan las 
consecuencias jurídicas estable-
cidas por ellas o reguladas por la 
ley, estando ambas en el mismo 
nivel, existiendo una bilaterali-
dad en el funcionamiento de las 
relaciones de coordinación. Las 
relaciones de supra-subordi-
nación son las que se entablan 
entre gobernantes y goberna-
dos, y se regulan por el derecho 
público que también establece 
los procedimientos para venti-
lar los conflictos que se susciten 
por la actuación de los órganos 
del Estado, entre ellos, destaca el

1  Ley de Amparo vigente.
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Para el derecho romano, el matri-
monio tiene dos elementos: uno 
objetivo que es la evidencia de 

la relación,  el otro uno subjetivo, la 
affectio Maritalis;  que es la intención 
de enfrentar las cargas de la vida en 
conjunto,  y  en las épocas anteriores 
al imperio es decir, en la etapa de la 
monarquía y la República había dife-
rentes causas para disolverlo, como 
era  la cautividad en virtud de gue-
rra, de tal forma que había que rei-
niciar una nueva convivencia matri-
monial si el esposo sobrevivía a tal 
cautividad. Así mismo, existió como 
forma de disolver el matrimonio la 
declaración unilateral de voluntad o 
repudio, pues se consideraba

El repudio como forma de disolución del matrimonio 
en el derecho romano y su similitud con el divorcio 

unilateral sin causa

que si la affectio maritalis había des-
aparecido ya no había razón para 
continuarlo, figura la cual encontró 
restricciones en tiempos del empera-
dor Augusto que impulsó una serie 
de reformas encaminadas a fomentar 
el aumento demográfico, pues en la 
época en que asciende al poder (27 
aC), la población latina se encontra-
ba disminuida, por lo que incentivó 
la celebración del matrimonio y so-
bre todo las uniones que aportaran 
“hijos a la patria romana”, quitando 
la tutela a las mujeres quienes de no 
estar sujetas a la patria potestad a la 
manus estaban sometidas a tal figura,  
y tomó medidas en contra de aquello  
que condujera a lo contrario, como 
el hecho de que el repudio se lleva-
ra a cabo ante siete testigos para que 
tuviera validez, tal como lo explica 
Francisco Uber Olea en el Dicciona-
rio de Derecho Romano: 

[El Repudio], “Implica una de-
claración unilateral por parte de 
cualquiera de los cónyuges sobre 
tal determinación. En la fase im-
perial se estableció que para que 
se diese esa situación era necesa-
rio que se notificara el repudio 
observando ciertas formalida-
des; debía realizarse a través de 
un liberto ante la presencia de 
siete testigos. Durante mucho 
tiempo, el divorcio, no se pre-
sentaba de forma muy frecuente 
en la sociedad romana, sin em-
bargo, debido a la corrupción 
de las costumbres se convirtió 
en un hecho de lo más común, 
por lo que en la época cristiana1 
se inicia una fuerte reacción en 

1 Se refiere a la influencia del cristianismo en 
el derecho romano principalmente en la eta-
pa del llamado derecho postclásico o vulgar, 
que abarca desde la muerte de Alejandro Se-
vero en 235 d.C. año en que termina la época 
clásica del Derecho Romano. 

contra de las facilidades que se 
tenían para disolver el vínculo, 
aunque no atacan a la separación 
cuando se rechaza por mutuo 
consentimiento, sino más bien al 
repudio al fijar las causas por las 
cuales se puede obtener la sepa-
ración, aunque la otra parte, no 
esté de acuerdo. Así una ley de 
Constantino, permitió divorciar-
se al marido de su mujer, si ésta 
había sido declarada culpable de 
adulterio, de envenenamiento o 
de torpe mediación. (Actuar de 
alcahuete) y la mujer podía re-
pudiar al marido si éste era reo 
por homicidio envenenamien-
to o violación de sepulcro, en 
cambio, castigaba la separación 
realizada contra el deseo de uno 
de los esposos, si no se compro-
baba la existencia de una de las 
causales anteriores, por ende, si 
el marido repudiaba a su mujer, 
no existiendo alguna de dichas 
circunstancias, debía restituir la 
dote2 además de que le estaba 
prohibido volverse a casar y en 
caso de no observarse esta últi-
ma disposición la primera esposa 
entraba autorizada para penetrar 
en la casa del hombre y apode-
rarse de la dote que su nueva 
esposa le hubiese otorgado. Si 
eran la mujer quien repudiaba 
al marido sin existir alguna de 
las causas enumeradas anterior-
mente, entonces debía dejarse a 
este último la dote las donacio-
nes antenupciales y hasta en los 
más mínimos objetos además de 
imponérsele una pena de depor-
tación3.

2 Bienes que la mujer aportaba al matrimo-
nio, para solventar las cargas económicas 
que éste generaba. 
3 Uber Olea Francisco José, Diccionario de 
Derecho Romano, comparado con Derecho 
Mexicano y Canónico, Editorial Porrúa, Pri-
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En el derecho mexicano actual, se 
cuenta con una figura que, se consi-
dera corresponde al repudio, ésta la 
podemos encontrar en los distintos 
códigos civiles de los Estados, en el 
caso de Baja California Sur, el Códi-
go establece: 

Artículo 305 A.- Podrá solicitar el 
divorcio uno de los cónyuges, ma-
nifestando ante la autoridad judicial 
su voluntad de no continuar unido al 
matrimonio, sin especificar ninguna 
causa. 

La disposición anterior, entró en vi-
gor en el mes de enero de 2017, libe-
rando a quienes pretendían divor-
ciarse de la obligación de demostrar 
en juicio alguna de las veintidós cau-
sales otrora contempladas en el orde-
namiento civil, lo que se traducía en 
procedimientos tardados, costosos, 
para las partes, así como en exceso 
de cargas de trabajo para los juzga-
dos familiares.

Volviendo al derecho Romano, cabe 
destacar que con el ascenso de Cons-
tantino4 empieza una era en la que el 
cristianismo influye en figuras como 
el matrimonio, dificultando su diso-
lución y los subsecuentes emperado-
res van consolidando la resistencia al 
divorcio. Posteriormente en la Edad 
media, el derecho canónico determi-
na que el matrimonio es indisoluble 
y lo cierto es que no obstante se pro-
dujo la secularización del matrimo-
nio, subsistió durante muchos años 
un marco normativo que no facilita-
ba, como puede observarse el ejerci-
cio libre a terminar con una unión en 
la que ya no se desea estar, afectando 
lo que se identifica como libre desa-
rrollo de la personalidad, y es hasta 
recientemente que el legislador es 
guiado por  la luz del faro del Dere-
cho Romano, volviendo a considerar 
figuras como la que ahora se analiza, 
es decir la repudiación unilateral o 
bien, el divorcio unilateral sin causa. 
mera Edición, 2000, México, D.F., página 
686. 
4 Primer eemperador que admite y recono-
ce la práctica del cristianismo en el Impe-
rio Romano, convirtiéndose él mismo a tal 
religión. 

Enamórate 
de las iglesias 
hundidas de 
Michoacán, 
atractivos de 
ensueño para ver 
más de una vez
en la vida

Michoacán es una joya del turismo gracias a su 
diversidad en bosques, montañas y playas, pero entre 
sus rincones más peculiares y poco conocidos, posee 
hermosos vestigios de iglesias que quedaron hundidas 
por efectos naturales o necesidades humanas, sitios 
imperdibles para ver más de una vez en la vida.

Se trata de templos atrapados entre rocas volcánicas, 
cubiertos por el agua o sepultados por un alud de lodo; 
construcciones religiosas que hoy despiertan asombro 
por su aire de misterio, por el imponente paisaje que 
los rodea y por el aire puro que envuelve a estos 
silenciosos testigos del tiempo.

Estos escenarios, además de ser un espectáculo visual, 
conservan historias de comunidades que alguna vez 
se desarrollaron y que más tarde se vieron obligadas 
a adaptarse a nuevos entornos transformados por la 
naturaleza. 

Paraísos



Si estás planeando un viaje para conectar con la historia, la vegeta-
ción y el asombro, Michoacán te recomendamos estas tres opciones:

Iglesia semihundida de Churumuco
La Parroquia de San Pedro Apóstol, conocida como la Iglesia Hun-
dida de Churumuco, es uno de los vestigios más impactantes de la 
historia michoacana. Construida en 1800, esta iglesia fue testigo de 
episodios clave durante la época colonial en 1813, cuando el héroe 
de la Independencia e insurgente José María Morelos y Pavón ofi-
ció allí varias misas que se quedaron en la memoria de la población.  

En 1965, con la construcción de la presa El Infiernillo —infraes-
tructura clave para abastecer de agua a regiones de la meseta p›ur-
hépecha—, la iglesia y el pueblo fueron parcialmente cubiertos por 
el agua— los pobladores migraron hacia otros poblados—. Desde 
entonces, parte de su majestuosa arquitectura permanece sumergi-
da, emergiendo en temporadas como una postal majestuosa entre 
montañas y cielos azules, que sólo puede apreciarse en lancha.

Hoy, este sitio se ha convertido en uno de los destinos que causa 
mucha curiosidad en Michoacán, es un punto de fácil acceso y sin 
riesgo, ya que el agua es totalmente tranquila. Además de los pa-
seos acuáticos, se celebra la tradicional feria de la mojarra, lo que 
lo consolida como punto de encuentro entre historia, gastronomía 
y turismo.

Iglesia de San Juan
Parangaricutiro
En 1943, el volcán Paricutín 
cambió el rumbo de la historia 
michoacana cuando emergió de 
la tierra y arrasó con el pueblo 
de San Juan Parangaricutiro. 
Sin embargo, entre los ríos de 
lava y ceniza, la iglesia del mis-
mo nombre se negó a desapare-
cer y se mantuvo en pie, a pesar 
de haber sido parcialmente des-
truida, aún se alza imponente 
entre las rocas volcánicas soli-
dificadas.

La imagen es impresionante ya 
que podrás ver su torre, gran 
parte de la fachada y parte del 
altar sobresalen entre el oscuro 
mar de piedra y un escenario 
de vegetación simple, pero que 
maravilla junto a las ruinas de 
lo que fue un tesoro arquitectó-
nico.

Este lugar es un poderoso sím-
bolo de resiliencia, donde la be-
lleza se impone incluso ante la 
devastación. Visitarlo es enten-
der las fuerzas de la naturaleza, 
pero también la fortaleza de 
las comunidades. Para acudir 
a este lugar te recomendamos 
un calzado cómodo, ya que el 
terreno de roca volcánica es re-
tador por el tipo de porosidad, 
pero no difícil. 



Iglesia del Carmen en Tlalpujahua
Ubicada en el encantador Pueblo Mágico de Tlalpujahua —famoso por su 
eterna Navidad y la producción artesanal de esferas—, la iglesia hundida del 
Carmen guarda una de las historias más conmovedoras del estado. En 1937, 
una avalancha de lodo y desechos tóxicos, proveniente de la mina Dos Estre-
llas, sepultó gran parte del pueblo, dejando a su paso destrucción y pérdida.

De aquel suceso, conocida como “la tragedia de las Lamas”, sólo quedó vi-
sible la torre del templo y una figura angelical que, entre las ruinas parece 
custodiar los restos del poblado. Esta figura se ha convertido en símbolo de 
esperanza y fortaleza para esta región.

La mina Dos Estrellas, que en su momento dio florecimiento económico a la 
región por la extracción de oro, cerró tras el desastre. Actualmente la iglesia 
del Carmen se encuentra a escasos minutos del centro del pueblo y ofrece un 
encantador paisaje rodeada de vegetación, árboles y un ambiente de tranqui-
lidad. Excavaciones recientes han permitido ver algunos metros del piso ori-
ginal, simulando pasillos que conectan con la historia sepultada bajo tierra.

Explorar las iglesias hundidas o mejor dicho semihundidas de Michoacán es 
mucho más que visitar un sitio turístico. Es sumergirse en el alma de comu-
nidades resilientes, en paisajes naturales que envuelven historias, cultura, 
belleza, símbolos vivos de identidad y memoria colectiva que te sorprende-
rán. Son hoy un atractivo único, acto para grandes y pequeños viajeros que 
buscan experiencias distintas, alejadas del turismo tradicional.

visitmichoacan.com.mx



Test de relevancia o pertinencia de la prueba
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(pertinencia) es el criterio base 
para la admisión de la evidencia 
(datos o medios probatorios), pero 
también que este test no es sufi-
ciente sólo cumplir con el mismo, 
ya que existen causas extrínsecas 
que permitirían su exclusión por 
violarse derechos humanos como 
es el caso (se señalan otras como 
los privilegios de guardar silencio, 
secreto de comunicación feligrés 
a sacerdote, entre cónyuges, entre 
cliente abogado, paciente médico 
o psicólogo o psiquiatra, etc.). Por 
lo tanto, toda prueba en cualquie-
ra de sus acepciones (dato o medio 
de prueba), debe pasar el test de 
relevancia o impertinencia. Al res-
pecto el artículo 346, fracción II del 
Código Nacional de Procedimien-
tos Penales es claro. Y la violación 
de derechos humanos se puede 
pedir en cualquier momento del 
proceso penal. 

Un segundo criterio para analizar 
los datos o medios probatorios es la 
credibilidad. La pregunta esencial 
es ¿Por qué creer en una informa-
ción proporcionada por un dato o 
medio probatorio? La credibilidad 
es definida por el Diccionario de 
la Lengua Española como la cuali-
dad de creíble y está a su vez en el 
mismo diccionario es “que puede 
o merece ser creído”. Que es una 
conjugación del verbo creer, que 
tiene diversas acepciones en el 
mencionado diccionario, nos sirve 
la contenida en las acepciones se-
gunda y cuarta que son: “Tener a 
alguien por veraz” y “Tener algo 
por verosímil o probable”. Todo el 
conocimiento humano de toda la 
información para que la tomemos 
en cuenta en nuestra vida debe ser 
creíble, si queremos realizar actos 
razonables. Todas las ciencias y en 
el proceso penal es necesario pre-
guntarnos porque creemos en una 
información.

Sin embargo, la credibilidad de la 
información (datos o medios pro-
batorios) dependerá de la clase 
de información que estemos ana-
lizando, así la credibilidad de un 
testimonio, una pericial, un obje-
to, un documento dependerá de la 
propia naturaleza de esa clase de 
información. 

Por ejemplo, la credibilidad de un 
testigo tiene cuatro riesgos que se 
pueden presentar en las afirma-
ciones de una persona que son: la 
percepción, memoria, narración o 
comunicación y parcialidad. Estos 
riesgos son analizados por dis-
tintos tipos de conocimientos hu-
manos como sería la psicología o 
psiquiatría, pero no se necesita ser 
un especialista en dichas materias 
para percatarnos como juristas que 
el testigo percibe hechos a través 
de sus sentidos, los memoriza, los 
comunica y que puede tener par-
cialidad. En base a estos criterios 
la doctrina anglosajona a construi-
do lo que se conoce como formas 
de impugnar un testimonio, que 
tienen como base principalmente 
la manifestación de los cuatro ries-
gos del testimonio, como se puede 
apreciar en las Reglas de Eviden-
cia de Puerto Rico, en su Regla 
608. Lo anterior se confirma con 
los manuales de instrucciones a ju-
rado en dicha nación, en los cuales 
se instruye cómo debe analizarse 
la credibilidad de los testigos. 

La percepción que es acción o efec-
to de percibir según el mismo dic-
cionario. Percibir en su segunda 
acepción es “Captar por uno de 
los sentidos las imágenes, impre-
siones o sensaciones externas”. Lo 
cual se conjuga con la definición 
de testigo en su segunda acepción 
“Persona que presencia o adquiere 
directo y verdadero conocimiento 
de algo”. Lo anterior no es sólo del 

La doctrina anglosajona consi-
dera que si bien es verdad toda 
la información relevante debe 

ser admitida, también señala que 
la información relevante podría ser 
excluida por distintas causas fuera 
de la finalidad del proceso (busca 
de la verdad), en el caso por viola-
ciones a las normas constitucionales 
(otros valores deben ser protegidos 
como los derechos humanos, que 
tienen un valor preponderante a la 
búsqueda de la verdad). Los anglo-
sajones establecen que la relevancia 

Primera Entrega
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proceso penal sino también del co-
nocimiento humano en cómo nos 
relacionamos. Todos sabemos que 
la percepción puede afectarse por 
causas internas (vista atrofiada o 
ingesta de alcohol o drogas) y cau-
sas externas (lugar en donde un 
testigo se ubica o luz). 

La memoria definida por el mis-
mo diccionario como la “Facultad 
psíquica por medio de la cual se 
retiene y recuerda el pasado” es 
también un aspecto esencial para 
valorar un testimonio y la cuestión 
es muy simple la credibilidad de-
penderá de la capacidad psíquica

para retener y recordad de un tes-
tigo. Pongamos un ejemplo, no 
podemos otorgar la misma credi-
bilidad a una persona que recuer-
da los hechos como acontecieron 
en todas sus afirmaciones reali-
zadas a lo largo del tiempo que a 
una persona que en cada momen-
to refiere distintas afirmaciones, 
tampoco sería creíble una persona 
que afirma que un hecho ocurrió 
en una fecha y que se demostrara 
que ese hecho no ocurrió en esa fe-
cha. Cualquier persona usando la 
razón establecería que la memoria 
del testigo se encuentra afectada.  
Esto en las ciencias que estudian 

la mente tiene sus explicaciones y 
su diagnóstico, pero independien-
temente de lo anterior un hombre 
razonable pondría al menos en 
duda la veracidad de lo relatado 
por un testigo que tiene problemas 
de memoria. Esta exigencia que es 
de un hombre razonable en la vida 
diaria exige en el juzgador mayor 
reflexión.

CONTINUARA…
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Intervención a instituciones financieras Mexicanas 
derivada de sanciones internacionales:

análisis del caso CIBanco e Intercam (2025)

La noticia cayó como bomba, dos 
instituciones financieras mexi-
canas: CIBanco e Intercam Banco, 

fueron señaladas por el Departamento 
del Tesoro de los Estados Unidos por 
presunto lavado de dinero relacionado 
con el tráfico de fentanilo:

El Departamento de Tesoro de 
Estados Unidos ha asestado un 
golpe inédito al sistema financie-
ro en México. Este martes ha emi-
tido órdenes que identifican a tres 
instituciones mexicanas, CIBanco, 
Intercam y Vector Casa de Bolsa, 
como una preocupación principal 
en materia de lavado de dinero 
relacionado con el tráfico ilícito de 
opioides. La oficina de la Red de 
Control de Delitos Financieros del 
Tesoro de Estados Unidos indica 
que estas instituciones blanquean 
dinero de los cárteles de Sinaloa, 
Jalisco Nueva Generación, del Gol-
fo y de la organización de los Bel-
trán Leyva.1

Ante tal situación, la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores (CNBV) informó 
sobre la intervención general de los dos 
bancos implicados en tales acusacio-
nes: “En un comunicado expedido este 
26 de junio, la institución anunció que 
dicho proceso de intervención se rea-
lizará de forma temporal sobre las dos 
fuentes bancarias: CIBanco e Intercam, 
esto con la finalidad de brindar una 
garantía segura a los derechos de los 
usuarios.”2

Por lo anterior, se justifica la relevan-
cia de un análisis de los fundamentos 
legales y administrativos de dicha in-
tervención, así como su contexto bila-
teral, las implicaciones para la gober-
nanza financiera y la relación entre la 

1 Suárez Karina (2025, 25 de junio) “Estados 
Unidos sanciona a CIBanco, Intercam y Vec-
tor en México por lavar dinero del narcotrá-
fico”. El País. México.
2 Zúñiga, Alejandra (2025, 26 de junio) “El 
golpe inesperado de la CNBV, habrá inter-
vención en Intercam y CIBanco por presunto 
lavado de dinero vinculado al fentanilo tras 
acusaciones de EEUU”, Infobae, 

administración pública y las presiones 
geopolíticas. El análisis se apoya en 
fuentes oficiales, pronunciamientos 
gubernamentales y el marco normativo 
financiero vigente en México. Es de no-
tarse que el caso representa un punto 
relevante en la cooperación transna-
cional en materia de inteligencia finan-
ciera, pero también una tensión entre 
la soberanía regulatoria nacional y los 
intereses extraterritoriales del sistema 
financiero global.

La administración pública contemporá-
nea enfrenta retos crecientes derivados 
de la globalización financiera, el crimen 
transnacional y la cooperación interna-
cional en materia de prevención de la-
vado de dinero y en ese contexto se ha 
presentado este caso paradigmático: la 
intervención administrativa temporal 
de CIBanco e Intercam Banco, ejecutada 
por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (CNBV) el 26 de junio de 2025, 
en respuesta a las sanciones emitidas 
por la Oficina de Control de Activos Ex-
tranjeros (OFAC) y la Red de Control de 
Delitos Financieros (FinCEN) del Depar-
tamento del Tesoro de los Estados Unidos.

Tal acontecimiento despierta el interés 
y el debate en torno a la autonomía del 
sistema financiero mexicano, la validez 
de las pruebas aportadas por entidades 
extranjeras y la forma en que los regu-
ladores nacionales deben responder 
ante acciones unilaterales. En este con-
texto, el estudio de este caso contribuye 
al entendimiento de los límites y alcan-
ces de la cooperación internacional, así 
como de los mecanismos de protección 
institucional y ciudadana en escenarios 
de alta presión financiera y política.

Las sanciones fueron impuestas bajo 
la Fentanyl Sanctions Act y la FEND Off 
Fentanyl Act, legislaciones federales 
que otorgan facultades extraordinarias 
para bloquear instituciones que facili-
ten operaciones financieras vinculadas 
con opioides sintéticos. Las entidades 
mexicanas señaladas fueron acusadas 
de realizar transferencias a empresas 
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chinas involucradas en la cadena de 
suministro del fentanilo, así como de 
establecer cuentas a nombre de terceros 
para disimular el origen de recursos 
ilícitos. Estas leyes permiten a FinCEN 
calificar a ciertas entidades como “de 
preocupación principal” en materia de 
lavado de dinero, lo cual desencadena 
restricciones automáticas en el sistema 
financiero estadounidense, incluyendo 
la prohibición de establecer relaciones 
de corresponsalía bancaria y el bloqueo 
de sus activos en territorio norteame-
ricano. Esta herramienta ha sido uti-
lizada en contextos relacionados con 
terrorismo, narcotráfico y delitos trans-
nacionales.

Las investigaciones norteamericanas 
señalaron que CIBanco habría facilita-
do la apertura de cuentas destinadas al 
blanqueo de capitales provenientes del 
Cártel Jalisco Nueva Generación (CJNG), 
además de transferir más de 2.1 millo-
nes de dólares a empresas chinas vin-
culadas con la venta de precursores 
químicos. Intercam Banco, por su parte, 
fue acusado de sostener reuniones con 
presuntos miembros del CJNG y de ha-
ber transferido al menos 1.5 millones 
de dólares a los mismos destinatarios.

Los informes de FinCEN calificaron es-
tas operaciones como componentes cla-
ve en la cadena de suministro del fenta-
nilo, señalando que la sofisticación de 
las transacciones impedía su detección 
mediante mecanismos ordinarios de 
cumplimiento y, en consecuencia, se 
activaron los mecanismos de sanciones 
financieras extraterritoriales.

Frente a la gravedad de las acusaciones, 
la CNBV decretó la intervención geren-
cial temporal de CIBanco e Intercam, 
una medida contemplada en la Ley de 
Instituciones de Crédito que busca sal-
vaguardar los derechos de los usuarios 
y la estabilidad del sistema financiero:

Frente a la conmoción, la CNBV ha 
decidido tomar cartas en el asun-
to, por lo que informó que actuará 
conforme a lo establecido en el artí-
culo 129 de la Ley de Instituciones 
de Crédito. (…) La intervención 
sustituirá a los órganos administra-
tivos y a representantes legales con 
el propósito de salvaguardar los 
derechos de los clientes de dichas 
dependencias bancarias, en rela-
ción a las presuntas implicaciones

que estos bancos puedan tener ante 
las medidas anunciadas por el De-
partamento del Tesoro en Estados 
Unidos.3

Como puede observarse, esta acción 
incluyó el reemplazo de los directivos, 
el control de las operaciones sensibles y 
el aseguramiento de la continuidad del 
servicio bancario.

La CNBV justificó su decisión en la 
necesidad de mantener la confianza 
pública y de evitar una eventual fuga 
de capitales o una corrida bancaria. A 
pesar del impacto mediático, los regu-
ladores enfatizaron que ninguna de las 
instituciones intervenidas representaba 
un riesgo sistémico debido a su partici-
pación limitada en el mercado bancario 
nacional (menos del 1% en conjunto).

La presidenta Claudia Sheinbaum emi-
tió un posicionamiento firme, en el que 
subrayó la solidez del sistema financie-
ro mexicano y cuestionó la validez de 
las imputaciones extranjeras sin prue-
bas fehacientes:

La presidenta de México, Claudia 
Sheinbaum, criticó duramente a 
Estados Unidos por la acusación 
contra tres instituciones financieras 
mexicanas sancionadas por Was-
hington por supuesto lavado de 
dinero relacionado con el narcotrá-
fico. (…) Sheinbaum aseguró que 
hace algunas semanas su gobierno 
recibió un “informe confidencial” 
de autoridades de EE.UU. en rela-
ción con sospechas contra los ban-
cos CIBanco, Intercam y la casa de 
bolsa Vector. 
Pero la presidenta aseguró que 
nunca recibió las evidencias, por lo 
que rechazó el anuncio realizado el 
miércoles por el Departamento del 
Tesoro de EE.UU., que sancionó 
parcialmente a esas tres institu-
ciones financieras mexicanas por 
supuestamente facilitar la comprar 
de precursores de fentanilo en Chi-
na y lavar dinero del narcotráfico. 
“Nosotros no vamos a cubrir a 
nadie. No hay impunidad, pero se 
tiene que demostrar que, en efecto, 
hubo lavado de dinero. No con di-
chos, sino con pruebas contunden-
tes”.4

3 Zúñiga, Alejandra (2025). Ibid.
4 BBC ( 2025, 26 de junio), “No somos piña-
ta de nadie”: la dura respuesta de Claudia 

Aunado a ello, la Unidad de Inteligen-
cia Financiera (UIF) manifestó que no 
existían denuncias penales en curso 
contra las instituciones señaladas y que 
colaboraría activamente con autorida-
des nacionales e internacionales para 
esclarecer los hechos.

El caso plantea una discusión sobre los 
límites de la soberanía regulatoria en 
un entorno globalizado. Si bien Méxi-
co ha suscrito acuerdos multilaterales 
como los promovidos por el Grupo de 
Acción Financiera Internacional (GAFI), 
la imposición unilateral de sanciones 
sin mecanismos recíprocos de revisión 
pone en entredicho la simetría insti-
tucional entre países. Esta situación 
evidencia la necesidad de construir 
esquemas más balanceados de coope-
ración financiera, donde se garantice el 
derecho de audiencia, el respeto a los 
principios del debido proceso y la pre-
servación de la confianza en los regula-
dores nacionales.

En tal situación, y no obstante que el 
Estado mexicano ha reaccionado con 
celeridad, la percepción internacional 
puede verse afectada negativamente, 
pues la sola inclusión en listas negras 
estadounidenses suele provocar el cie-
rre de líneas de crédito internacionales, 
la suspensión de relaciones con bancos 
corresponsales y la devaluación de ac-
tivos.

La intervención de CIBanco e Intercam 
representa un caso sin precedentes en 
la historia financiera reciente de Méxi-
co, y más allá de las posibles respon-
sabilidades penales, el caso resalta la 
fragilidad de los sistemas nacionales 
frente a sanciones unilaterales, lo que 
demuestra la necesidad de contar con 
marcos normativos internos robustos, 
así como la urgencia de redefinir la re-
lación entre soberanía y cooperación 
internacional. Es indispensable que la 
administración pública mexicana no 
sólo fortalezca sus capacidades regu-
latorias, sino que también promueva 
espacios de interlocución diplomática 
y técnica, para evitar que decisiones 
unilaterales externas desestabilicen el 
sistema financiero nacional.

Sheinbaum a las sanciones de EE.UU. a 3 
bancos mexicanos”. BBC News Mundo.
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morenismo, del narco o de los gran-
des capitales, quedó conformado 
por abogados que no demostraron 
de ninguna forma que son capaces 
de emitir por ellos mismos, una sen-
tencia, y esto dará pauta a que sólo, 
como conocí a muchos jueces y ma-
gistrados del Tribunal Superior de 
Justicia de la Ciudad de México, van 
a ser firmones de los proyectos que 
les pasen sus proyectistas, ya que 
ellos sólo se dedicarán a hacer grilla 
y a cumplir la cuota de encargos que 
les manden sus patrones, es inge-
nuo pensar que ellos sabrán impartir 
justicia, conocer expedientes, saber 
siquiera llevar audiencias, y sobre 
todo, aplicar el Derecho, es demasia-
do pedir para entes que sólo tienen y 
han tenido aspiraciones políticas.

Entonces ¿Quiénes serán los jueces 
materiales? Lo más probable, los pro-
yectistas, que si siguen la tradición 
de morena y sus ancestros, serán el 
hermano del compadre, la persona 
encargada de menesteres sexuales 
diferentes a la esposa o el esposo, la 
recomendada del o de la jefa, el que 
tiene la plaza o ha dado la mejor mor-
dida para el puesto, y si esto se llega 
a materializar, veremos atrocidades a 
las que supuestamente les dirán que 
son sentencias, y si va a algún recurso 
o llega al pleno, no hay garantía de 
ninguna especie de que allí se aspire 
a que se imparta justicia, dado que 
ese nivel supuestamente superior, 
tiene los mismos defectos, entonces 
veremos sólo y únicamente la volun-
tad  de mandatos del poder en turno, 
plasmada en resolución irrecurrible, 
del jefe de la plaza o del dueño de los 
negocios del Estado.

Es triste pensar, que si de pura casua-
lidad se llegó a filtrar un juez, ma-
gistrado o ministro medianamente 
honrado y que sólo busque aplicar 
el derecho, se verá inmediatamen-
te separado por un órgano formado 
por otros políticos de carrera, que 
serán los encargados de que no pue-
da haber un órgano independiente, 
autónomo o que aplique el Derecho 
de manera transparente, porque eso 

En un México post-elección de 
ministros, magistrados y jueces 
federales, se demostró que nin-

gún órgano de justicia puede medir-
se por su popularidad, o al tenerse 
menos del 10% del electorado que 
emitió su voto válido, porque no co-
nocían a quienes serían designados, 
quedó de manifiesto que ninguno 
de ellos tiene popularidad en sí, que 
todo fue una manipulación del esta-
do mexicano para destruir al poder 
judicial y ponerlo como simple com-
parsa de un sistema que tiende a un 
chavismo pusilánime ala mexicana.

Entonces, como sólo fueron electos 
los que recibieron la bendición del 

es anatema, y no puede tolerarse en 
un régimen dictatorial y autoritario 
como el mexicano, por eso se le en-
juiciará y de inmediato se le quitará 
de su empleo, aunque sea efectivo, 
honesto, y no sea cómplice de las 
fuerzas vivas que dominan el poder 
político.

Quien compró o creyó la utopía de 
que se iba a impartir una justicia más 
pronta y expedita, les tengo una muy 
mala noticia, eso no va a suceder, de 
entrada hay huelgas en el fuero co-
mún, como las hubo en el Federal, y 
más que defender las chambas y los 
privilegios, se les pretende explotar 
al máximo para que los que fueren 
electos sólo firmen lo que les enco-
mienden y tuerzan el derecho cómo 
les plazca, no importa que se violen 
las leyes que se quieran, porque el 
parámetro como muchos de los lau-
dos laborales, se basarán en cons-
ciencia, mejor dicho en inconsciencia 
y turbios intereses, no va a ver una 
procedimiento de heterocomposi-
ción, sino una masacre en donde una 
de las partes, la más débil, será so-
metida, humillada y ultrajada por su 
contraparte y el cómplice que le ayu-
dará dictando los fallos a la medida y 
de acuerdo a los aranceles que rijan 
en el mercado, porque la gente inca-
paz y política, no sabe qué es lo le-
gal, sino sólo importa es que le digan 
quién debe de ganar, aunque vaya en 
contra de todo Derecho.

Entonces, el poder judicial mexicano, 
no descansa ni en la popularidad ni 
en la capacidad, sino como lo dijo un 
expresidente de no muy grata me-
moria, es “todo lo contrario”, no se 
tolera la capacidad porque los selec-
cionados no hubieran sido capaces de 
hacer un examen abierto sin trampas, 
ni tampoco en la popularidad, por-
que a los votantes no les importó un 
comino a quien se declaró electos, en 
lo único que sí hay coincidencia, es 
que fueron los elegidos con el dedo 
divino, y lamentablemente, el resul-
tado de tal contradicción, lo sufrirán 
los justiciables.
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Mantén tus Activos Digitales Seguros
Nuestros expertos protegen tu infraestructu-
ra digital de amenazas potenciales con: Eva-
luación de Vulnerabilidades: Detectamos y 
mitigamos riesgos de seguridad. Firewalls, 
Antivirus y AI Machine Learning: Configura-
mos firewalls avanzados y software antivirus 
para proteger tu red contra intrusiones no 
autorizadas y malware. Al agregar AI a esta 
capa nos permite garantizar que los usuarios 
esten protegidos. AI nos permete que las ma-
quinas vean, detecten, respondan y aprendan 
de las amenazas y automatizen la respuesta. 
 
Monitoreo de Seguridad Continuo :
Vigilamos para detectar y resolver ame-
nazas rápidamente. Nuestro equipo 
supervisa constantemente tu infraes-
tructura digital en busca de actividad sospe-
chosa, asegurándose de que cualquier ame-
naza se identifique y se aborde de inmediato. 
 
Servicio de Consultoria 
Además de nuestros servicios de seguridad 
gestionada, Ruva IT también ofrece consul-
toría en ciberseguridad para ayudarte a desa-
rrollar una estrategia integral de seguridad di-
gital. Nuestros consultores expertos trabajan 
contigo para evaluar tus necesidades especí-
ficas y diseñar soluciones a medida que pro-
tejan tus activos digitales de manera efectiva. 

Ciberseguridad Jurídica.
En el mundo digital actual, la cibersegu-
ridad jurídica es esencial. Ruva IT ofrece 
soluciones especializadas para cumplir con 
las regulaciones de protección de datos y 
privacidad en línea. Desde evaluaciones 
de riesgos hasta implementaciones de se-
guridad, garantizamos el cumplimiento le-
gal y la protección de tus activos digitales. 
Nuestro equipo experto está comprometi-
do a fortalecer tus defensas cibernéticas y 
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El concubinato como base de la familia
mexicana hoy en día

hacer vida en común, con la inten-
ción de apoyarse mutuamente y 
procurarse respeto, a través de las 
figuras del matrimonio o concubi-
nato.

El concubinato a lo largo de la his-
toria has sufrido cambios en la for-
ma que es percibido sociológica y 
legalmente en la sociedad mexica-
na, ya que en algunos momentos de 
la historia se le ha considerado in-
ferior al matrimonio y en la actua-
lidad predomina esta figura al mo-
mento de que las parejas toman la 
decisión de iniciar una vida juntos. 
Uno de los elementos que ha contri-
buido al aumento de relaciones de 
hecho, es la situación económica de 
los jóvenes, ya que los salarios hoy 
en día son muy bajos, otro factor 
que influye es el desarrollo acadé-
mico y profesional de las mujeres, 
ya que han decidido priorizar di-
chas actividades, dejando de lado 
el cuidado de una familia.

Lo anterior surge derivado del re-
conocimiento al derecho del libre 
desarrollo a la personalidad, a par-
tir del estudio dogmático que reali-
za la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en relación con su artícu-
lo primero y cuarto, para proteger 
la libertad personal y garantizar la 
posibilidad de que cada persona 
defina su plan de vida de manera 
libre. 

Reconocimiento legal del concu-
binato
El concubinato fue reconocido des-
de la época de los romanos a través 
del derecho justinianeo, bajo el tér-
mino concubinis, como una unión 
monogámica socialmente aceptada, 
quien se distinguía del matrimonio 
por la falta de la affection maritalis, 
ya que el hombre casado no podía 
tener una concubina ni el soltero 
más de una.1

1 Zúñiga Ortega , A. V. (2010). Concubinato y familia 

En la legislación vigente el artículo 
138 Quintus del código civil de la 
Ciudad de México, instituye que las 
relaciones jurídicas familiares son 
generadoras de derechos y obliga-
ciones las cuales entre las personas 
vinculadas por lazos de matrimo-
nio, parentesco o concubinato. 

Los requisitos legales para el re-
conocimiento del concubinato se 
encuentran establecidos en el ar-
tículo 291 Bis del Código Civil de 
la Ciudad de México, en el cual se 
establece que es necesario para ini-
ciar la generación de derechos y 
obligaciones de manera recíproca 
entre las partes, que dos personas 
cohabiten por lo menos 2 años de 
manera continua o que tengan un 
hijo en común.

Así mismo la ley faculta al juez del 
registro civil para recibir la decla-
ración de los concubinos relativa a 
su vida en común, con la finalidad 
de que dicha autoridad de fe de 
las declaraciones de las partes con 
relación a su vínculo familiar de 
manera voluntaria, para que dicha 
autoridad les otorgue un acta de 
concubinato, la cual no modifica 
su estado civil, pero si les otorga 
un documento a través del cual las 
partes pueden acreditar ante cual-
quier autoridad el vínculo jurídico 
que los une, y en caso de una sepa-
ración, contarán con un año para 
ejercitar sus derechos ante la auto-
ridad o prescribirá al cumplirse el 
tiempo señalado. En ese tenor de 
ideas, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación resuelve en la Contra-
dicción de Tesis 163/2007, qué no 
se requiere la expedición de un do-
cumento por el Registro Civil que 
acredite la existencia del concubi-
nato, y que tampoco debe la auto-
ridad solicitar un documento que 
en México. Veracruz, Xalapa, México: Dirección 
General Editorial. Obtenido de file:///C:/Users/
gayta/Documents/MAESTRIA/concubinato-fa-
milia-mexico.pdf

Este artículo analiza el recono-
cimiento jurídico del concubi-
nato como una forma legítima 

de constituir una nueva familia, su 
evolución jurisprudencial y su im-
pacto en los derechos de las perso-
nas involucradas en una relación 
de hecho desde su constitución 
hasta su disolución.

La familia, ha sido durante gene-
raciones reconocida como la base 
fundamental de la sociedad, que 
surge por medio de la unión de un 
hombre y una mujer que deciden 

acredite una unión de hecho en los 
casos de la solicitud de una pensión 
alimenticia, ya que se considera que 
se estaría vulnerando los principios 
de no discriminación y protección a 
la familia.2

Además, si sumamos al reconoci-
miento legal con el que hoy en día 
el concubinato goza en diversas 
entidades federativas, las distin-
tas Jurisprudencias emanadas de 
la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, tenemos como resultado 
un fortalecimiento de esta figu-
ra en materia de seguridad social, 
herencia, alimentos y derechos 
patrimoniales. Por lo que, a través 
de diversos precedentes legales, se 
ha establecido que el concubinato 
debe ser protegido bajo el principio 
de igualdad y no discriminación, 
reconociendo que las familias no se 
limitan al modelo matrimonial que 
establece la legislación aplicable en 
el ámbito federal y local.

Uno de los criterios más relevan-
tes, es el contenido en el cuaderno 
de Jurisprudencias núm. 4 titulado 
concubinato y uniones familiares, 
en el la amparo directo en revisión 
230 / 2014, 19/11/2014 , en el que 
la Suprema Corte de Justicia deter-
mina “con base en el principio de 
igualdad y no discriminación, que 
las familias constituidas por parejas 
de hecho que conviven de manera 
constante y establecen, con base en 
vínculos de solidaridad, afectivi-
dad y ayuda mutua, también son 
sujetos de derecho constitucional a 
la protección de la familia.”3  por lo 
que la suprema corte de justicia de 
la nación Reconoce al concubinato 
Como una figura que debe de ser 
protegida en el derecho familiar.

Otro criterio relevante es el sos-
tenido en la jurisprudencia 1a./J. 
22/2016, donde la Primera Sala de 
la SCJN determinó que negar de-
rechos sucesorios a la concubina 
de un trabajador fallecido, por no 
estar casados, vulnera el principio 

2 SCJN, Primera Sala, Contradicción de Tesis 
163/207, 9 de abril de 2008.
3 SCJN, Primera Sala, Amparo Directo en Revisión 
230/2014, 19 de noviembre.

de igualdad ante la ley.4 Asimismo, 
en el Cuaderno de Jurisprudencia 
núm. 4 sobre Concubinato y unio-
nes familiares, se recopilan criterios 
que reconocen el derecho de las 
personas en concubinato a acceder 
a prestaciones laborales, seguridad 
social y pensión por viudez, siem-
pre que se acredite la convivencia 
estable y pública.5

El concubinato como expresión de 
diversidad familiar
El reconocimiento del concubinato 
responde a una visión más amplia 
y plural del concepto de familia. La 
Corte ha señalado que el derecho a 
la vida familiar no puede restrin-
girse a un solo modelo, y que el Es-
tado tiene la obligación de proteger 
todas las formas legítimas de con-
vivencia afectiva. Por lo que en el 
a amparo en revisión 48 / 2016, la 
corte establece en su criterio que es 
discriminatorio excluir injustifica-
damente el acceso al concubinato a 
las parejas homosexuales y limitar-
le su derecho a formar una familia.6

Este enfoque se alinea con los es-
tándares internacionales de dere-
chos humanos en relación con la 
protección a la familia, como los 
establecidos en el artículo 17 de la 
convención americana sobre los de-
rechos humanos (Pacto de San José) 
“la familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y debe 
de ser protegida por la sociedad y 
el estado”.7

Al momento de realizar la inter-
pretación de esta norma jurídica, 
podemos percibir que no indica a 
qué tipo de familia se refiere, y si 
aplicamos a dicha interpretación 
el principio pro-persona, toman-
do como base el artículo primero 
y cuarto constitucional, en dónde 
en su párrafo quinto el artículo 
4 Registro digital: 2028693. Registro digital: 
2028693, Instancia: Segunda Sala, Undécima Épo-
ca, Materias(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 44/2024 
(11a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Libro 37, mayo de 2024, Tomo III, 
página 2307, Tipo: Jurisprudencia.
5 Cuaderno de Jurisprudencia. Concubina-
to y uniones familiares. Fecha de Publicación 
02/15/2023.
6 SCJN, Primera Sala, Amparo en Revisión 
48/2016, 01 de junio de 2016.
7 Artículo 17 de la Convención Americana sobre los Derechos 
Humanos (Pacto de San José)

primero prohíbe toda discrimina-
ción motivada en el género; y el 
párrafo primero del artículo cuarto
establece la igualdad ante la ley 
del hombre y la mujer en relación 
a la protección del desarrollo de la 
familia, podremos desprender de 
nuestro análisis que los derechos 
humanos establecen una protec-
ción general para todo tipo de fa-
milia, independientemente de los 
miembros que la conforman.

Retos y perspectivas
Los retos a los que se enfrenta el 
concubinato hoy en día no son úni-
camente legales, porque como ya 
hemos revisado tenemos una vas-
ta legislación y jurisprudencias en 
nuestro país, un reconocimiento 
internacional que prevén los dis-
tintos tratados internacionales de 
los que México es parte, protegen 
esta figura independientemente 
de su conformación. Aunque desa-
fortunadamente uno de los princi-
pales desafíos en el país es la falta 
de registros oficiales ya que es una 
figura de hecho y no regulada por 
el estado, por lo que muchos de los 
derechos al momento de pretender 
ejercitarlo se encuentran con una 
barrera para demostrar la existen-
cia del vínculo jurídico familiar.

Otro reto que, aunque no es jurídi-
co sino sociológico es la resistencia 
cultural para aceptar el concubi-
nato como una figura en un plano 
de igualdad al matrimonio, ya que 
como habíamos referido al inicio de 
este artículo, dicha figura se le ha 
considerado a lo largo de la historia 
inferior al matrimonio, en el cual 
desde el momento de su conforma-
ción ante el Juez del Registro Civil 
crea derechos y obligaciones y que 
no prescribe con una separación de 
cuerpos como es el caso en él con-
cubinato.
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Reforma al poder judicial federal en méxico: 
elección popular de ministros, magistrados y jueces.

Leonardo
Fragoso Cruz

La corrupción, la falta de transpa-
rencia y la percepción de una justicia 
elitista y distante de la ciudadanía 
han erosionado la confianza en las 
instituciones judiciales. En este esce-
nario, la elección popular se presenta 
como una solución para democrati-
zar el acceso a estos cargos y hacerlos 
más responsables ante la ciudadanía. 
Los defensores de esta medida ar-
gumentan que permitir a los ciu-
dadanos elegir a sus jueces y ma-
gistrados fomentaría una mayor 
transparencia y rendición de cuentas. 
Sostienen que, al ser electos por el 
pueblo, estos funcionarios estarían 
más comprometidos con las necesi-
dades y expectativas de la sociedad, 
y menos susceptibles a las presiones 
de intereses políticos y económicos. 
Dentro de los beneficios potencia-
les de la elección popular  a que se 
hace referencia y  que es sostenida 
por quienes apoyan el algumento de 
la necesidad de una reforma de esta 
profundidad, destacan las siguientes: 
  
1. Rendición de cuentas: La elección 
popular podría hacer que los jueces y 
magistrados sean más responsables 
ante la ciudadanía, ya que su continui-
dad en el cargo dependería del respal-
do público. Esto podría incentivar un 
desempeño más ético, transparente y 
con un mayor  compromiso social.

2. Democratización del Poder Judicial: 
La medida contribuiría a democratizar 
el acceso a los cargos judiciales, per-
mitiendo que la ciudadanía tenga una 
participación directa en la selección de 
quienes administran la justicia.

3. Reducción de la corrupción: Al ser 
elegidos por voto popular, los jueces 
y magistrados podrían sentirse me-
nos obligados a responder a intereses 
políticos o económicos, lo que podría 
reducir la corrupción y el tráfico de in-
fluencias.

4. Mayor confianza en el sistema ju-
dicial: La elección directa por parte de 
la ciudadanía podría aumentar la legi-
timidad y la confianza en el sistema ju-
dicial, al percibirse en el entorno social 
como más cercano y accesible.

Doctor en Cultura de Derechos
Humanos Leonardo Fragoso Cruz, Juez 
de Tribunal de Enjuciamiento Penal del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de México en retiro.

En México, el Poder Judicial federal 
ha sido objeto de numerosas refor-
mas con el objetivo de garantizar 

la justicia y la equidad en la sociedad. 

Una de las propuestas más controver-
tidas y discutidas en la arena política y 
social es la elección popular de minis-
tros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (SCJN), magistrados y jue-
ces. Esta idea ha generado un amplio 
debate sobre sus posibles beneficios y 
desafíos, así como sus implicaciones 
para la independencia judicial y la ca-
lidad de la justicia en un país con una 
problemática creciente de acceso a la 
justicia por parte de la ciudadanía.

La propuesta de elegir a ministros, jue-
ces y magistrados por voto popular sur-
ge en un contexto de descontento gene-
ralizado con el sistema judicial actual.

En contra de éstos argumentos y de 
los posibles beneficios, la propuesta de 
elegir a ministros, jueces y magistrados 
por voto popular enfrenta numerosos 
desafíos y problematicas, tanto que ha 
sido objeto de críticas significativas:
 
1. Independencia judicial: Uno de los 
principales argumentos en contra es que 
la elección popular podría comprometer 
la independencia judicial. Los jueces y 
magistrados podrían sentirse presiona-
dos a tomar decisiones populares en lu-
gar de decisiones justas y basadas en la 
ley, para asegurar su reelección.

2. Politización de la justicia: La cam-
paña electoral y la búsqueda de votos 
podrían llevar a la politización del Po-
der Judicial. Los candidatos a jueces y 
magistrados podrían depender de par-
tidos políticos y grupos de interés para 
financiar sus campañas, comprome-
tiendo  su imparcialidad y los demas 
valores éticos.

3. Competencia y preparación: La 
elección popular podría favorecer a 
candidatos con habilidades de campa-
ña y popularidad sobre aquellos con 
mayor competencia técnica y prepara-
ción jurídica. Esto podría afectar nega-
tivamente la calidad de la justicia.
 
4. Costos y logística: Organizar eleccio-
nes para jueces y magistrados podría 
implicar costos significativos y una com-
plejidad logística considerable. Además, 
la ciudadanía tendría que estar adecua-
damente informada sobre las competen-
cias y propuestas de los candidatos, lo 
cual podría ser un desafío en sí mismo.
 
Ahora bien,  cabría ante este escenario,  
hacer la pregunta, de ¿Cuáles serían las 
implicaciones para el Futuro del Siste-
ma Judicial Mexicano?
 
Y una posible respuesta, es que la im-
plementación de la elección popular 
de ministros, jueces y magistrados 
representaría un cambio radical en el 
sistema judicial mexicano. Es esencial 
considerar cuidadosamente las impli-
caciones y los posibles efectos no solo 
al corto y mediano plazo, si no al largo 
plazo de esta medida.

Doctor en Cultura de Derechos
Humanos,

Juez de Tribunal de Enjuiciamiento Penal 
del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de México en retiro.

Impactos Políticos y Económicos en México
Derivados del Conflicto entre Israel e Irán

bloqueos marítimos o ataques militares, 
puede reducir la oferta global y hacer subir 
los precios del petróleo. 

México, siendo aún exportador de crudo, 
puede experimentar efectos duales. Por un 
lado, el aumento en los precios internaciona-
les podría significar mayores ingresos para 
Petróleos Mexicanos (Pemex), beneficiando 
a sus finanzas a corto plazo. Sin embargo, 
este mismo fenómeno implica un aumento 
en los precios de importación de combusti-
bles refinados (como la gasolinay diesel), lo 
cual repercute directamente en la inflación 
interna, en los costos de transporte y en el 
poder adquisitivo de la población. 

El aumento en los precios del petróleo y el 
gas también repercute en los precios de bie-
nes y servicios, lo que puede traducirse en 
un repunte de la inflación en México. Esta 
situación complica la tarea del Banco de Mé-
xico, que podría verse forzado a mantener 
o incluso aumentar las tasas de interés para 
contener la inflación, afectando el crecimien-
to económico y el acceso al crédito. 

Además, la incertidumbre global derivada 
del conflicto genera nerviosismo en los mer-
cados financieros. El tipo de cambio del peso 
frente al dólar puede verse afectado por sali-
das de capital en busca de refugios más segu-
ros, lo que a su vez encarece las importacio-
nes y presiona aún más los precios internos. 

Aunque el conflicto no involucra directa-
mente a socios comerciales principales de 
México, las rutas marítimas cercanas a Irán 
—como el estrecho de Ormuz— son clave 
para el transporte de energía y mercancías. 
Cualquier obstrucción o tensión en estas ru-
tas afecta la logística global, generando re-
trasos, costos adicionales y desabastecimien-
tos en productos industriales o tecnológicos 
que, de una u otra.

México ha mantenido tradicionalmente 
una política exterior basada en la no inter-
vención, el respeto al derecho internacional 
y la solución pacífica de controversias. Sin 
embargo, conflictos de alta intensidad como 
el que involucra a Israel e Irán presionan a 
los países a adoptar posturas más definidas, 
sobre todo cuando intervienen aliados estra-
tégicos como Estados Unidos. 

En este contexto, México podría verse

obligado a posicionarse con mayor claridad 
en foros internacionales, ya sea en el Consejo 
de Seguridad de la ONU, la Asamblea Ge-
neral o en reuniones multilaterales, lo cual 
puede generar tensiones con actores clave 
de la comunidad internacional, dependien-
do del tono y contenido de sus posturas di-
plomáticas. 

Aunque México no ha sido blanco tradicio-
nal de amenazas terroristas, los conflictos 
en Medio Oriente pueden tener efectos in-
directos en la seguridad interna. El aumento 
en tensiones entre bloques geopolíticos y la 
posibilidad de ataques o represalias a inte-
reses occidentales puede derivar en mayor 
cooperación internacional en temas de inte-
ligencia y seguridad. México podría verse 
involucrado en iniciativas conjuntas de vigi-
lancia o intercambio de información que im-
pliquen ajustes en sus políticas de seguridad 
nacional. 

Otra posible consecuencia indirecta es el au-
mento en las crisis migratorias. Aunque la 
distancia geográfica entre México y Medio 
Oriente es considerable, los desplazamien-
tos masivos de personas debido a guerras y 
conflictos suelen generar presiones globales 
que afectan a múltiples regiones. México, 
como país de tránsito hacia Estados Unidos, 
podría enfrentar presiones diplomáticas o 
logísticas si las rutas migratorias se diversi-
fican o si se incrementa la llegada de solici-
tantes de refugio de zonas en conflicto. 

El conflicto entre Israel e Irán, aunque leja-
no geográficamente, tiene múltiples efectos 
tangenciales que afectan a México en los pla-
nos económico y político. Desde la volatili-
dad en los precios del petróleo y el aumento 
de la inflación, hasta la presión por adoptar 
posturas diplomáticas y reforzar mecanis-
mos de seguridad, México debe prepararse 
para enfrentar escenarios de incertidumbre 
global. 

La clave para mitigar estos impactos radica 
en una política económica sólida que permi-
ta absorber los choques externos —particu-
larmente en energía e inflación— y en una 
diplomacia hábil que mantenga el equilibrio 
entre principios históricos y las nuevas rea-
lidades geopolíticas. En un mundo cada vez 
más interconectado, los conflictos regionales 
pueden tener resonancia global, y México no 
es la excepción. 

El conflicto entre Israel e Irán, caracte-
rizado por tensiones militares, ataques 
directos e indirectos, y una profunda 

rivalidad ideológica y geopolítica, ha tenido 
implicaciones significativas a nivel global. 
Aunque geográficamente distante, México 
no es inmune a los efectos de este enfren-
tamiento, especialmente en los ámbitos 
político y económico. La interdependencia 
de los mercados internacionales, la política 
energética y las alianzas diplomáticas globa-
les generan impactos que afectan directa e 
indirectamente a la economía mexicana y su 
posicionamiento internacional. 

Uno de los efectos más inmediatos del conflic-
to entre Israel e Irán se manifiesta en los pre-
cios internacionales del petróleo. Irán es uno 
de los principales productores de crudo en el 
mundo, y cualquier interrupción en su pro-
ducción o exportación, ya sea por sanciones,
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Raw Sugar Men’s Care llegó para demostrar que cuidarte también es parte del 
game. Esta línea de productos clean, veganos y efectivos está diseñada espe-
cialmente para hombres que quieren verse bien, oler bien y sentirse aún mejor 
—sin complicarse la vida ni dejar de ser fieles a su estilo.

Sus fórmulas están hechas con ingredientes potentes de origen natural, sin sul-
fatos, parabenos, ni químicos agresivos. Todo bajo su exclusiva Cold Press Te-
chnology®, un proceso en frío que preserva al máximo la potencia y beneficios 
de cada extracto natural, para que tu piel y cabello reciban lo mejor, sin filtros.

Además, Raw Sugar no solo 
te cuida a ti—también cuida al 
planeta. Todos sus productos 
son veganos, cruelty-free, sin 
sulfatos ni parabenos y en em-
paques reciclables.

¿El resultado? Una línea de cui-
dado personal premium, pen-
sada para hombres que valoran 
verse y sentirse bien sin com-
plicarse y con plena conciencia. 

Raw Sugar Men’s Care no es 
solo una opción. Es un upgrade 
total para tu rutina. ¿Estás listo 
para cambiar el juego?

¿Eres más de barra? 
Las Eco Body Bars son sólidas, naturales, 
limpian a fondo e hidratan mientras dan un 
mini masaje en cada uso. Perfectas para lle-
var en la maleta o usar todos los días.

Más beneficios
• Complejo de proteínas para 

mejorar la elasticidad del ca-
bello.

• Aceite de árbol de té, que 
promueve un crecimiento 
saludable y mejora la salud 
del cuero cabelludo.

• Aloe para calmar e hidratar.
• Karité, que protege el cuero 

cabelludo.
• Queratina vegana, que con-

trola el frizz y da suavidad 
sin comprometer la salud 
capilar.

Cabello 
El Shampoo 2 en 1 lo hace todo: Su fórmula 
poderosa con carbón, menta, jojoba y pro-
vitamina B5 limpia profundamente, aporta 
brillo y suavidad, y mantiene la hidratación 
sin dejarlo pesado.

La biotina vegana fortalece desde la raíz, 
ayudando a restaurar la elasticidad, estimu-
lar el crecimiento y apoyar la producción 
natural de colágeno, reduciendo la rotura.

La piel:
El Body Wash con bambú + carbón activado 
hidrata y da firmeza, mientras elimina to-
xinas y suciedad. La mezcla de eucalipto y 
cedro le da a tu piel un estallido de frescura 
natural, ideal para esos días largos y activos.

Y si batallas con resequedad o piel escamo-
sa, su línea con coco negro + sal marina es 
para ti. Suaviza, previene la descamación y 
mejora visiblemente la elasticidad de la piel. 
Además, la sal marina ayuda a equilibrar y 
desintoxicar, dándole a tu cuerpo ese reset 
que tanto necesita.

El self care también es para ellos y Raw Sugar 
tiene una línea para consentirlos en la ducha

Bonum Habitus



Según escritos antiguos, Pericles 
(495 a.c. – 429 a.c.) quien fue un 
gran orador, político, estratega y 
jefe militar, es reconocido como 
el primer abogado en la historia, 
en su época se dice se vivieron los 
mejores años de Grecia. Durante 
estos tiempos los juicios eran ora-
les y las partes debían defenderse 
de forma personal, sin asesora-
miento legal, estaban autoriza-
dos para hacerse acompañarse de 
un amigo o pariente que de ma-
nera secundaria podía intervenir 
en el juicio, es ahí donde Pericles, 
adquirió popularidad entre co-
nocidos, amigos y las ciudades 

cercanas a Atenas, donde con su 
gran oratoria logró conseguir ga-
nar varios juicios que en la época 
fueron bastante populares.

A nivel mundial, la fecha para 
celebrar a los abogados es el se-
gundo martes de abril, nace del 
orador Steve Hughes, a quien 
pensando en que se celebra casi 
cualquier cosa, porque no enalte-
cer la profesión de los abogados, 
quienes constantemente sufren 
connotaciones negativas a nivel 
mundial, festejando así, el Día 
Internacional de Ser Amables 
con los Abogados (as), celebra-

ción que ha ganado lugar inter-
nacional, sobre todo en los Esta-
dos Unidos.

En México, se celebra el 12 de 
julio, debido a que, en esta fecha 
de 1533, tuvo lugar la primera 
cátedra de derecho impartida 
en el país en la Real y Pontificia 
Universidad de México, ante-
cesora de la actual Universidad 
Nacional Autónoma de México 
(UNAM). El Día del Abogado fue 
instituido oficialmente por decre-
to presidencial, durante el man-
dato de Adolfo López Mateos en 
1960.

Origen del Día del Abogado (a)
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        Frases y Datos sobre abogados
 

•	 Juan Gutiérrez Altamirano 
se convirtió en el primer 
abogado registrado en la 
Nueva España, en 1531, su 
labor fue fundamental en 
la creación de las primeras 
leyes y normas que rigie-
ron el territorio mexicano 
durante la época colonial. 
Además, su trabajo sentó 
las bases para la creación 
de una carrera universita-
ria específica para la for-
mación de abogados en el 
país.

•	 María Asunción Sandoval 
se convirtió en la primera 
abogada de México a me-
diados del siglo XIX en la 
capital mexicana, formó 
parte de la primera genera-
ción de mujeres en recibir 
educación media superior 
en la Escuela Nacional Pre-
paratoria. Superó restric-
ciones típicas de la época 
bajo la dictadura de Por-
firio Díaz y al sistema pa-
triarcal que dominaba. En 
su acta de matrimonio se 
lee «Profesión: Abogado «.

•	 Esta profesión siempre ha 
sido necesaria a través de 
la historia, sin importar el 
lugar y el tiempo, ya que 
toda la sociedad necesita 
una regulación e interpre-
tación para hacer valer las 
normas jurídicas.

•	 La primera mujer que con-
siguió un doctorado en 
derecho fue la rumana Sar-
miza Bilcescu y lo obtuvo 
en la Universidad de París 
después de luchar contra 
la misoginia y las conti-
nuas trabas con las que 
se encontró por el simple 
hecho de ser mujer. Sarmi-
za, que había vivido en su 
propia piel la injusticia de 
la inexistencia de mujeres 
en la universidad, nunca se 
dedicó a la abogacía, sino 
que dedicó toda su vida a 
defender los derechos fe-
meninos.



https://juridify.com/abogados-actualidad/dia-del-abogado-internacional/
https://www.abogacia.es/actualidad/noticias/el-dia-europeo-de-los-aboga-
dos-hoy-25-de-octubre-destaca-la-importancia-de-la-autorregulacion/
https://www.bing.com/search?q=datos%20curiosos%20sobre%20abogados&-
qs=n&form=QBRE&sp=-1&ghc=1&lq=0&pq=datos%20curiosos%20sobre%20
abogados&sc=12-29&sk=&cvid=E5FF04F75F264C338AA9EBC20B33E162
https://reyabogado.com/historia/cual-fue-el-primer-abogado-de-la-histo-
ria/#:~:text=Se%20trata%20de%20Juan%20Guti%C3%A9rrez%20Altamira-
no%2C%20quien%20en,rigieron%20el%20territorio%20mexicano%20duran-
te%20la%20%C3%A9poca%20colonial.
https://www.mujeresenlahistoria.com/2015/01/la-primera-abogada-sarmi-
za-bilcescu.html#google_vignette
https://tareasjuridicas.com/10-datos-curiosos-de-la-abogacia-que-no-conocias/

•	 Un abogado es una persona que escribe un 
documento de 10000 palabras y lo llama re-
sumen (Franz Kafka)

•	 Los abogados son hombres que contrata-
mos para protegernos de abogados (Elbert 
Hubbard).

•	 A algunas personas no les gustan los abo-
gados, hasta que los necesitan (Kenneth G. 
Eade).

•	 El Día Europeo de los Abogados (as), es el 
25 de octubre.

•	 El 35.5% de los abogados ejerce en la Ciu-
dad de México, Hidalgo, Estado de México, 
Morelos, Puebla y Tlaxcala. 

•	 El primer antecedente del “Torito” en Mé-
xico se remonta al siglo XVI, la civilización 
azteca ya contaba con un número amplio de 
delitos y castigos por el actuar de sus ciu-
dadanos, la embriaguez en público fue se-
veramente censurada en los Códices Men-
docino, Florentino y Telleriano-Remensis, 
donde explican el tratamiento que recibían 
los individuos que abusaban del alcohol.

•	 El Consumo desmedido conducía a la comi-
sión de otros ilícitos, por lo que entre algu-
nas sanciones eran las siguientes:

A.- BORRACHOS ESCANDALOSOS: Eran 
tranquilizados en las plazas principales.
B.- BEBEDORES HABITUALES: Podían 
tener como castigo el derrumbe de sus ho-
gares y eran inhabilitados para cargos pú-
blicos.
C.- MUERTE PARA ALTOS FUNCIONA-
RIOS: Los estudiosos que acudían al Calme-
cac, la mujer moza, el sacerdote y altos fun-
cionarios eran sancionados de esta forma.

*Como nota interesante, sólo los ancianos 
podían ingerir las bebidas alcohólicas cuan-
do lo decidieran, pues eran considerados 
individuos que ya habían cumplido sus 
obligaciones sociales.
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(+52) 55 4430 9821 

Asesoría, redacción y revisión de contratos para
verificar y dar veracidad a la información, que tu
compra o venta sea segura es nuestra responsabilidad.

Inmobiliario

Basta experiencia en fusión y/o adquisición de
empresas.

Fusiones y adquisiciones de empresas

Tu libertad es lo más importante. Los abogados
penalistas mejor capacitados de México te ayudarán a
recuperar tu libertad.

Penal

Protegemos y regularizamos tu empresa, solucionando
contratiempos en el marco legal.

Corporativo

Asesoría, análisis de riesgos y diseño de estrategias
legales para garantizar seguridad y cumplimiento en el
entorno digital. Protección de datos personales y
cumplimiento con normativas TIC.

Digital y Compliance

Diseñamos estrategias personalizadas para tener
resoluciones definitivas e inmediatas en el ámbito civil
y comercial. 

Civil

En ZAL&T firma de abogados, te ayudamos
a solucionar y prevenir cualquier situación

legal dentro de México.

, la red de abogados más grande de MéxicoGrupo Multimedia Legal
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La ansiedad y lo jurídico
¡La contienda!

La mayoría de las personas en 
algún momento, hemos sufri-
do o padecido de esta que po-

dríamos llamarla así, enfermedad. 
En las personas quienes hemos 
sufrido de estén padecimiento, 
no es nada fácil. Podemos decir 
que, para hablar de ella, tienes 
que vivirla en carne propia. En tu 
jornada diaria, te afecta en tus re-
laciones profesionales o laborales, 
familiares y en su caso de pareja; 
aunado a ello el miedo que sientes, 
te bloquea y te paraliza. No te deja 
tomar decisiones, todo te aterra y 
vives secuestrado mentalmente. 
Los temblores presentes todo el 
tiempo y los malestares continuos 
llamados, dolores selectivos. En 
verdad este padecimiento psicoló-
gico, no se le desea ni al peor ene-
migo. Si eres litigante o postulan-
te, imagínate tener que litigar en 
contra de la ansiedad. Por eso este 
artículo se llama así “la ansiedad y 
lo jurídico ¡la contienda!

Mujeres y hombres sin importar 
edad o status social, sufren cuan-
do se presenta un detonante que 
desencadena y colapsa la ansie-
dad. No se puede controlar tus 
pensamientos y mucho menos tus 
miedos. Te imaginas un desastre 
catastrófico y que no tiene solu-
ción. Imagínate tu como litigante 
en contienda versus la ansiedad 
¿qué argumentos utilizarías?  

El ser humando durante sus pri-
meros años de su vida e incluso 
durante la etapa gestacional, pue-
de sufrir de traumas que, en su 
edad adulta, ocasionen que se pre-
sente dicho padecimiento. Un es-
tudio realizado en Estados Unidos, 
arrojo que un alto porcentaje de la 
población, ha presentado uno o 
más padecimientos como los mie-
dos infundados, crisis de angustia 
y ansiedad generalizada.1 Todos 
sin excepción hemos conocido a al-
guien, que lamentablemente sufre 
de este padecimiento unas o unos 
en menor o en mayor grado. Pero 
1 Heinze Gerardo. ” La ansiedad: cómo se la concibe 
actualmente” Revista ciencia 2003, abril-junio p. 11

ya sea en menor o en mayor grado 
las experiencias, son muy compli-
cadas. Imaginemos a un abogado 
postulante, que enfrentara a la 
ansiedad como contrincante jurí-
dico, preparando sus argumentos. 
Claro que sería un asunto de com-
plejidad, puesto que la ansiedad 
se presenta por diversos factores, 
el más común: el miedo infunda-
do. Este miedo crea un escenario 
catastrófico, se presenta en una 
situación de preocupación, hacién-
dola de mayor escala e imposible 
de resolver. “Existe argumentos 
comunes y especializados: la ar-
gumentación común es la que uti-
lizamos en contextos del habla co-
tidiano en los que cualquiera que 
pueda hablar podría participar. En 
cambio, la argumentación especia-
lizada se  emplea en contextos del 
habla donde hay especialistas en 
ciertas disciplinas o teorías, como 
la política, el derecho, la religión, 
etcétera.”2 Por lo anteriormente 
mencionado, podemos decir que el 
abogado postulante, puede formu-
lar sus argumentos tanto de forma 
común o especializada. En el pri-
mero, puede argumentar que la 
ansiedad presenta falacias, ya que, 
al no ser reales, carecen de todo 
sustento jurídico. Por otro lado, en 
el segundo al presentarse dolores 
selectivos en el organismo, la ar-
gumentación seria especializada. 
“La ansiedad se debe de entender 
como una reacción que puede ser 
adaptativa o de defensa ante una 
situación nueva o inesperada, y 
que se caracteriza por un estado 
de mayor alerta y activación bioló-
gica, psicológica y social.”3

¿El estrés como detonante de la 
contienda?
Existe otro punto que debemos 
tomar en cuenta, ya que va ligado 
a este “el estrés.” El estrés es una 
respuesta que nuestro cuerpo ma-
nifiesta, como consecuencia de un 
evento, persona o cosa. También 

2 Argumentación jurídica, Rojas Amandi Víctor 
Manuel, 2014, Ed. OXFORD, p.30 
3 Heinze Gerardo. ” La ansiedad: cómo se la concibe 
actualmente” Revista ciencia 2003, abril-junio p.9

es una forma de ansiedad, que al 
manifestarse la musculatura se 
pone rígida, hay falta de concen-
tración, se presenta disfunción 
eréctil, irritabilidad con otras per-
sonas e incluso con la misma per-
sona quien lo padece e insomnio. 
Sino se controla puede ocasionar 
enfermedades diversas. El Insti-
tuto de Servicios Sociales para los 
Trabajadores del Estado, en una 
publicación hecha en el portal del 
gobierno federal en el año 2020 
describe que existen dos tipos de 
estrés: “el estrés positivo que es 
aquel estrés donde el individuo 
interacciona con su estresor de 
una manera óptima, ayudando a 
su mente y cuerpo a sentir alegría, 
bienestar y equilibrio. Es aquel en 
el que las tensiones ven su recom-
pensa en algún motivo personal 
o profesional. Quien lo padece se 
caracteriza por ser creativo y estar 
siempre motivado. El estrés nega-
tivo es aquel que es perjudicante 
o desagradable ya que produce 
una sobrecarga de trabajo que 
ocasiona un desequilibrio fisioló-
gico o psicológico que disminuye 
la productividad del individuo, 
provoca enfermedades y acelera el 
envejecimiento. La vida cotidiana 
esta llena de estresantes negativos, 
como un mal ambiente laboral, 
problemas familiares, una perdi-
da, etcétera.”4 

Ahora que hemos descrito las cau-
sas y efectos que produce la ansie-
dad, el abogado postulante podrá 
de manera más eficaz, enfrentar la 
contienda versus la ansiedad, con 
conocimiento de causa. Como tal 
la contienda deberá involucrar, 
diversos enfoques, ya que la par-
te (postulante) y la contraparte 
(ansiedad) involucran un mismo 
detonante.  El abogado postulan-
te quien es la parte actora, deberá 
usar sus conocimientos para que se 
logre las intenciones de su cliente, 
derrotar a la ansiedad. A contrario 
sensu la ansiedad, contara con la 
ayuda de un aliado de nombre es-
trés. En la presente contienda jurí-
dica, habrá alegatos de apertura en 
donde la parte actora, manifestará
que el estrés detonante o sea el 
4 ISSSTE. Estrés y tu salud: estrés [en línea]. México: 
gob.mx, 22 de julio 2020. [consulta:22 de junio 2025].  
Disponible en https://www.gob.mx/issste/articu-
los/el-estres-y-tu-salud?idiom=es  

negativo, ocasiona daños psico-
lógicos y orgánicos en su cliente. 
Mientras que la contra parte, argu-
mentara que el estrés positivo no 
afecta en lo absoluto y que puede 
ser sobrellevado, al grado de mo-
tivar al individuo. Ambas partes 
presentaran en su momento, las 
pruebas pertinentes correspon-
dientes para su desahogo. 

Como hemos leído en el párrafo 
anterior, es una paráfrasis en don-
de una contienda jurídica literal, 
se presentan causas y efectos de la 
ansiedad. En el presente artículo, 
se hace énfasis en el conocimien-
to de las causas, que originan la 
ansiedad, lo que puede ocasionar 
sino se controla debidamente y 
con la posibilidad de convertirse, 
en un padecimiento crónico. Algu-
nos consejos para prevenir el estrés 
que conlleva a la ansiedad: “iden-
tifica las causas del estrés, evalúa 
que esta en tus manos para hacer 
y disminuir el estrés, haz ejercicio, 
evita el consumo de tabaco, café 
o alcohol, técnicas cognitivo-con-
ductuales, técnicas de relajación, 
busca ayuda profesional, realiza 
actividades que disfrutes realizar, 
duerme bien, busca el equilibrio 
entre actividades recreativas y 
responsabilidades.”5 Como hemos 
leído, existen técnicas y hábitos 
que pueden ayudar para atender, 
prevenir y controlar este pade-
cimiento que de manera crónica 
afecta no solo la vida del pacien-
te, sino su circulo social, familiar y 
lamentablemente también el senti-
mental que en ocasiones, la pareja 
difícilmente entiende por qué los 
miedos infundados; así como los 
demás síntomas que se presentan. 
Ocasionando diferencias al grado, 
de existir un distanciamiento o de 
mayor magnitud, como un divor-
cio. Como se mencionó al principio 
de este artículo, esta enfermedad 
no se le desea ni al peor enemigo.

Los abogados están sometidos a 
un grado elevado de estrés, que 
afecta no solo a ellos, sino a sus 
representados. La ansiedad que 
puede describirse, por aquellas 
personas que la sufren día a día y 
5 ISSSTE. Estrés y tu salud: estrés [en línea]. México: 
gob.mx, 22 de julio 2020. [consulta:22 de junio 2025].  
Disponible en https://www.gob.mx/issste/articu-
los/el-estres-y-tu-salud?idiom=es  

que absorbe con depresión, cada 
una de las funciones psicológicas 
y orgánicas de una persona, al 
grado de lo que comúnmente se 
dice “tocar fondo.” Momentos de 
tristeza, llanto, presión en el pe-
cho y taquicardia; por mencionar 
algunos síntomas más.  Toda esta 
sintomatología afectara de manera 
preponderante, en las actividades 
jurídicas diarias, que lleva un pro-
fesional del derecho. No obstante, 
es de vital importancia su atención 
temprana para evitar complica-
ciones futuras. “Los problemas 
gastrointestinales pueden estar 
asociados con la ansiedad, debido 
a que el sistema gástrico contiene 
neuronas que producen serotonina 
y al alterarse se producen se pro-
ducen síntomas como inflamación, 
flatulencias y estreñimiento, entre 
otros, que disminuyen conforme 
se controla el trastorno con medi-
camentos.”6 ¿Qué es el miedo? El 
miedo es una respuesta emocional 
que tiene como objetivo primordial 
desencadenar las acciones nece-
sarias para afrontar una amenaza 
(real o imaginaria), estando dichas 
acciones vinculadas con la lucha o 
el escape. Por su parte, la ansiedad 
esta relacionada con la vigilancia y 
la anticipación, las cuales dan lu-
gar a comportamientos que buscan 
evitar una situación determinada o 
mantener un constante estado de 
alerta o cautela.”7

6 Secretaria de salud. Ansiedad puede evolucionar y 
convertirse en trastorno de salud mental [en línea]. 
México:  gob.mx, 04 abril 2024. [consulta: 22 de junio 
2025]. Disponible en https://www.gob.mx/salud/
prensa/136-ansiedad-puede-evolucionar-y-conver-
tirse-en-trastorno-de-salud-mental
7 Diccionario de las emociones. Controla tus 
preocupaciones y eliminaras tu ansiedad [en 
línea]. México: gaceta.unam.mx, mar 21, 2022. 
[consulta: 22 de junio 2025]. Disponible en https://
www.gaceta.unam.mx/controla-tus-preocupa-
ciones-y-eliminaras-tu-ansiedad/
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es una forma de ansiedad, que al 
manifestarse la musculatura se 
pone rígida, hay falta de concen-
tración, se presenta disfunción 
eréctil, irritabilidad con otras per-
sonas e incluso con la misma per-
sona quien lo padece e insomnio. 
Sino se controla puede ocasionar 
enfermedades diversas. El Insti-
tuto de Servicios Sociales para los 
Trabajadores del Estado, en una 
publicación hecha en el portal del 
gobierno federal en el año 2020 
describe que existen dos tipos de 
estrés: “el estrés positivo que es 
aquel estrés donde el individuo 
interacciona con su estresor de 
una manera óptima, ayudando a 
su mente y cuerpo a sentir alegría, 
bienestar y equilibrio. Es aquel en 
el que las tensiones ven su recom-
pensa en algún motivo personal 
o profesional. Quien lo padece se 
caracteriza por ser creativo y estar 
siempre motivado. El estrés nega-
tivo es aquel que es perjudicante 
o desagradable ya que produce 
una sobrecarga de trabajo que 
ocasiona un desequilibrio fisioló-
gico o psicológico que disminuye 
la productividad del individuo, 
provoca enfermedades y acelera el 
envejecimiento. La vida cotidiana 
esta llena de estresantes negativos, 
como un mal ambiente laboral, 
problemas familiares, una perdi-
da, etcétera.”4 

Ahora que hemos descrito las cau-
sas y efectos que produce la ansie-
dad, el abogado postulante podrá 
de manera más eficaz, enfrentar la 
contienda versus la ansiedad, con 
conocimiento de causa. Como tal 
la contienda deberá involucrar, 
diversos enfoques, ya que la par-
te (postulante) y la contraparte 
(ansiedad) involucran un mismo 
detonante.  El abogado postulan-
te quien es la parte actora, deberá 
usar sus conocimientos para que se 
logre las intenciones de su cliente, 
derrotar a la ansiedad. A contrario 
sensu la ansiedad, contara con la 
ayuda de un aliado de nombre es-
trés. En la presente contienda jurí-
dica, habrá alegatos de apertura en 
donde la parte actora, manifestará
que el estrés detonante o sea el 
4 ISSSTE. Estrés y tu salud: estrés [en línea]. México: 
gob.mx, 22 de julio 2020. [consulta:22 de junio 2025].  
Disponible en https://www.gob.mx/issste/articu-
los/el-estres-y-tu-salud?idiom=es  

negativo, ocasiona daños psico-
lógicos y orgánicos en su cliente. 
Mientras que la contra parte, argu-
mentara que el estrés positivo no 
afecta en lo absoluto y que puede 
ser sobrellevado, al grado de mo-
tivar al individuo. Ambas partes 
presentaran en su momento, las 
pruebas pertinentes correspon-
dientes para su desahogo. 

Como hemos leído en el párrafo 
anterior, es una paráfrasis en don-
de una contienda jurídica literal, 
se presentan causas y efectos de la 
ansiedad. En el presente artículo, 
se hace énfasis en el conocimien-
to de las causas, que originan la 
ansiedad, lo que puede ocasionar 
sino se controla debidamente y 
con la posibilidad de convertirse, 
en un padecimiento crónico. Algu-
nos consejos para prevenir el estrés 
que conlleva a la ansiedad: “iden-
tifica las causas del estrés, evalúa 
que esta en tus manos para hacer 
y disminuir el estrés, haz ejercicio, 
evita el consumo de tabaco, café 
o alcohol, técnicas cognitivo-con-
ductuales, técnicas de relajación, 
busca ayuda profesional, realiza 
actividades que disfrutes realizar, 
duerme bien, busca el equilibrio 
entre actividades recreativas y 
responsabilidades.”5 Como hemos 
leído, existen técnicas y hábitos 
que pueden ayudar para atender, 
prevenir y controlar este pade-
cimiento que de manera crónica 
afecta no solo la vida del pacien-
te, sino su circulo social, familiar y 
lamentablemente también el senti-
mental que en ocasiones, la pareja 
difícilmente entiende por qué los 
miedos infundados; así como los 
demás síntomas que se presentan. 
Ocasionando diferencias al grado, 
de existir un distanciamiento o de 
mayor magnitud, como un divor-
cio. Como se mencionó al principio 
de este artículo, esta enfermedad 
no se le desea ni al peor enemigo.

Los abogados están sometidos a 
un grado elevado de estrés, que 
afecta no solo a ellos, sino a sus 
representados. La ansiedad que 
puede describirse, por aquellas 
personas que la sufren día a día y 
5 ISSSTE. Estrés y tu salud: estrés [en línea]. México: 
gob.mx, 22 de julio 2020. [consulta:22 de junio 2025].  
Disponible en https://www.gob.mx/issste/articu-
los/el-estres-y-tu-salud?idiom=es  

que absorbe con depresión, cada 
una de las funciones psicológicas 
y orgánicas de una persona, al 
grado de lo que comúnmente se 
dice “tocar fondo.” Momentos de 
tristeza, llanto, presión en el pe-
cho y taquicardia; por mencionar 
algunos síntomas más.  Toda esta 
sintomatología afectara de manera 
preponderante, en las actividades 
jurídicas diarias, que lleva un pro-
fesional del derecho. No obstante, 
es de vital importancia su atención 
temprana para evitar complica-
ciones futuras. “Los problemas 
gastrointestinales pueden estar 
asociados con la ansiedad, debido 
a que el sistema gástrico contiene 
neuronas que producen serotonina 
y al alterarse se producen se pro-
ducen síntomas como inflamación, 
flatulencias y estreñimiento, entre 
otros, que disminuyen conforme 
se controla el trastorno con medi-
camentos.”6 ¿Qué es el miedo? El 
miedo es una respuesta emocional 
que tiene como objetivo primordial 
desencadenar las acciones nece-
sarias para afrontar una amenaza 
(real o imaginaria), estando dichas 
acciones vinculadas con la lucha o 
el escape. Por su parte, la ansiedad 
esta relacionada con la vigilancia y 
la anticipación, las cuales dan lu-
gar a comportamientos que buscan 
evitar una situación determinada o 
mantener un constante estado de 
alerta o cautela.”7

6 Secretaria de salud. Ansiedad puede evolucionar y 
convertirse en trastorno de salud mental [en línea]. 
México:  gob.mx, 04 abril 2024. [consulta: 22 de junio 
2025]. Disponible en https://www.gob.mx/salud/
prensa/136-ansiedad-puede-evolucionar-y-conver-
tirse-en-trastorno-de-salud-mental
7 Diccionario de las emociones. Controla tus 
preocupaciones y eliminaras tu ansiedad [en 
línea]. México: gaceta.unam.mx, mar 21, 2022. 
[consulta: 22 de junio 2025]. Disponible en https://
www.gaceta.unam.mx/controla-tus-preocupa-
ciones-y-eliminaras-tu-ansiedad/
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La rendición de cuentas policial:
del discurso a la praxis institucional

Una reflexión crítica sobre la responsa-
bilidad en el ejercicio policial y las con-
diciones estructurales necesarias para 

una función ética y profesional.

En la función policial mexicana, la rendi-
ción de cuentas se practica con la misma 
precisión con la que se limpia un arma 
que no se piensa usar: se simula. El agente 
debe conocer los protocolos, aunque na-
die se los haya explicado. Debe aplicar el 
uso racional de la fuerza, aunque el único 
racionalismo que conoce es el de sobre-
vivir su jornada. Y si falla, entonces sí: 
“todos actúan sorprendidos”. Se activan 
comités, se filtra el video y se redacta un 

boletín lleno de adjetivos democráticos. 
Rendición de cuentas no significa corregir 
el sistema, sino encontrar rápido al culpa-
ble de turno. Y así, el ciclo comienza de 
nuevo: el policía como sujeto de deber, 
nunca como sujeto de derecho.

El presente artículo propone una revisión 
crítica del concepto de rendición de cuen-
tas en el ámbito policial, reconociendo 
tanto la responsabilidad individual del 
agente como las obligaciones estructura-
les del Estado para garantizar un ejerci-
cio profesional, legal y ético de la función 
policial.

1. El principio de rendición de cuentas 
como eje democrático
En la Carta Magna, el principio de rendi-
ción de cuentas está implícito en diversos 
preceptos que regulan el actuar de los 
servidores públicos (arts. 6º, 8º, 109 y 134, 
entre otros). Esta obligación se vincula es-
trechamente con los principios de legali-
dad, transparencia, eficiencia y respeto a 
los derechos humanos.

En el caso de la función policial, este prin-
cipio cobra una importancia mayor. El 
uso de la fuerza, la detención de perso-
nas, el manejo de evidencia, entre otros 
actos, hacen de la rendición de cuentas 
no solo una exigencia jurídica, sino un 
imperativo ético. Siendo un aspecto tridi-
mencional
- Legal (cumplir con la norma);
- Operativa (cumplir con la misión 

institucional); y 
- Ética (respetar la dignidad humana y 

actuar con integridad).

2. ¿Dónde comienza y dónde termina la 
responsabilidad?
El discurso público y mediático tiende a 
centrar la responsabilidad en el “policía de 
calle”, ignorando que su actuar está condi-
cionado por una serie de factores estruc-
turales: falta de capacitación continua, au-
sencia de protocolos claros, precariedad 
laboral, presiones externas e incluso ins-
trucciones contradictorias de los mandos.
Si bien todo servidor debe responder por 
sus actos, la responsabilidad institucional 
implica que el Estado proporcione condi-
ciones para que dichos actos sean legales, 
eficaces y éticos. Cuando un elemento 
policial actúa de forma indebida, también 
debe analizarse si cuenta con:
1. Directrices claras.

2. Capacitación profesional actualiza-
da.

3. Supervisión efectiva.
4. Equipamiento y condiciones labora-

les adecuadas.

Reducir la rendición de cuentas al castigo 
individual debilita la posibilidad de co-
rregir las causas sistémicas del mal actuar 
y obstaculiza la mejora institucional.

3. Elementos para una rendición de 
cuentas real.
Y aqui enumero los que considero, pilares 
para una correcta rendición de cuentas.
1. Formación ética y profesional: 

Aquella que se sustenta en el ejem-
plo, , escenarios reales y retroalimen-
tación constante. Priorizando la dig-
nidad humana, el uso racional de la 
fuerza y los derechos humanos.

2. Liderazgo ejemplar: El mando po-
licial debe encarnar los valores que 
exige a su personal. 

3. Protocolos claros y evaluación ope-
rativa: Cada acción policial debe re-
girse por procedimientos claros, co-
nocidos por el personal y auditables. 

4. Supervisión con enfoque preven-
tivo: Previo al castigo, se debe su-
pervisar para acompañar, corregir y 
formar. 

5. Participación ciudadana y transpa-
rencia: Los ciudadanos deben tener 
acceso a información, canales para 
denunciar y espacios de evaluación 
externa. Esto fortalece la legitimidad 
del trabajo policial.

La rendición de cuentas en la función 
policial no puede seguir entendiéndose 
como una reacción punitiva aislada. Debe 
constituirse como un sistema de respon-
sabilidad multinivel, donde el agente, el 
mando, la institución y el Estado asuman 
sus deberes de manera coordinada y co-
herente.

Una policía preparada, es una policía que 
puede y debe rendir cuentas. De lo con-
trario, se perpetúa una simulación que 
erosiona la confianza ciudadana y vulne-
ra el espíritu del servicio público.

Es momento de pasar del discurso a la 
praxis institucional. La rendición de cuen-
tas no es una carga: es la garantía de la 
autoridad al servicio de la ciudadania.
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principios constitucionales esenciales. En 
otras palabras, aunque el Congreso tiene 
un margen considerable para configurar el 
sistema tributario, dicho poder no es abso-
luto.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN) ha reconocido que esta facultad 
forma parte de un margen legítimo de ac-
tuación del legislador, el cual puede definir 
los elementos del sistema fiscal conforme a 
las necesidades del país. No obstante, este 
margen debe ejercerse dentro del marco 
del orden constitucional.1

El ejercicio de la potestad tributaria está 
condicionado por diversos principios cons-
titucionales que buscan garantizar la justi-
cia fiscal y la seguridad jurídica. Entre los 
más importantes se encuentran:

1. Principio de legalidad.
Toda contribución debe estar prevista en 
una ley en sentido formal y material. Esto 
implica que el impuesto debe ser creado 
por el Congreso a través de un proceso le-
gislativo regular, y que sus elementos esen-
ciales —como el sujeto, objeto, base y tasa o 
tarifa— deben estar claramente definidos. 
De este modo, se brinda certeza jurídica a 
los contribuyentes y se evita la discreciona-
lidad administrativa.2

2. Principio de proporcionalidad.
Este principio establece que cada persona 
debe contribuir al gasto público en propor-
ción a su capacidad económica. En térmi-
nos prácticos, quienes tienen más ingresos 
o riqueza deben pagar más impuestos que 
quienes tienen menos. La proporcionali-
dad garantiza que la carga fiscal sea justa 
y razonable.3

3. Principio de equidad.
La equidad tributaria implica que los con-
tribuyentes en situaciones similares reciban 
un trato igualitario ante la misma ley fiscal. 
No se trata solo de igualdad formal, sino 
de un trato justo y congruente dentro de 
un mismo régimen tributario. La SCJN ha 
precisado que este principio prohíbe dis-
criminaciones injustificadas entre quienes

1 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2007) 
Tesis: 1a./J. 159/2007. Registro Digital: 170585.
2 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2006). 
Tesis: P./J. 106/2006. Registro digital: 174070. 
3 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2003).
Tesis: P./J. 10/2003.  Registro digital: 184291. 

se hallan en condiciones equivalentes.4

4. Principio de destino al gasto público.
Este principio exige que los ingresos deri-
vados de los tributos se utilicen exclusiva-
mente para financiar los servicios públicos 
y cubrir las necesidades colectivas, y no con 
fines ajenos al interés general.

La interpretación jurisprudencial: límites 
razonables al poder legislativo
La SCJN ha emitido jurisprudencia relevan-
te sobre el alcance de la libre configuración 
legislativa. En particular, la tesis 159/20075 
establece que el diseño del sistema tributa-
rio forma parte del ámbito legítimo de ac-
tuación del Congreso. Sin embargo, advier-
te que este poder tiene límites claros que 
no pueden ser sobrepasados sin afectar los 
principios constitucionales, la reserva de 
ley y la vigencia del sistema democrático.

La Corte reconoce que el legislador puede 
cambiar o ajustar las hipótesis fiscales de 
acuerdo con las condiciones históricas del 
país. Aun así, tales decisiones deben estar 
debidamente justificadas y no pueden vul-
nerar los principios de legalidad, propor-
cionalidad o equidad. Así, se protege a los 
contribuyentes contra posibles abusos del 
poder legislativo.

En conclusión, la libre configuración legis-
lativa en materia tributaria es una herra-
mienta indispensable para que el Estado 
cumpla con sus funciones esenciales: finan-
ciar servicios públicos, garantizar derechos 
sociales y promover el desarrollo económi-
co. Sin embargo, este poder debe ejercerse 
con responsabilidad y dentro de los límites 
que impone la Constitución.

Los principios de legalidad, proporcionali-
dad, equidad y destino al gasto público no 
solo operan como normas jurídicas, sino 
también como salvaguardas del Estado de 
Derecho. Gracias a ellos, se evita la arbitra-
riedad y se asegura que toda carga fiscal 
tenga una justificación racional y justa. En 
este sentido, la jurisprudencia constitucio-
nal ha jugado un papel fundamental al de-
finir el alcance y las restricciones del poder 
de imposición.

4 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2007). 
Tesis: 1a./J. 97/2006. Registro digital: 173569.
5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2007)
Tesis: 1a./J. 159/2007. Registro Digital: 170585. 

La Libre Configuración Legislativa en Materia
Tributaria en México: Alcances y Límites

Uno de los pilares fundamentales del 
Estado moderno es su capacidad 
para recaudar ingresos a través de 

impuestos con el fin de financiar el gasto 
público. En el caso mexicano, esta facultad 
recae exclusivamente en el Poder Legisla-
tivo, lo que refleja un principio básico de 
soberanía fiscal. Sin embargo, ¿es esta fa-
cultad completamente libre? ¿Hasta qué 
punto puede el Congreso diseñar el siste-
ma tributario conforme a sus objetivos po-
líticos, económicos o sociales sin vulnerar 
derechos fundamentales? Este artículo ana-
liza brevemente el alcance de la llamada 
“libre configuración legislativa” en materia 
tributaria y sus límites constitucionales.

La base constitucional del poder tributario
El artículo 31, fracción IV, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece que los ciudadanos deben 
contribuir al gasto público de manera pro-
porcional y equitativa, según lo dispongan 
las leyes. Este precepto otorga al legislador 
la facultad de crear, modificar o suprimir 
impuestos, siempre que respete ciertos 
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Hoy más que nunca, viajar ligero no es 
solo una tendencia, es casi una filoso-
fía de vida. Entre vuelos con tarifas por 
equipaje, escapadas de fin de semana y 
la necesidad de moverse con agilidad, 
llevar lo justo se ha vuelto un arte… y 
una necesidad. Y en ese arte, la maleta 
de cabina (sí, esa de 20 pulgadas que 
no tienes que documentar) es tu mejor 
cómplice. Una buena maleta de cabina te 
da libertad: Puedes evitar filas para do-
cumentar, salir rápido del aeropuerto y 
hasta ahorrar dinero, pero ojo, viajar con 
poco no significa verte mal, con una bue-
na selección, puedes lucir increíble sin 
importar el destino.

Viajar ligero:
la nueva forma de
moverse por el mundo

¿Qué llevar para lucir bien sin excederte?
(Para él y para ella)

Básicos versátiles: Un blazer neutro, 
jeans oscuros, un vestido negro (o una 
camisa blanca para ellos) que se mezclen 
con todo.

Viste en capas: Un suéter ligero, una 
chamarra ligera o un chaleco para el frío.

Zapatos: Dos pares máximo (uno casual 
y otro elegante. Lleva el par casual pues-
to). ¡Que combinen con todo!

Accesorios: Mascadas o pañuelos, un 
cinturón y joyas minimalistas (o relojes) 
para cambiar looks sin ocupar espacio.

Belleza/Cuidado:
Tus productos esenciales. Evita llevar 
tu rutina coreana completa de 10 pasos, 
sólo lo básico (en frascos de viaje pe-
queños y transparentes). Haz lo mismo 
con el maquillaje. Perfume en frascos de 
50ml o decants con tu fragancia favorita.

Tips para empacar como un profesional:

• Enrolla, no dobles: La ropa ocupa menos espacio y se arru-
ga menos. Usa los espacios muertos como el interior de tu 
calzado o las esquinas para meter cosas pequeñas.

• Usa los compartimentos estratégicamente: Los compar-
timentos especiales (como los que traen algunas maletas 
de Cloe) son un game changer.

• Lo pesado abajo: Distribuye el peso cerca de las ruedas para 
mayor estabilidad.

• Lleva una bolsa plegable: Siempre surge algo 
que quieres traer de vuelta y una “foldable 

bag” te sacará de apuros en el regreso.

• Recuerda que las maletas rígidas 
son más seguras al viajar, pero a las 
maletas suaves les caben más pren-
das en el interior. 
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¿Debe subsistir la adopción simple en Jalisco? 
Un análisis desde el interés del menor

propone reconsiderar la necesidad 
de realizar reformas a nuestro Có-
digo para eliminar lafigura de la 
adopción simple o transformarla 
en una figura transitoria. 

La coexistencia de estas dos figu-
ras jurídicas nos lleva a cuestio-
nar lo siguiente: ¿Es necesaria la 
existencia de ambas? ¿Se protegen 
adecuadamente los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes? ¿Sería 
más conveniente avanzar hacia un 
modelo único, más sólido y protec-
tor? ¿Sería preferible que todas las 
adopciones fueran plenas desde el 
inicio, garantizando a niñas y ni-
ños una estabilidad plena desde su 
integración a una familia?

El parentesco es el vínculo que 
existe entre dos personas, el cual 
puede ser por consanguinidad, afi-
nidad y adopción, donde el adop-
tado se coloca en el estado de hijo 
del adoptante y debe ser conside-
rado como hijo legítimo, con de-
recho y obligaciones para ambos, 
adoptante y adoptado.1

En virtud de los compromisos in-
ternacionales asumidos por Mé-
xico, y conforme al principio del 
interés superior de niñas, niños y 
adolescentes, toda figura jurídica 
en materia de adopción debe ga-
rantizar condiciones de estabili-
dad, permanencia dentro del nú-
cleo familiar y protección integral 
donde se deben crear relaciones 
jurídicas  iguales entre dos perso-
nas, esto es análogas  a las que re-
sultan de la filiación natural, entre 
adoptante y adoptado la cual debe 
ser autorizada por el juez familiar 
para que con base  en su resolución 
judicial, se pueda levantar el acta 
respectiva ante el Juez del Registro 
Civil.

Pero esta figura jurídica no es nue-
va ya que la adopción en México 

1 Javier Tapia Ramírez, Introducción al Derecho 
Civil (México: McGraw-Hill, 2005), 190.

fue regulada por primera vez en 
1917 con la Ley Sobre Relaciones 
Familiares, permitiendo solo a 
personas solteras o casadas adop-
tar, excluyendo otras uniones. El 
Código Civil de 1928 del Distrito 
Federal, conocido actualmente 
como Ciudad de México incorporó 
formalmente la figura de la adop-
ción y ha sido reformado varias 
veces, destacando la eliminación 
de la adopción simple en 2013 
para consolidar la adopción plena, 
priorizando el interés superior del 
menor y adecuando la legislación 
a estándares internacionales.2 

Al analizar el Código Civil del 
Estado de Jalisco observamos que 
existen dos figuras jurídicas llama-
das adopción simple y adopción 
plena.

“Artículo 539.- La adopción 
plena confiere al adoptado to-
dos los efectos jurídicos, dere-
chos y obligaciones que corres-
ponden a la relación paterno 
filial consanguínea”.3

“Artículo 543. En la adopción 
simple se transfiere la patria 
potestad así como la custodia 
personal, y sólo origina víncu-
los jurídicos entre el adoptante 
y el adoptado.”4

Si bien es cierto que la adopción 
simple busca facilitar procesos de 
cuidado, su naturaleza revocable 
y limitada puede generar insegu-
ridad jurídica y emocional para el 
adoptado. En cambio, la adopción 
plena ofrece un marco más estable 
y protector para los menores.

El acto jurídico de la adopción no 
es un simple trámite administra-
tivo, sino un acto profundamente
2 Rocha, Rosa María. Evolución de la adopción. 
En Homenaje al Maestro José Barroso Figueroa, 
363–368. México: Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas, UNAM.
3 Carbonell, Miguel. Código Civil del Estado de 
Jalisco. 3ª ed. Valencia: Editorial Tirant Lo Blanch, 
2025.
4 Idem.

En México, la adopción en un 
tema muy sensible ya que es 
un instrumento jurídico en el 

cual su propósito principal es ga-
rantizar el derecho de los niños, 
niñas y adolescentes para vivir en 
familia. Sin embargo, en algunos 
estados como lo es Jalisco, persis-
ten figuras jurídicas que pueden 
contradecir esta postura, como es 
la figura de adopción simple. Este 
artículo analiza la coexistencia 
de las figuras de adopción plena 
y adopción simple en el Código 
Civil del Estado de Jalisco, se ar-
gumenta que ambas pretenden 
proteger la infancia, sin embargo, 
la adopción plena ofrece mayores 
garantías a los menores dándoles 
una mayor estabilidad y a través 
de una revisión legal. Por ello se 
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En México, la adopción en un 
tema muy sensible ya que es 
un instrumento jurídico en el 

cual su propósito principal es ga-
rantizar el derecho de los niños, 
niñas y adolescentes para vivir en 
familia. Sin embargo, en algunos 
estados como lo es Jalisco, persis-
ten figuras jurídicas que pueden 
contradecir esta postura, como es 
la figura de adopción simple. Este 
artículo analiza la coexistencia 
de las figuras de adopción plena 
y adopción simple en el Código 
Civil del Estado de Jalisco, se ar-
gumenta que ambas pretenden 
proteger la infancia, sin embargo, 
la adopción plena ofrece mayores 
garantías a los menores dándoles 
una mayor estabilidad y a través 
de una revisión legal. Por ello se 

humano, que conlleva implicaciones
emocionales, sociales y legales 
donde su objetivo central es ofre-
cer un entorno familiar estable a 
quienes, por diversas circunstan-
cias, han sido privados del cuida-
do parental.

La adopción plena, tal y como la 
contempla el artículo 539 del Có-
digo Civil de Jalisco, confiere al 
adoptado todos los derechos y 
obligaciones como si se tratara de 
un hijo consanguíneo. Este tipo de 
adopción extingue los vínculos con 
la familia de origen y crea un nue-
vo núcleo familiar con todos los 
efectos jurídicos. En contraste, la 
adopción simple, regulada a partir 
del artículo 543, si bien transfiere 
la patria potestad y la custodia, no 
rompe los vínculos jurídicos con 
la familia biológica, salvo en lo 
relativo a la patria potestad. Ade-
más, el adoptado puede revocar 
esta adopción una vez alcanzada 
la mayoría de edad. Este carác-
ter revocable plantea importantes 
cuestionamientos: ¿Qué estabili-
dad puede construir un menor si 
sabe que esa relación puede termi-
nar en cualquier momento? ¿No se 
estaría vulnerando el principio de 
interés del menor?

Sin embargo, el carácter revocable 
y la conservación de vínculos jurí-
dicos con la familia de origen pue-
de conllevar a relaciones familia-
res inestables o fragmentadas, Esto 
lejos de contribuir a la integración 
plena del menor en un nuevo en-
torno familiar, puede llevar a los 
menores una sensación de incerti-
dumbre.

Y si bien lo cierto que uno de los 
argumentos tradicionales a favor 
de la adopción simple es que pue-
de resultar útil en casos donde la 
familia biológica mantiene ciertos 
vínculos afectivos con el menor o 
donde se busca evitar una ruptura 
total con su origen. El artículo 4 de 
la legislación mexicana en nuestra 
Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos menciona 
textualmente:

En todas las decisiones y actua-
ciones del Estado se velará y cum-
plirá con el principio del interés

superior de la niñez, garantizando 
de manera plena sus derechos.5

Así como en la Ley General de los 
Derechos de Niñas niños y adoles-
centes que a la letra dice:

El interés superior de la niñez de-
berá ser considerado de manera 
primordial en la toma de decisiones 
sobre una cuestión debatida que 
involucre niñas, niños y adolescen-
tes. Cuando se presenten diferen-
tes interpretaciones, se atenderá a 
lo establecido en la Constitución y 
en los tratados internacionales de 
que México forma parte.6

Y el artículo 3 de la convención so-
bre los derechos del niño que es-
tablece: 

En todas las medidas concernien-
tes a los niños que tomen las ins-
tituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las 
autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una conside-
ración primordial a que se atende-
rá será el interés superior del niño7

Por lo que nos damos cuenta que, 
las decisiones legislativas con im-
pacto sobre la infancia y adolescen-
cia se orientan a brindar condicio-
nes reales de estabilidad emocional 
y con ello una seguridad jurídica y 
un sano desarrollo afectivo convir-
tiendo a la adopción como una ins-
titución de protección para los me-
nores. Es por ello que la adopción 
plena, al generar todos los efectos de 
una filiación consanguínea y ser ju-
rídicamente irrevocable, responde 
mejor a los principios internaciona-
les y constitucionales que  rigen los 
derechos de la niñez y adolescencia 
con lo cual se crea un vínculo le-
gal, emocional, así como social más
sólido con los que se crea un vín-
culo de identidad más seguro y con 
ello un sentido de pertenencia fa-
miliar estable.

5 Moreno Padilla, Javier. Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 32ª ed. Ciudad de 
México: Editorial Trillas, 2024.
6 Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes. Publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 4 de diciembre de 2014. Última refor-
ma publicada en el DOF el 24 de diciembre de 2024
7 UNICEF Comité Español. Convención sobre los 
Derechos del Niño. Madrid: UNICEF Comité Es-
pañol, 2006.

En Jalisco, mantener dos tipos de 
adopción podrá estar generando 
una desigualdad normativa: unos 
menores acceden a una familia 
plena e irrevocable mientras otros 
solo a una figura limitada, sujeta 
a futuras rupturas. La posibilidad 
que ofrece el artículo 546 de con-
vertir la adopción simple en plena 
no soluciona del todo este proble-
ma, ya que sigue generando in-
certidumbre durante los primeros 
años de vida del adoptado. Es por 
ello que el sistema jurídico de Jalis-
co tiene la posibilidad y con ello la 
oportunidad de dar un paso firme 
en la defensa del derecho de niñas, 
niños y adolescentes a vivir en fa-
milia, con todas las garantías. 

La adopción simple debe eliminar-
se o transformarse con la finalidad 
de darle al adoptado una mayor 
integración en su núcleo familiar, 
es de suma importancia que esto 
no se realice solamente en el códi-
go Civil del Estado de Jalisco, sino 
en todas las entidades federativas 
de la República Mexicana, ya que 
como se había mencionado con 
anterioridad, el único Estado que 
la ha eliminado fue el Distrito fe-
deral (hoy Ciudad de México), por 
lo que el resto de Estados pueden 
seguir su ejemplo para garantizar 
a los menores un entorno familiar 
sólido equiparado al parentesco 
consanguíneo.

Si bien la adopción simple tuvo su 
razón de ser en otros tiempos, hoy 
parece más una manifestación de 
inseguridad jurídica que un me-
canismo de protección. Por lo que 
apostar por la adopción plena se-
ría una forma de dar mayor certi-
dumbre, dignidad y derechos a los 
menores adoptados.
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Indemnización por daño material
en el Derecho a la Propia Imagen

Es idóneo empezar señalan-
do que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha inter-

pretado que el derecho a la propia 
imagen es uno de los diversos de-
rechos personalísimos contenidos 
en el artículo 1o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; este reconocimiento lo 
ha hecho en diversos asuntos que 
ha tenido conocimiento, como lo 
es el amparo directo 6/2008. En 
citado amparo directo, refirió que 
este derecho “implica la imagen 
que uno conserva para mostrar-
se a los demás y que, como tal, 
gran parte de la doctrina lo ubica, 
a su vez, dentro del derecho a la 
intimidad, constituyéndose como 
derechos personalísimos, perte-
necientes al ámbito propio del ser 
humano, fuera de la injerencia de 
personas extrañas”.

Sobre este tema, buscando figuras 
jurídicas idénticas o similares bajo 
una óptica del derecho compara-
do, encontramos que el Tribunal 
Europeo Derechos Humanos, en 
una resolución del 21 de febrero 
de 2002 titulada “Schüssel v Aus-
tria”, interpretó que “la protec-
ción de la vida privada derivada 
del artículo 8 del Convenio Euro-
peo de Derechos Humanos com-
prende elementos de la identidad 
de una persona, entre los que se 
incluye la imagen de ésta”.

Concordante con lo anterior, al 
estudiar la resolución del ampa-
ro directo 49/2013, se encuentra 
la explicación de que, si bien el 
derecho a la propia imagen no 
tiene una redacción expresa en el 
artículo 1/o. Constitucional, este 
hecho no es un impedimento para 
no incluirlo como uno de los de-
rechos fundamentales, resultando 
que esta categoría le otorga la re-
sistencia normativa propia de to-
dos los derechos fundamentales.

De esta forma, la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, precisa 
al derecho fundamental a la pro-
pia imagen como un derecho de 
la personalidad derivado de la 
dignidad humana, circunstancia 
que le da el más alto nivel de pro-
tección Constitucional. Bajo este 
parámetro normativo y doctrinal, 
en este derecho encontramos di-
versos límites conceptualizados 
como un aspecto positivo y uno 
negativo, entendiendo el primero 
como la facultad personal de di-
fundir o publicar la propia ima-
gen, por las vías de comunicación 
o canales que uno prefiera, y, a 
contrario sensu, el segundo aspec-
to es la potestad de negar o impe-
dir la reproducción de su propia 
imagen sin el consentimiento del 
titular, demarcaciones legales que 
precisó la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación en la resolución 
del amparo directo en revisión 
3619/2015.

Entonces, si válidamente pode-
mos afirmar que este derecho, 
bajo el amparo del articulo 1/o. 
constitucional, implica una pro-
tección frente a usos no consen-
tidos de la propia imagen pro-
venientes de terceros, igual de 
valido es el cuestionamiento de si 
procede una indemnización por 
daño material ante su trasgresión. 
La respuesta a esta pregunta es en 
sentido afirmativo, la imagen de 
algunas personas tiene un valor 
económico, por tanto, es un dere-
cho inmaterial capaz de explotar-
se comercialmente, en consecuen-
cia, puede darse el caso de que 
una persona obtenga un beneficio 
económico al explotar la imagen 
de un tercero quien no dio su con-
sentimiento.

Esta afirmación encuentra sustento 
en los precedentes que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación es-
tableció en el referido amparo di-
recto en revisión 3619/2015, don-
de para sostener la ratio decidendi
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Entonces, si válidamente pode-
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constitucional, implica una pro-
tección frente a usos no consen-
tidos de la propia imagen pro-
venientes de terceros, igual de 
valido es el cuestionamiento de si 
procede una indemnización por 
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sentido afirmativo, la imagen de 
algunas personas tiene un valor 
económico, por tanto, es un dere-
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cia, puede darse el caso de que 
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económico al explotar la imagen 
de un tercero quien no dio su con-
sentimiento.

Esta afirmación encuentra sustento 
en los precedentes que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación es-
tableció en el referido amparo di-
recto en revisión 3619/2015, don-
de para sostener la ratio decidendi

señaló que “la difusión de una 
imagen de una persona, sin su con-
sentimiento, en principio acarrea 
una violación al aspecto negativo 
del derecho a la propia imagen”.

En el ámbito de la legalidad, el 
sustento lo encontramos en el 
artículo 87 de la Ley Federal del 
Derecho de Autor, el cual indica 
que “el retrato de una persona 
sólo puede ser usado o publicado, 
con su consentimiento expreso, o 
bien con el de sus representantes 
o los titulares de los derechos co-
rrespondientes”; también cuerpo 
normativo, estipula en su artículo 
216 Bis, la procedencia de la re-
paración del daño material y/o 
moral, así como la indemnización 
por daños y perjuicios.

Ahora, respecto a la cuantifica-
ción del monto de la reparación, 
ese precepto legal señala que la 
indemnización “en ningún caso 
será inferior al cuarenta por cien-
to del precio de venta al público 
del producto original o de la pres-
tación original de cualquier tipo 
de servicios que impliquen vio-
lación a alguno o algunos de los 
derechos tutelados por esta Ley”. 
Sin embargo, una de las excepcio-
nes a la procedencia de la indem-
nización por daño material en el 
derecho a la propia imagen, la 
encontramos en el interés público 
como causa de justificación, bajo 
el marco normativo de la libertad 
de expresión.

Nuevamente debemos recurrir a 
nuestro más Alto Tribunal para 
encontrar que en el amparo direc-
to 3/2011, se desarrolló doctrina 
sobre la forma en que opera el in-
terés público como causa de jus-
tificación. En ese amparo directo, 
se explicaba que, bajo una protec-
ción de la libertad de expresión, 
del interés público y del ejercicio 
legítimo de la libertad de infor-
mación, se actualiza una excep-
ción para la publicación de imá-
genes sin el consentimiento de su
titular. Esto se debe a que la so-
ciedad siempre tendrá el derecho 
colectivo de conocer los hechos 

que son relevantes para el bien 
colectivo o interés común, sea por 
un tema de actualidad o por cues-
tiones de relevancia personal, po-
lítica, transparencia, entre otros.

Se vislumbra entonces, que la 
imagen propia de personas reco-
nocidas, famosas, deportistas, ar-
tistas, o actualmente influencers, 
constituyen temas de interés ge-
neral y colectivo, los cuales hacen 
más difícil la restricción a su ima-
gen personal debido al escrutinio 
más amplio que deben soportar 
al ser figuras públicas. Esto es así 
porque las figuras públicas go-
zan de notoriedad en el colectivo 
general, lo que justifica el interés 
de la población en allegarse de 
información y novedades sobre 
esa persona; hecho que motivó a 
la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación a afirmar en el amparo di-
recto 28/2010, que “la relevancia 
pública de sus actividades consti-
tuye la justificación por la cual se 
considera que las figuras públicas 
deben tolerar un mayor escrutinio 
público”.

Es un tema complicado, la pro-
pia Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en el amparo directo 
6/2009, reconoció de manera un 
tanto complicada, que el concepto 
de interés público no es de forma 
natural un sinónimo de interés del 
público, intentando separar con-
ceptualmente a la curiosidad o el 
morbo, respecto a las cuestiones 
que se consideran de relevancia 
pública para la vida comunitaria. 
Sin embargo, de no actualizarse 
ninguna causal de exclusión, y 
en caso de demostrarse un daño 
material por una violación al de-
recho a la propia imagen, estaría-
mos ante la posibilidad de hacer 
valida una indemnización.

Un ejemplo ilustrativo de lo na-
rrado en líneas anteriores acon-
teció en el estudio del amparo di-
recto 24/2016, donde el Ministro 
ponente Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, resolvió la demanda de la 
conductora y modelo María Tere-
sa Alessandri contra una revista 

que publicó fotografías suyas sin 
su consentimiento.

Conclusión
La evolución jurisprudencial 
mexicana ha consolidado el dere-
cho a la propia imagen como un 
derecho fundamental derivado 
de la dignidad humana, con una 
dimensión tanto negativa —opo-
nible a terceros para impedir el 
uso no autorizado de la imagen— 
como positiva —para decidir su 
difusión voluntaria—. La Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación 
ha establecido que su violación 
puede generar responsabilidad 
civil, incluida la indemnización 
por daño material, especialmente 
cuando se acredite un aprovecha-
miento económico indebido por 
parte de terceros. No obstante, 
esta protección no es absoluta: 
cede frente a intereses superiores 
como la libertad de expresión y el 
interés público, particularmente 
tratándose de figuras públicas. 
Así, el sistema jurídico mexicano 
ofrece un marco de protección ro-
busto, aunque equilibrado, entre 
los derechos de la personalidad y 
los valores democráticos del de-
bate público.
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Alex Aguero
 Postulante en el área de 

Materia Penal

Reapertura de investigación
con libertad para nuestros clientes y 
esta fase es fundamental.
 
Los abogados que pretendemos tras-
cender usamos el artículo 333, del 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales que se instrumentalizo con 
el fin de implementar más tiempo 
para la investigación, traducida en 
el aporte de datos de prueba para 
el proceso. El párrafo II, del artículo 
333, Código Adjetivo, que a la letra 
cita: (Sic): 

“Si el juez de control aceptara la 
solicitud de las partes, ordenará al 
ministerio público reabrir la inves-
tigación y proceder al cumplimiento 
de las actuaciones en el plazo que le 
fijará. en dicha audiencia, el ministe-
rio público podrá solicitar la amplia-
ción del plazo por una sola vez (…)”.

De esta manera el numeral transmite 
un mensaje bondadoso para imple-
mentar más tiempo a la investiga-
ción para aportar más datos de prue-
ba antes de iniciar la fase intermedia 
y se termine el tiempo de presentar 
datos de prueba, esto es positivo 
ante las omisiones del ministerio 
público de realizar las investigacio-
nes solicitadas por las partes o por 
si existío algún problema de aportar 
los datos de prueba en los meses de 
la investigación, evidentemente es 
un artículo de mucha utilidad para 
extender el tiempo para el aporte 
probatorio. 

El artículo citado únicamente aplica 
con una regla específica, que, la soli-
citud de audiencia de la reapertura 
de investigación haya sido elabora-
da ante el juez de control antes de 
que la Fiscalía haya presentado el 
escrito de acusación; el haber reali-
zado ello, da la pauta para poder en 
una audiencia justificar las razones 
por las cuales se desea la reaperturar 
la complementaria. 

El juez convoca a una audiencia a las 
partes y le da el uso de la voz a quien 
haya realizado la solicitud. Una de 
las formas de ser solvente para que 
se resuelva favorable la reapertu-
ra, es haber hecho las solicitudes 
de los actos de investigación ante el

ministerio público, y que no los haya 
hecho durante el tiempo de la inves-
tigación, siendo el plazo máximo de 
6 meses.
 
Así mismo, con el fin de tener más 
elementos de convicción, es menes-
ter que, ante las omisiones de la au-
toridad en el plazo de investigación, 
se haya solicitado previamente con 
base al artículo 258, del Código Na-
cional de Procedimientos Penales 
una audiencia de control judicial 
donde se haya demostrado la falta 
de trabajo. Otra forma es, justiciar 
las razones por las que un dato de 
prueba no se ha podido ofertar, por 
ejemplo, que el testigo tenga proble-
mas de salud o se encuentre en otro 
Estado. Di dos razones con las que 
se puede justificar la solicitud, entre 
otras más. 

Los ministerios públicos están acota-
dos por los rigores de los jueces y el 
derecho y, por lo mismo, su involu-
cramiento en cuestiones de omisio-
nes debe ser sometido a genuinos de 
resultado correctivo, siendo esto la 
reapertura y fijarle al fiscal las for-
mas de hacer los actos de investiga-
ción, inclusive multas. 

A menudo, son flagrantes los des-
aseos en su exploración por falta de 
técnica y porque no le convienen a 
las autoridades las investigaciones 
a fondo porque su teoría de caso se 
desdibujaría. Ese frenesí de actua-
ciones obnubila la verdad de los he-
chos. 

Este artículo de dialogo, lo veo como 
un remedio para reconducir a las 
Fiscalías, aunque incomoda mucho 
al área de complementarias y más en 
delitos tan técnicos. Esto lo sostengo 
a partir de la experiencia. Tener una 
excelente investigación da una soli-
dez a las partes, inclusive para soli-
citar un sobreseimiento. Por último, 
me parece que este arabigo debería 
de ser más usado por los postulan-
tes, dado que, una buena etapa de 
investigación da para obtener un 
gran resultado y como abogado pe-
nalista trascender con buenos resul-
tados. 

La justicia, sobre todo de derecho 
penal, siempre ha tenido y ten-
drá una relevancia social muy 

importante, pensemos en todo lo 
que esta escrito en el Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales y de 
manera subyacente encontraremos 
muchas formas de implementar la 
norma penal. La carga del derecho 
penal indudablemente es para los 
jueces. 

Sin embargo, también la justicia está 
en manos de los licenciados en de-
recho. En donde sus fortalezas jurí-
dicas mostradas ante los tribunales 
los pondrá en la elite como alguna 
vez muchos lo soñaron. Por el traba-
jo tan estructurado de compañeros 
abogados en esta etapa recordé tam-
bién la frase de Randolph Churchill 
dijo, de William Gladstone: “An old 
man in a hurry”. Una persona a la 
que aun cuando el tiempo se le ago-
to busca hacer algo para trascender 
o trascenderse. Los licenciados bus-
camos construir procesos favorables 
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Bravucón
Nuestro tempranillo100% de la familia Sotero, 

sale de viñas de 60 años de la provincia 
de Valladolid, vendimiado a mano, es 

inspeccionado cada racimó de 1 en 1
 

De color cereza muy intenso, presenta en 
nariz matices de frutos negros y madera con 
toques a vainilla y tostados, tremendamente 
estructurado y lleno de finura, muy sugestivo.

 
Esta delicia ha permanecido 20 días 
macerándose con los hollejos, tras su 

fermentación maloláctica, se envejece 10 
meses en roble francés y su continuación de 

crianza 8 meses en botella.  
Añada 2020. 

Un guerrero incansable
Maridaje: Rabo de toro con parmentier de 

boniato al azafrán.

Sotero pintado (La Reguilona)
Finca prefiloxérica de 180 años, 

nuestra máxima expresión fabricada 
en un vino100% tinta fina,vino 

fermentado con los hollejos 25 días 
y una fermentación maloláctica 

perfecta,18 meses en barricas de 
roble francés más 12 meses en 

botella,.
Añada 2018.

Nuestra quinta sinfonía,
el culmen de nuestro trabajo

Maridaje: Lomos de jabalí con puré 
de castañas y guarnición de boletus.

VENTA  

Magdalena Peralta
atencionclientes@meanaabogados.mx 
Cel. 55 3456 9123

Auténticas     

JOYAS 
Centenarias

Placeres Mundanos

Malvasía sobre lías 
Esta es una selección 100% Malvasía, de 
dos viñedos viejos de 90 y120 años, de 

fragancias muy florales y embriagantes, un 
caldo muy denso, equilibrado, con mucho 

mucho carácter, gracias a su prensado 
suave y desfangado 24 horas.

 
Esta maravilla que nos brinda la naturaleza 

permanece10 meses en barrica con sus 
lías donde se le aplica el battonage, su 

crianza continúa 4 meses en botella hasta 
etiquetado.

Añada 2021 

Este loco se puede disfrutar en unos años 
por su evolución en botella

Maridaje: Con una perdiz escavechada y 
acompañada de patatas al romero.

SUGERENCIAS DE MARIDAJE
Por el chef y somelier
Alejandro Gutiérrez García



Gabriela Luna 
Juárez

Maestra en Derecho Constitucional y 
Amparo, por la Facultad de la Barra 

Nacional de Abogados,
abogada postulante con más de 15 años 

de experiencia en la rama laboral.

Contratos de adhesión de seguros en México

En México, el contrato de adhe-
sión de seguros está regulado 
principalmente por un conjun-

to de leyes y disposiciones admi-
nistrativas que buscan proteger al 
consumidor y garantizar la transpa-
rencia en la contratación, por ello nos 
centraremos en la normativa vigente 
y los diversos criterios que la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación ha 
emitido al respecto. La ley sobre el 
Contrato de seguro regula en forma 
específica los contratos de seguro, 
disposiciones generales, reglas para 
seguros de daños y de personas, re-
glas sobre nulidad, prescripción, de-
rechos y obligaciones de las partes.

La Ley de Instituciones de Seguros 
y de Fianzas regula la organización,
operación, funcionamiento y su-
pervisión de las Instituciones de 
Seguros, de Fianzas y Sociedades 
Mutualistas de Seguros; actividades 
y operaciones de éstas, agentes de 
seguros y de fianzas y demás par-
ticipantes en las actividades asegu-
radora y afianzadora, en protección 
de los intereses del público usuario 
de estos servicios financieros, fa-
culta a la CONDUSEF para revisar 
los contratos de adhesión, establece 
obligaciones de transparencia y sol-
vencia de las aseguradoras y regula 
la comercialización y los productos 
aseguradores.

Por otro lado, las reglas administra-
tivas y disposiciones de la Comisión 
Nacional para la Protección y De-
fensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros CONDUSEF disponen 
que debe revisar, registra y publicar 
en el RECA (Registro de Contratos 
de Adhesión) los modelos de contra-
to de adhesión de seguros y la Comi-
sión Nacional de Seguros y Fianzas 
CNSF, supervisa el contenido y ope-
ración de los seguros, aprueba pro-
ductos y regula la técnica actuarial.

El Código de Comercio es parte de 
la normativa que regula los contra-
tos de adhesión, pero únicamente de 
aplicación supletoria a la Ley sobre 
el Contrato de Seguro, en virtud de 
que regula actos de comercio como 
actos mercantiles. Los contratos de 
adhesión de seguro en México con-
forme a lo dispuesto en la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fian-
zas, deben entenderse elaborados 
unilateralmente por una Institución 
de Seguros en los que establecen los 
términos y condiciones de la con-
tratación, los formatos y cláusulas 
deberán incorporarse mediante en-
dosos adicionales a esos contratos 
y registrarse de manera previa ante 
la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas; consignar en la documen-
tación contractual del producto que 
se ofrece al público que se encuentra 
bajo registro ante dicha Comisión, ya 
que el contrato o cláusula incorpora-
da celebrado por una Institución de 
Seguros sin este registro, puede ser 
anulable por el contratante, asegura-
do, beneficiario o causahabiente, sin 
embargo, el registro de los produc-
tos no prejuzga, sobre la veracidad 
de los supuestos en que se base la 
nota técnica, ni sobre la viabilidad 
de sus resultados.

Una vez hecho el registro, la Insti-
tución de Seguros podrá de inme-
diato ofrecer al público los servicios 
previstos en los mismos y deberá 
remitir a la Comisión Nacional para 
la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros la do-
cumentación contractual de los pro-
ductos de seguros que se formalicen 
mediante contratos de adhesión 
registrados, para que los integre al 
Registro de Contratos de Adhesión 
para consulta del público en general 
previsto en la Ley para la Transpa-
rencia y Ordenamiento de los Servi-
cios Financieros.
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Contratos de adhesión de seguros en México

En México, el contrato de adhe-
sión de seguros está regulado 
principalmente por un conjun-

to de leyes y disposiciones admi-
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consumidor y garantizar la transpa-
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y los diversos criterios que la Supre-
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rechos y obligaciones de las partes.

La Ley de Instituciones de Seguros 
y de Fianzas regula la organización,
operación, funcionamiento y su-
pervisión de las Instituciones de 
Seguros, de Fianzas y Sociedades 
Mutualistas de Seguros; actividades 
y operaciones de éstas, agentes de 
seguros y de fianzas y demás par-
ticipantes en las actividades asegu-
radora y afianzadora, en protección 
de los intereses del público usuario 
de estos servicios financieros, fa-
culta a la CONDUSEF para revisar 
los contratos de adhesión, establece 
obligaciones de transparencia y sol-
vencia de las aseguradoras y regula 
la comercialización y los productos 
aseguradores.

Por otro lado, las reglas administra-
tivas y disposiciones de la Comisión 
Nacional para la Protección y De-
fensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros CONDUSEF disponen 
que debe revisar, registra y publicar 
en el RECA (Registro de Contratos 
de Adhesión) los modelos de contra-
to de adhesión de seguros y la Comi-
sión Nacional de Seguros y Fianzas 
CNSF, supervisa el contenido y ope-
ración de los seguros, aprueba pro-
ductos y regula la técnica actuarial.

El Código de Comercio es parte de 
la normativa que regula los contra-
tos de adhesión, pero únicamente de 
aplicación supletoria a la Ley sobre 
el Contrato de Seguro, en virtud de 
que regula actos de comercio como 
actos mercantiles. Los contratos de 
adhesión de seguro en México con-
forme a lo dispuesto en la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fian-
zas, deben entenderse elaborados 
unilateralmente por una Institución 
de Seguros en los que establecen los 
términos y condiciones de la con-
tratación, los formatos y cláusulas 
deberán incorporarse mediante en-
dosos adicionales a esos contratos 
y registrarse de manera previa ante 
la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas; consignar en la documen-
tación contractual del producto que 
se ofrece al público que se encuentra 
bajo registro ante dicha Comisión, ya 
que el contrato o cláusula incorpora-
da celebrado por una Institución de 
Seguros sin este registro, puede ser 
anulable por el contratante, asegura-
do, beneficiario o causahabiente, sin 
embargo, el registro de los produc-
tos no prejuzga, sobre la veracidad 
de los supuestos en que se base la 
nota técnica, ni sobre la viabilidad 
de sus resultados.

Una vez hecho el registro, la Insti-
tución de Seguros podrá de inme-
diato ofrecer al público los servicios 
previstos en los mismos y deberá 
remitir a la Comisión Nacional para 
la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros la do-
cumentación contractual de los pro-
ductos de seguros que se formalicen 
mediante contratos de adhesión 
registrados, para que los integre al 
Registro de Contratos de Adhesión 
para consulta del público en general 
previsto en la Ley para la Transpa-
rencia y Ordenamiento de los Servi-
cios Financieros.

Si la Comisión Nacional de Seguros 
y Fianzas, como resultado de las 
labores de inspección y vigilancia 
para las que está facultada, determi-
na que la nota técnica, la documen-
tación contractual o el dictamen de 
congruencia de un producto de se-
guros no se apega a lo dispuesto en 
la Ley de Instituciones de Seguros 
y de Fianzas, con independencia de 
las sanciones que proceda imponer, 
requerirá a la Institución de Seguros 
la presentación de un plan de regu-
larización que no podrá exceder de 
treinta días hábiles, mientras se lle-
va a cabo dicho trámite la Institución 
de Seguros se abstendrá de ofrecer 
y contratar operaciones de seguros 
respecto del producto del cual se 
realiza el plan de regularización, en 
caso de que no se subsanen la irregu-
laridades se podrá según sea el caso 
revocar el registro u ordenará que 
se suspenda de manera definitiva la 
celebración de contratos de seguro 
en los que corresponda el produc-
to del cual versa la regularización, 
independiente a la procedencia de 
otras sanciones, las operaciones que 
se hayan celebrado hasta la fecha en 
que dé inicio el plazo de ejecución 
del plan de regularización deberán 
ajustarse a costa de la Institución 
de Seguros, en los términos corres-
pondientes del producto de segu-
ros corregido conforme al plan de 
regularización respectivo, o confor-
me a las indicaciones que le señale 
la Comisión, pero sí determina, que 
se comprobó la falta, ordenará a la 
Institución de Seguros que dentro 
del término no mayor de veinte días 
hábiles, corrija el documento de que 
se trate manteniendo la vigencia de 
la póliza hasta su terminación a su 
costa, sin que, en su caso, pueda re-
novarse en las mismas condiciones.

La Ley de Protección y Defensa al 
Usuario de Servicios Financieros 
en su artículo 56 conceptualiza al 
contrato de adhesión como aquél 
elaborado unilateralmente por una 
Institución Financiera, cuyas estipu-
laciones sobre los términos y condi-
ciones aplicables a la contratación 

de operaciones o servicios sean uni-
formes para los Usuarios y dispone 
además que en adición a los requi-
sitos a los que están sujetos no de-
berán contener cláusulas abusivas 
ya que en caso de existir, mediante 
disposiciones de carácter general 
que emita con el acuerdo de su Junta 
de Gobierno establecerá los casos y 
supuestos bajo los cuales se conside-
re la existencia de una cláusula abu-
siva, siempre que no se trate de tasas 
de interés, comisiones, o cualquier 
otro concepto que implique la con-
traprestación recibida por una Insti-
tución Financiera y podrá ordenar la 
supresión de dicha cláusula debien-
do dar publicidad a la esa resolución 
e integrarla a la información conte-
nida en el Buró de Entidades Finan-
cieras.

Sin embargo la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha determina-
do que los contratos de adhesión son 
actos jurídicos donde existe volun-
tad de producción de efectos, pero 
no hay libertad de configuración del 
contenido contractual por parte del 
adherente, que debe tomar o dejar 
las cláusulas sin poder discutirlas 
en forma particularizada, es decir, 
la naturaleza del contrato de adhe-
sión no depende de que haya sido 
redactado por una de las partes, sino 
de que la autonomía de la voluntad 
de la contratante queda reducida a 
su mínima expresión. Los contratos 
de adhesión surgen ante un claro 
desequilibrio entre las partes, pues 
el contratante débil no tiene la posi-
bilidad de negociar los términos en 
que debe quedar redactado el con-
trato, toda vez que sus cláusulas han 
sido predispuestas por una parte e 
impuestas a la otra, sin que ésta ten-
ga posibilidad de negociarlas, hacer 
contraofertas o modificarlas, sino 
que simplemente puede aceptarlas 
o no.1

1 Contrato de adhesión. Su existencia puede apre-
ciarse a través del contenido de cláusulas despro-
porcionadas y abusivas en contra de uno de los 
contratantes y no solamente en el hecho de suscri-
birse en formatos preestablecidos o machotes. Re-
gistro digital: 2024176, Plenos de Circuito, Undéci-
ma Época, Civil, Tesis: PC.I.C. J/8 C (11a.) Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 10, 

Pues bien, después de haber realiza-
do un análisis, la normativa actual 
y vigente, que regula los contratos 
de adhesión en México, debemos 
tener claro, que dichos contratos no 
pueden por ninguna razón contener 
cláusulas contrarias a la propia ley o 
a los derechos fundamentales de los 
adherentes, tenemos instancias ante 
quienes podemos acudir a denun-
ciar la nulidad de alguna cláusula 
que consideremos abusiva, como lo 
son la Comisión Nacional de Segu-
ros y Fianzas y la Comisión Nacio-
nal para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financie-
ros, en materia de servicios financie-
ros así como la Procuraduría Federal 
del Consumidor quienes a través de 
sus procedimientos administrativos 
internos que sus propias leyes dis-
ponen, pueden intervenir para la re-
gularización de esas cláusulas.

Y también es viable acudir ante una 
instancia jurisdiccional a demandar 
la declaración judicial de la nulidad 
de un contrato de adhesión por la 
vía ordinaria mercantil2, ya sea en 
lo particular o bien por conducto de 
las instituciones encargadas de de-
fender los derechos de los usuarios 
de servicios financieros, en cumpli-
miento a lo dispuesto en sus propias 
leyes y con las facultades conferidas 
para prevenir abusos, garantizar 
relaciones de consumo justas y que 
de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo primero de la Cons-
titución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en el ámbito de sus 
competencias, tengan la obligación 
de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios 
de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad, pre-
viniendo, investigando, sancionan-
do y reparando las violaciones a los 
derechos humanos, en los términos 
que establezca la ley.

Febrero de 2022, Tomo II, p. 2059.
2 Sentencia recaída al Amparo en Revisión 
4241/2013, Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, Ponente: Ministro Mario Par-
do Rebolledo, 15 de octubre de 2014.
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Más allá de los derechos de los animales

Hoy en día se habla de muchos 
temas que pudieran hacer-
nos pensar que hay innova-

ción en el mundo, o al menos es lo 
que se pretende hacer creer. Uno 
de estos temas que está en boca de 
la mayoría de los seres humanos es 
el derecho de los animales (princi-
palmente perros y gatos, derivado 
de que son las mascotas comunes 
en el hogar). Este tema queda de-
masiado amplio ya que por anima-
les se entiende según el diccionario 
de la lengua española como: ser or-
gánico que vive, siente y se mueve 
por propio impulso.1 pero de esto 
se deriva que tales derechos son al 
parecer, solo para perros y gatos 
excluyendo al resto de seres vivos 
del reino animal, principalmente 
reses, cerdos y pollos, ya que estos 
son utilizados generalmente para 
el consumo de las personas.

Desde el pasado se han llevado a 
cabo tradiciones en ciertos lugares, 
las cuales se mantienen hasta la ac-
tualidad, en donde hay individuos 
que consideran el maltrato a los 
animales siguiendo con el esque-
ma, reitero, escudándose en tradi-
ciones, por ejemplo: las corridas de 
toros de lidia, donde los animales 
son maltratados a la vista de todos 
haciendo de ello una festividad; 
sin tomar en cuenta que en estos 
eventos ha sido muy evidente la 
crueldad con que los animales son 
exhibidos hasta llegar a su muerte, 
esto por mencionar un caso muy 
trascendental en la historia del 
mundo.

Sin embargo, con el paso del tiem-
po las personas han optado por 
tener mascotas domésticas, en su 
mayoría perros o gatos y que en 
muchos casos; desafortunadamen-
te, los tienen encerrados, ama-
rrados, con mala alimentación,
incluso sufriendo las inclemencias 
del clima (calor, lluvia, frio), o en 
su caso sean abandonados en las 
1 Diccionario ilustrado, Océano de la lengua es-
pañola, María José Albareda, José Cuerda, Carina 
Esteve, María de los Reyes Lefort, Ed. Océano. pág. 
62.

calles; lo que hace que dichas con-
ductas generen ese descontento de 
una parte de la sociedad, por lo 
que al día de hoy se trate de velar 
por los derechos de los animales. 
Que como menciono en renglones 
anteriores, esto debería de ser re-
gulado más en lo particular a cada 
tipo de especie, que, en lo general, 
derivado que no todos los animales 
pueden ser amaestrados o son de 
fácil convivencia con los seres hu-
manos, porque algunas especies ac-
túan más de acuerdo a su instinto.

En lo general, hablar de derechos 
de una sociedad, conlleva a tratar 
de la misma forma las obligaciones 
de los individuos. Luego entonces, 
si mencionamos o queremos llevar 
a un nivel más alto los derechos de 
los animales, no menos cierto es 
que también se debería tratar las 
obligaciones de estos, situación que 
es imposible de considerar dado 
que estamos hablando de seres vi-
vos distintos a los seres humanos 
en el tipo de razonamiento y lógi-
camente no entenderían del tema.

Los animales, como los individuos; 
deben tener derecho a un trato dig-
no, a un hogar, a una alimentación, 
a un servicio de salud, sin embargo; 
considero que estos derechos de los 
animales, lejos de ser derecho del 
animal, debería de ser regulado 
como la obligación que el indivi-
duo acepta al adoptar una mascota. 
La perrita rescatista de la marina 
FRIDA, se ganó hasta el derecho a 
honores por el trabajo que desem-
peño en el sismo del año 2017, que 
incluso la llevaron a servir a otros 
países que vivieron una situación 
similar. Y así como ella, hay dueños 
de los perritos que de acuerdo al 
trabajo para los que los dueños los 
adoptan, es como los podrán tratar 
a sus mascotas. Un perro ovejero, 
deberá de estar en el campo, y tal 
vez su lugar de descanso sea el gra-
nero, muy distinto a un perro chi-
huahua, que, por sus dimensiones, 
hasta casitas como para muñecas 
les hacen para su comodidad. 
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calles; lo que hace que dichas con-
ductas generen ese descontento de 
una parte de la sociedad, por lo 
que al día de hoy se trate de velar 
por los derechos de los animales. 
Que como menciono en renglones 
anteriores, esto debería de ser re-
gulado más en lo particular a cada 
tipo de especie, que, en lo general, 
derivado que no todos los animales 
pueden ser amaestrados o son de 
fácil convivencia con los seres hu-
manos, porque algunas especies ac-
túan más de acuerdo a su instinto.

En lo general, hablar de derechos 
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de la misma forma las obligaciones 
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es imposible de considerar dado 
que estamos hablando de seres vi-
vos distintos a los seres humanos 
en el tipo de razonamiento y lógi-
camente no entenderían del tema.

Los animales, como los individuos; 
deben tener derecho a un trato dig-
no, a un hogar, a una alimentación, 
a un servicio de salud, sin embargo; 
considero que estos derechos de los 
animales, lejos de ser derecho del 
animal, debería de ser regulado 
como la obligación que el indivi-
duo acepta al adoptar una mascota. 
La perrita rescatista de la marina 
FRIDA, se ganó hasta el derecho a 
honores por el trabajo que desem-
peño en el sismo del año 2017, que 
incluso la llevaron a servir a otros 
países que vivieron una situación 
similar. Y así como ella, hay dueños 
de los perritos que de acuerdo al 
trabajo para los que los dueños los 
adoptan, es como los podrán tratar 
a sus mascotas. Un perro ovejero, 
deberá de estar en el campo, y tal 
vez su lugar de descanso sea el gra-
nero, muy distinto a un perro chi-
huahua, que, por sus dimensiones, 
hasta casitas como para muñecas 
les hacen para su comodidad. 

Sin embargo, y viendo la otra cara 
de esta situación, hay perros que 
desde que llegan a su nuevo ho-
gar, son colocados y encerrados en 
el traspatio de las casas de 3 mts 
por 4 mts, o que son encadenados 
en el patio o azoteas de las casas, 
en donde no cuentan cómo prote-
gerse de las inclemencias del tiem-
po, o que incluso; a los dueños se 
les puede olvidar alimentarlos.

Pero también se cuenta con otros 
casos, los que tiene a sus mascotas 
y andan por las calles como si no 
tuvieran dueño. Estas personas no 
entienden o comprenden la obliga-
ción que adquirieron al adoptar a 
la mascota. Sin bien es cierto que 
tienen a sus perros para cuidar sus 
casas, deberían entender que la ca-
lle no es su casa, que deben hacerse 
responsables de lo que ocurra con 
sus mascotas en la calle incluso del 
maltrato que estos puedan sufrir 
por andar como perro sin dueño. 
Cuando estos perros ladran nor-
malmente los dueños dicen “no 
muerde” y si muerde, dicen “está 
vacunado”. Pero ese no es el pro-
blema, la situación es que un tran-
seúnte puede ir caminando a su tra-
bajo, al mandado, a la escuela y no 
va pensando en si saldrá un perro 
de la nada con intención de ladrar 
o morder. Es aquí donde se debe 
hacer presente la obligación de los 
dueños de cuidar de sus mascotas y 
hacerse responsable de las acciones 
que puedan o hagan estos.

Hay casos de ataques recurrentes 
de jaurías de perros, casos como el 
de fraccionamiento Bosques cuyos 
ataques recurrentes han dejado 
personas heridas, tal es el caso de 
una mujer agredida en la avenida 
Primero de Mayo de esa localidad 
el pasado 30 de mayo del año en 
curso. El caso de la chica atacada 
por más de diez perros en héroes 
de Tecámac, Estado de México. 
Que, gracias a videos de vigilan-
cia, se pudo esclarecer este hecho 
que en un principio apuntaba a fe-
minicidio.

Tratando de analizar el tema de los 
derechos de los animales, podemos 

ver que en caso de seguir esta vía, 
también se deben considerar de 
forma intrínseca, las obligaciones 
de estos para con la sociedad. Así 
como los individuos purgan una 
pena por algún hecho ilícito, los 
animales, propiamente los perros, 
para el caso que nos ocupa, también 
deberían ser privados de la libertad 
de la que gozan. Pero para esto, 
considero; que el perro debe en-
tender y comprender sus derechos 
y obligaciones que se puede hacer 
acreedor al estar inmerso dentro de 
una sociedad.

Esto es un tanto complejo, tal vez 
hasta descabellado; lejos de se-
guir hablando de derechos de los 
animales, debemos voltear a ver 
las obligaciones de los dueños de 
estas mascotas para evitar tal vez 
tragedias o que sus mascotas estén 
en estados inhumanos.

Si llevamos estos casos de las jau-
rías de perros callejeros a lo que es 
en la conducta de los individuos, 
tal vez deberías considerarlos 
como grupo delictivo y que deben 
ser sujetos a carpeta de investiga-
ción hasta que se determine su si-
tuación jurídica. Algo que tal vez 
debe considerarse absurdo.

El caso de los gatos es un tanto 
menos complicado, ya que estos 
animales son, por lo general; do-
mésticos. Con esto quiero decir 
que difícilmente salen de su casa, 
sin embargo, son animales; que 
por lo general están sueltos, sin co-
rreas o enjaulados, con un arenero 
para sus necesidades. Aunque por 
su propia condición, son animales 
que suelen explorar su vecindario 
o buscar pareja y puede ser aquí 
en donde pueden sufrir maltrato 
de las personas.

Es cierto que puede haber gatos 
muy nerviosos, huraños o hasta 
salvajes que pueden atacar; pero 
dudo que lleguen a ocasionar la 
muerte de alguna persona que, por 
el otro lado, puede haber personas 
que los maltratan mucho, al grado 
de matarlos. Aunque a estos ani-
malitos es más común rescatarlos 

de árboles o de alcantarillas, o sean 
gravemente lastimados por los pe-
rros que andan sueltos en las calles.

Por tal motivo analizando el tema 
en general es importante resumir 
que si bien es cierto que como seres 
vivos los animales tienen derecho a 
vivir sin maltrato y en condiciones 
dignas para su supervivencia, no 
menos cierto es que los seres huma-
nos debemos adoptar la idea clara 
de cómo hacernos responsables de 
cada mascota que decidimos recibir 
en nuestros hogares, es importante 
tomar en cuenta que la responsa-
bilidad de adoptar una mascota es 
como incluir un miembro más en 
la familia que implica cuidados, 
atenciones y gastos; de lo que debe-
remos estar al pendiente constante-
mente; mascotas que de acuerdo a 
su raza, tamaño, salud y edad nece-
sitara de distintos cuidados.

Ya estamos erradicando las tradi-
ciones en donde se observaba el 
maltrato y el sufrimiento causado 
a los animales como corridas de to-
ros, pelea de gallos o pelea de pe-
rros. por lo que no fomentarlos es 
una forma de hacernos conscientes 
de querer respetar el derecho a la 
vida, de la cual no muchos anima-
les pueden disfrutar.
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Un ejemplo de la insuficiencia
argumentativa de la SCJN

Toda ley -en principio- es sus-
ceptible de interpretación, la 
interpreta quien la usa -las par-

tes en litigio- y la interpreta quien 
juzga, y es este último quien tiene la 
obligación y responsabilidad de que 
su interpretación sea lo más justa o 
correcta posible, ya que su interpreta-
ción y justificación puede ser la guía 
para futuras resoluciones. 

Una de las maneras en que se expre-
san los criterios interpretativos en el 
área del derecho es por medio de la 
jurisprudencia, palabra que proviene 
del latín jurisprudentia, que deriva de 
jus (que significa derecho) y prudentia 
(previsión o conocimiento), las que 
conjuntamente pueden entenderse 
como: la prudencia de lo justo. Tam-
bién se ha considerado que proviene 
de prudens, prudentes, que literal-
mente significa sabio, conocedor.1

El Manual del juicio de amparo de la 
Suprema Corte de Justicia de Nación 
define a la jurisprudencia como el 
conjunto de normas o reglas con las 
que la autoridad jurisdiccional cuen-
ta; deriva de la interpretación de de-
terminadas prevenciones del derecho 
positivo que precisan el contenido 
que debe atribuirse y el alcance que 
debe darse a éstas y que, al ser reite-
radas cierto número de veces en sen-
tido uniforme, no contrariado, son 
obligatorias para quien deba decidir 
casos concretos regidos por aquellas 
prevenciones.2 Actualmente la ley de 
amparo contempla diferentes mane-
ras de formar jurisprudencia.3 
1 Suero Alva, José Saturnino, Contradic-
ción de Tesis Jurisprudenciales, México, 
CJF-IJFEJ, pág. 1 disponible para su consulta 
en: https://archivos.juridicas.unam.mx/
www/bjv/libros/13/6100/4.pdf
2 Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Manual del juicio de amparo, 6ª reimpre-
sión. Instituto de Especialización Judicial / 
Themis, México, 1990, p. 169.
3 Para una mejor comprensión de esto, re-
comiendo leer los artículos 94, 99, 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como los artículos 215 a 235 
de la ley de amparo, reglamentaria de los ar-

Ahora bien, cualquiera que haya leí-
do una tesis o jurisprudencia emitida 
por los tribunales facultados para 
ello, sabe que éstas se componen de 
varios elementos, entre ellos -Datos 
de localización y emisión, Rubro o 
título de la tesis, un apartado de he-
chos, un apartado de Criterio Jurídi-
co, uno más de justificación, votación 
y los datos del origen de dicha tesis o 
jurisprudencia.

En general, son los hechos, el criterio 
jurídico y la justificación lo que define 
el sentido de la tesis o jurisprudencia. 
Los hechos como su nombre lo indica, 
es una pequeña narración de lo que 
dio origen a la tesis o jurisprudencia; el 
criterio jurídico es el desarrollo del ra-
zonamiento jurídico que establece la in-
terpretación de la norma. Esto es, aquí 
se desarrolla el análisis de los hechos, 
normas aplicables y la interpretación 
que la Corte hace de ellas. Y es en la Jus-
tificación, donde la corte o tribunales 
debe como su nombre lo indica, “justi-
ficar” el porqué de dicha interpretación 
o el porqué de su criterio jurídico.

En principio, es importante señalar 
que la mayoría de los diccionarios 
son concordantes en señalar que la 
palabra Justificar significa: Probar 
algo con razones convincentes, testi-
gos o documentos4. Dar una razón o 
argumento que muestre que algo es 
razonable o necesario.5 Probar la ver-
dad o la justicia de una cosa. 

Por otro lado, autores como Riccardo 
Guastini señalan que, para justificar 
una interpretación literal o correctiva 
en cualquiera de sus modalidades, 
hay que distinguir entre las técnicas 
interpretativas propiamente dichas y 
las técnicas que el jurista, en especial el 
juez, utiliza para integrar el derecho.6
tículos 103 y 107 de la constitución política 
de los Estados unidos mexicanos.
4 Diccionario de la RAE, voz “justificar” 
para su consulta en: https://dle.rae.es/
justificar?m=form
5 Diccionario Oxford Languages (Español)
6 Gimeno, María Concepción, la inter-

Como lo mencionamos en la pri-
mera parte de este artículo pu-
blicado en el número anterior, 

Perelman parte de diversas premisas 
para el desarrollo de su teoría, den-
tro de estos supuestos, el concepto 
de auditorio es básico en su teoría.

La utilidad del concepto de audito-
rio, señala el autor, es que al conocer 
al auditorio esto le da oportunidad 
al orador de conocer cuáles son los 
medios idóneos para influir en él. No 
es lo único, existen otras formas y su-
puestos para influir y condicionar al 
auditorio, entre ellos se encuentran la 
música, la iluminación, el tono dema-
gógico, el control teatral y más.1 

Todo lo anterior tiene el fin de influir 
en el auditorio y éste no sea el mismo 
al final del discurso argumentativo. 
Como se puede observar, el objetivo 
central de Perelman está, en el con-
vencimiento del auditorio de ahí que 
lo importante es saber cuál es la opi-
nión de aquellos a quien va dirigida 
la argumentación y no la opinión del 
orador. De ahí que señale que en la 
argumentación solo existe una regla: 
“la adaptación del discurso al audito-
rio, cualquiera que sea; pues, el fondo 
y la forma de ciertos argumentos. que 
son apropiados para ciertas circuns-
tancias, pueden parecer ridículos en 
otras.”2

 
Como ya se señaló al hablar de audi-
torios, su variedad es casi infinita, por 
ello en este ocurso nos ocuparemos 
sólo del auditorio universal, sin per-
der de vista que para Perelman pue-
den existir una gran variedad de au-
ditorios y explicar cada uno de ellos 
sería prácticamente imposible, de ahí 
que en este ocurso nos enfocaremos a 
su idea de auditorio universal, ya que 
este concepto y su desarrollo ocupan 

1  PERELMAN, Chaim y L. Olbrechts-Tyte-
ca, Tratado de la Argumentación. La 
nueva Retórica, Traducción española de 
Julia Sevilla Muñoz, Biblioteca Románi-
ca Hispánica dirigida por Dámaso Alon-
so; Madrid, Ed. Gredos, 1989 pág. 60
2Ibidem, pág. 63

un parte fundamental en su obra. 
El concepto de auditorio ha sido sin 
duda el más conocido de Perelman, 
no obstante, a pesar del conocimiento 
y propagación de su teoría, este con-
cepto no es claro, en parte porque el 
mismo autor no define bien a que se 
refiere al hablar de un auditorio uni-
versal, de hecho, en principio habla 
del acuerdo del auditorio universal3 y 
no sólo de un auditorio universal.

Perelman señala que el acuerdo de 
un auditorio universal no es una 
cuestión de hecho. sino de derecho. 
“Porque se afirma lo que es conforme 
a un hecho objetivo, lo que constituye 
una aserción verdadera e incluso ne-
cesaria, se cuenta con la adhesión de 
quienes se someten a los datos de la 
experiencia o a las luces de la razón”.4 
Fiel a su teoría, nuestro autor señala 
también que “Una argumentación di-
rigida a un auditorio universal debe 
convencer al lector del carácter apre-
miante  de las razones aducidas de su 
evidencia, de su validez intemporal y 
absoluta independientemente de las 
contingencias locales o históricas.”5

Pero, ¿qué es el auditorio universal? 
Perelman indica que:

El auditorio universal, lo consti-
tuye cada uno a partir de lo que 
sabe de sus semejantes, de ma-
nera que trascienden las pocas 
oposiciones de las que tiene con-
ciencia. Así, cada cultura, cada 
individuo posee su propia con-
cepción del auditorio universal, 
y el estudio de estas variaciones 

3  Perelman señala de manera expresa que: 
“Es obvio que el valor de esta unanimidad 
depende del número y de la calidad de quie-
nes la manifiestan, dado que, en este campo, 
el límite lo alcanza el acuerdo del auditorio 
universal. Evidentemente, en este caso, no 
se trata de un hecho probado por la expe-
riencia, sino de una universalidad y de una 
unanimidad que se imagina el orador, del 
acuerdo de un auditorio que debería ser uni-
versal y que, por razones justificadas, pue-
den no tomarlo en consideración quienes no 
participan en él.
4  Ibidem, pág. 72
5  Ídem

Teoría de la argumentación -jurídica- 
De chaim perelman 
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En fecha cuatro de julio del presente 
año, se publicaron una serie de tesis 
aisladas y jurisprudencias entre ellas 
una que lleva por rubro: DELITO 
DE INSUBORDINACIÓN MILITAR 
POR FALTA DE RESPETO A UN 
SUPERIOR. LA PENA APLICABLE 
DE CINCO AÑOS DE PRISIÓN 
NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD DE LAS PE-
NAS.7 Jurisprudencia que emitió la 
primera sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

Si observamos la tesis en cita, nos 
vamos a dar cuenta que en el aparta-
do de criterio Jurídico, señala en que 
consiste el delito de insubordinación 
militar, y en el aparatado de Criterio 
jurídico señala que “La pena de cin-
co años de prisión (…) no vulnera el 
principio de proporcionalidad de las 
penas previsto en el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues es acorde 
con la gravedad del delito y el bien 
jurídico protegido” en el presente 
caso con lo relativo a la disciplina mi-
litar que exige obediencia, respeto y 
sujeción en una escala jerárquica, lo 
cual se erige como eje central de la 
formación castrense.

Como se puede observar, la SCJN en 
este aparatado no interpreta nada, es 
omisa en seguir su propia definición 
en el sentido de que la jurisprudencia 
“deriva de la interpretación de deter-
minadas prevenciones del derecho 
positivo que precisan el contenido 
que debe atribuirse y el alcance que 
debe darse a éstas.” La jurispruden-
cia en cita no lo hace, sólo es enfática 
al señalar que “La pena de cinco años 
de prisión (…) no vulnera el princi-
pio de proporcionalidad.” No dice 
nada más.

En tal sentido, cualquiera esperaría 
que en el rubro de justificación se 
diera eso, la justificación del porque 
pretación jurídica en la obra de Riccardo 
Guastini, España, Universidad de León, 
disponible en https://dialnet.unirioja.es/
descarga/articulo/142428.pdf
7 Tesis: 1a./J. 114/2025 (11a.) Fuente: Se-
manario Judicial de la Federación, Registro 
digital 2030684

la pena señalada no vulnera el princi-
pio de proporcionalidad, sin embar-
go de una lectura al rubro indicado, 
cualquiera puede percibir que la sala 
de la corte tampoco justifica su crite-
rio jurídico, se limita a señalar que: 
“Del análisis comparativo entre la pena 
privativa de libertad de cinco años 
prevista en el referido artículo, en 
relación con las distintas sanciones 
contempladas para las diferentes hi-
pótesis en que puede configurarse el 
delito de insubordinación militar, se 
concluye que se trata de una pena pro-
porcional, pues es aplicable para san-
cionar una falta de respeto durante el 
servicio castrense, en comparación con 
las restantes penas que llegan hasta 
sesenta años de prisión, como sucede 
cuando la insubordinación causa la 
muerte de un superior jerárquico.

Esto es, “la justificación de la sala de 
la corte” se basa en un análisis com-
parativo de las distintas penas con-
templadas en diferentes hipótesis en 
que puede configurarse el delito de 
insubordinación militar para llegar a 
la conclusión de que la pena impues-
ta por el delito de insubordinación 
militar no vulnera el principio de 
proporcionalidad de las penas.

¿Dónde están las razones o argumen-
to que muestre que dicha pena es ra-
zonable o necesaria? 

¿Dónde están las razones que prue-
ben o convenzan de que dicha pena 
es justa? 

¿Dónde está la interpretación de la 
norma? 

No existe nada de lo anterior, lo único 
que se ve es una pobreza interpretati-
va y justificativa de nuestro máximo 
tribunal, sus argumentos -si a eso se 
le puede llamar argumentos- sólo se 
basan en repetir lo que dice el código 
de justicia militar y en comparar las 
penas para dicho delito. 

¿Hay justificación para su conclu-
sión? ¡No, tampoco la hay! No hay 
explicación del porqué de su con-
clusión, cualquiera puede leer la

jurisprudencia en cita, por lo menos 
a mí no me convence en nada, y con-
trario a los fines primigenios de la ju-
risprudencia en el sentido de aclarar 
el significado de las leyes, esta tesis lo 
único que hace es validar posibles fu-
turas violaciones al principio de pro-
porcionalidad de las penas, ya que si 
el día de mañana, en unas semanas 
o meses al legislador se le ocurre au-
mentar las penas en un 100 o 200% a 
todos los supuestos, entonces las pe-
nas seguirán siendo proporcionales 
porque de un “análisis comparativo” 
se deriva que no se viola el principio 
de proporcionalidad. ¡Qué buenos 
argumentos de la corte!

¡No! Esta tesis es un claro ejemplo 
de la pobreza interpretativa y nula 
justificación del criterio, este tipo de 
jurisprudencias, lo único que hace es 
dar más fuerza a la ley en este caso 
castrense y no ve más allá de las con-
secuencias que pueda tener. La corte 
-por lo menos en esta jurispruden-
cia- no entendió que sus criterios son 
obligatorios para todos los tribunales 
de menor jerarquía, en tal sentido su 
deber y responsabilidad es justificar 
el porqué de su criterio jurídico ya 
que ese criterio es el que va a prevale-
cer en el futuro y se va a utilizar para 
resolver casos similares, casos que 
no van a tener justificación, pero que 
contaran con el aval de la corte.

Esta tesis no es la única en su tipo, 
hay muchas en diferentes temas, que 
adolecen de una buena o por lo me-
nos razonable interpretación y justifi-
cación, hay algunas tesis que de plano 
van en contra del sentido de la norma 
nacional y algunas incluso en contra 
de normas internacionales, asimismo 
hay otras que de plano justifican la 
violación a derechos humanos, de ahí 
la importancia de exigir tesis y juris-
prudencias con buenos criterios jurí-
dicos, buenos argumentos y mejores 
justificaciones, ojala y con los nuevos 
integrantes de la SCJN se dé, aunque 
la verdad, yo lo dudo.
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En el mundo del diseño de interiores, hay 
piezas que no solo decoran, sino que cuentan 
historias. Los sillones ocasionales —esas bu-
tacas que parecen creadas para el momento 
perfecto— son mucho más que un asiento: son 
un statement de estilo, confort y sofisticación.

Casa de las Lomas presenta las tendencias 
de la temporada en sillones ocasionales que 
combinan alto diseño, materiales nobles y una 
presencia escultural que transforma cualquier 
rincón en una experiencia de elegancia.

5 sillones
ocasionales

que redefinen
el lujo en

tu espacio

Tejido Bouclé:
Un Must-Have Para Un Hogar Con Estilo

Sillón giratorio Osmash blanco

El bouclé blanco se ha convertido en el textil “es-
trella” de los interiores contemporáneos. Al apor-
tar un gesto de calidez y suavidad a la paleta más 
neutra, invita a crear ambientes luminosos y de-
purados, típicos del estilo escandinavo. Se integra 
perfectamente en salones donde predominan los 
tonos crudos, la madera clara y la luz natural, sin 
renunciar al confort sensorial.

Perfecto para integrar en lofts, salas de estar y ves-
tíbulos.

Un Ícono de modernindad

Sillón Grado gris

Este diseño lo veremos mucho en tendencia du-
rante 2025.  Aunque su estilo es nórdico, el cuerpo 
totalmente tapizado eleva la pieza y la convierte 
en un símbolo de elegancia. Esta dualidad—sur-
face sleek pero sensación acogedora—responde al 
movimiento “minimalismo con alma”, donde las 
texturas toman protagonismo sutilmente.

Este sillón encaja tanto en salas de estar (como 
butaca de apoyo), como en oficinas en casa o ves-
tíbulos.
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Textiles de impacto con patrón pied de poule 
(blanco y negro)

Sillón giratorio Adela

El patrón clásico, como el pied de poule o el 
tweed, vuelve con fuerza, pero aplicado a for-
mas redondeadas y actuales. Estos sillones com-
binan el confort de una base amplia, giratoria 
con respaldo mullido y un diseño gráfico que 
aporta sofisticación y personalidad. Es el equili-
brio perfecto entre tradición y modernidad.

Ideal para salas elegantes, espacios eclécticos o 
áreas de recepción de alto nivel.

Curvas envolventes 

Sillón Ian azul
Los sillones curvos están ganando protagonismo 
y se han convertido en una tendencia imprescin-
dible para quienes buscan darle un aire moder-
no y sofisticado a su espacio.

Este diseño apuesta por formas curvas y tapiza-
dos suaves, que invitan al descanso sin perder 
elegancia. El terciopelo o tejidos de textura ater-
ciopelada refuerzan el carácter táctil y visual del 
lujo contemporáneo. Esta tendencia es ideal para 
crear espacios íntimos y acogedores, como rinco-
nes de lectura, estudios o lounges personales.

Sillón Case café

Inspirado en formas naturales, este tipo de sillón 
combina curvas suaves y figuras geométricas, 
dando dinamismo al espacio. 

Aquí domina una estética inspirada en lo na-
tural y lo artesanal. La estructura expuesta en 
madera curvada con acabados oscuros y líneas 
fluidas nos remite a un diseño tipo “objeto de 
arte funcional”. Es perfecto para ambientes con 
estética mid-century, japonesa o contemporánea, 
donde cada pieza cuenta una historia, como fa-
mily rooms o dormitorios sofisticados.

Inspírate con la mayor colección de sillones ocasio-
nales en www.casadelaslomas.com  y encuentra la 
pieza perfecta para darle vida y estilo a tu hogar.
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Deudores alimentarios y la inaplicabilidad de la 
reforma federal en la legislación de Nuevo León

Atendiendo al contenido de la 
Declaración Universal De los 
Derechos Humanos1, marca un 

punto de inflexión en la historia de 
Derechos Humanos, proclamada por 
la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, el 10 de diciembre de 1948, 
como un ideal para todos los pueblos 
y naciones. Este documento estable-
ce que deben protegerse los derechos 
humanos en todo el mundo.

El artículo 1º de la citada Declaración, 
establece: “Todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos y, dotados como están 
de razón y conciencia, deben com-
portase fraternalmente unos con los 
otros”. El artículo 3ro. señala, que 
“todo individuo tiene derecho a la 
vida, a la libertad y a la seguridad 
de su persona”; el artículo 16, en 
su apartado tercero, establece que 
“la familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y tiene 
derecho a la protección de sociedad 
y del Estado”. Finalmente, el artículo 
25, en su primera parte, señala que 
“toda persona tiene derecho a un ni-
vel de vida adecuado que le asegure, 
así como a su familia, la salud, y el 
bienestar, en especial la alimenta-
ción, el vestido, la vivienda, la asis-
tencia médica y los servicios sociales 
necesarios, tiene asimismo derecho a 
los seguros que, en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, 
vejez u otros casos de pérdida de sus 
medios de subsistencia por circuns-
tancias independientes de su volun-
tad”.

Al ser el Estado el titular de la obli-
gación de garantizar y velar por 
el cumplimiento de los derechos

1 Obtenida el 22 de junio de 2025: https://
www.un.org/es/about-us/universal-decla-
ration-of-human-rights 

humanos, el “8 de mayo de 2023”2, 
se reformo el artículo 135 de la de-
nominada Ley General de los Derechos 
de Niñas Niños y Adolescentes3 en ma-
teria de pensiones alimentarias. Con 
esta reforma se crea el Registro Na-
cional de Obligaciones Alimentarias, 
mediante el cual se busca proteger 
los derechos humanos de los acree-
dores alimentarios. 

Se estableció un periodo de aplica-
ción gradual para los 32 estados de 
la República, quienes deberían rea-
lizar las acciones pertinentes para 
la inclusión en sus respectivas le-
gislaciones estatales. Los Tribuna-
les Superiores de las entidades fe-
derativas y de la Ciudad de México 
deberán suministrar, intercambiar, 
sistematizar, consultar, analizar y 
actualizar la información sobre el 
incumplimiento de las obligaciones 
alimentarias, utilizando los sistemas 
e instrumentos tecnológicos del Sis-
tema Nacional DIF para que con ella 
integre el Registro Nacional de obli-
gaciones.

De acuerdo con el artículo 135 Qua-
ter de la mencionada ley; se esta-
blecen los requisitos mínimos para 
la inscripción al Registro Nacional 
de Obligaciones Alimentarias, tales 
como: nombre y apellidos, CURP, 
clave y homoclave del RFC del deu-
dor alimentario; el órgano jurisdic-
cional que ordenó la inscripción, la 
cuantía del cumplimiento de la obli-
gación alimentaria y plazo de pago 
de los alimentos definitivos, y datos 
del expediente o causa jurisdiccional 
de la cual deriva la inscripción. La 
ley también prevé que cada entidad 
2 Obtenida el 22 de junio de 2025: Diario Ofi-
cial de la Federación
3  Ídem. https://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf  LEY GE-
NERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES. 
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federativa instale un sistema local 
de protección a los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes (NNA), 
conformado por las dependencias 
y entidades de las administraciones 
locales vinculadas a la protección, 
encabezados por el Poder Ejecutivo 
Estatal o la Jefatura del Gobierno del 
Distrito Federal, similar al Sistema 
Nacional de Protección Integral, con-
tando con una secretaría ejecutiva y 
garantizando la participación de los 
sectores social y privado.

Ahora bien, el Senado de la Repúbli-
ca, estableció que el Registro de Deu-
dores Alimentarios debería empezar 
a operar en marzo del año 2024, se-
ñalando un plazo de 300 días hábi-
les para su implementación4”, según 
una investigación de la Dirección 
General de Análisis Legislativo del 
Instituto Belisario Domínguez.

De acuerdo con el contenido oficial 
de la página del Gobierno de Méxi-
co, específicamente en la del Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de 
la Familia -por sus siglas (S.N.D.I.F.)- 
ya existe el Registro Nacional de 
obligaciones alimentarias.5  Sin em-
bargo, en el estado de Nuevo León, 
tanto el Congreso del Estado como 
el Tribunal Superior de Justicia han 
sido omisos en dar cumplimiento 
al plazo fijado para la operación de 
la figura jurídica. Por ello es que se 
hace necesario establecer la perti-
nencia y necesidad de implementar 
el Registro Nacional de Obligaciones 
Alimentarias en Nuevo León. Esta 
medida responde a la necesidad de 
cumplimiento forzoso por parte del 
deudor alimentario, ya que quienes 
aparezcan en dicho registro enfren-
tarán restricciones importantes, ta-
les como imposibilidad de tramitar 
el pasaporte o licencia de conducir, 
no poder ser candidatos de elección
4 Recuperado 22 de junio de 2025 de: ht-
tps://comunicacionsocial.senado.gob.
mx/informacion/comunicados/6488-re-
gistro-de-deudores-alimentarios-debe-
ra-operar-en-marzo-de-2024-senala-estu-
dio-del-ibd 
5  Ídem:  https://rnoa.dif.gob.mx/

popular, ni contraer matrimonio ci-
vil, además restricciones para rea-
lizar algunos trámites notariales. 
Todo esto, como consecuencia de la 
omisión al pago de la pensión ali-
menticia, lo cual pone en riesgo la 
subsistencia de un sector vulnerable: 
las niñas, niños y adolescentes, quie-
nes merecen una protección especial 
del Estado, como lo establece la Con-
vención sobre los Derechos del Niño6; 
que en su artículo 27, punto 2, dispo-
ne que: A los padres u otras personas 
encargadas del niño les incumbe la 
responsabilidad primordial de pro-
porcionar, dentro de sus posibilida-
des y medios económicos, las condi-
ciones de vida que sean necesarias 
para el desarrollo del niño. En este 
sentido, si un padre omite cumplir 
al pago de la pensión alimentaria, 
no solo incurre en un incumplimien-
to legal, sino que repercute directa-
mente en el bienestar de los NNA, 
generando consecuencias jurídicas, 
que pueden ir desde la pérdida de la 
patria potestad hasta sanciones pe-
nales, por el delito de incumplimien-
to de obligaciones alimentarias.  

La palabra “alimento”, proviene del 
latín alimentum7. El autor Rojina Vi-
llegas, define el derecho de alimentos 
como: “la facultad jurídica que tiene 
6 El presente instrumento internacional fue 
adoptado por la Organización de las Nacio-
nes Unidas en la ciudad de Nueva York, Es-
tados Unidos de América, el 20 de noviem-
bre de 1989, mismo que fue aprobado por 
el Senado de la República el 19 de junio de 
1990, lo cual consta en el DOF del 31 de julio 
de 1990. Dicho instrumento entró en vigor 
en el ámbito internacional el 2 de septiembre 
de 1990, pero para el Estado mexicano no fue 
sino hasta el 21 de octubre de 1990, previa su 
ratificación el 21 de septiembre de 1990 y su 
promulgación en el DOFederación el 25 de 
enero de 1991. Cuenta con los instrumentos 
siguientes, que están en vigor y de los que 
México es parte: Enmienda, adoptada en 
Nueva York el 12 de diciembre de 1995. Pro-
tocolo Facultativo Relativo a la Participación 
de Niños en Conflictos Armados, adoptado 
en NY, el 25 de mayo de 2000. Protocolo 
Facultativo Relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de los 
Niños en la Pornografía, adoptado en NY, el 
25 de mayo de 2000.
7 Recuperado 22 de junio de 2025: alimen-
tum en español, traducción, latín - español 
diccionario|Glosbe

una persona denominada alimentis-
ta para exigir a otra lo necesario para 
subsistir, en virtud del parentesco 
consanguíneo, del matrimonio o del 
divorcio en determinados casos”8 
Debemos entender que “los alimen-
tos”9 comprenden la manutención 
en general, que incluyen entre otros 
la comida, el vestido, la habitación y 
la salud respecto de los menores de 
edad; los alimentos comprenderán 
además, los gastos necesarios para 
la educación preescolar, primaria 
y secundaria del alimentista y para 
proporcionarle algún oficio, arte o 
profesión, honestos y adecuados a 
su edad y circunstancias personales, 
lo cual también deberá considerar-
se respecto a los mayores de edad, 
cuando el caso así lo amerite, lo an-
terior atendiendo al artículo 308 del 
Código Civil del Estado de Nuevo 
León.

El cumplimiento de una pensión ali-
menticia no solo es una obligación 
legal del padre o deudor alimenta-
rio, sino un compromiso al desarro-
llo y bienestar sus hijos. Por ello, la 
importancia de la omisión del Con-
greso del Estado Nuevo León y del 
Poder Judicial estatal deben ser obje-
to de análisis, pues su falta de acción 
pone en riesgo los derechos de los 
acreedores alimentarios, y desestima 
los esfuerzos del Legislativo Fede-
ral por proteger los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes. Final-
mente, resumiré que la omisión del 
Congreso del Estado de Nuevo León 
y del Poder Judicial estatal, devie-
nen de una insensibilidad por ambas 
instituciones, invisibilidad de los 
problemas que traen consigo la falta 
de cumplimiento al derecho humano 
de los niños, niñas y adolescentes y 
finalmente, una resistencia a la van-
guardia judicial.

8 Rojina Villegas, Rafael. Compendio de 
Derecho Civil. Introducción, Personas y Fa-
milia, t. I. Ed. Porrúa, 38ª. ed., México, 2007, 
p.265.
9 Código Civil del Estado de Nuevo León, 
(2025) Artículo 308.
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Implementación Práctica de IA en la
Práctica Legal: Guía Estratégica

herramientas pueden reducir hasta un 
60% el tiempo dedicado a tareas docu-
mentales repetitivas.

La implementación exitosa de estos asis-
tentes requiere el desarrollo de bibliote-
cas de prompts específicos para cada tipo 
de documento legal. Por ejemplo, un 
prompt para contratos de arrendamiento 
debe incluir variables específicas como 
tipo de inmueble, jurisdicción aplicable 
y cláusulas particulares según la legisla-
ción local. Es fundamental crear planti-
llas que incorporen el lenguaje jurídico 
específico de cada jurisdicción, ya que 
las herramientas entrenadas principal-
mente en inglés pueden generar traduc-
ciones inexactas o utilizar terminología 
no reconocida en el sistema jurídico 
mexicano.

Adicionalmente, estas herramientas re-
quieren un proceso de “entrenamiento” 
mediante la alimentación constante de 
ejemplos de documentos bien redacta-
dos de la firma. Esto permite que la IA 
adapte su estilo al lenguaje corporativo 
y mantenga consistencia en la redacción. 
Empero, es crucial establecer controles 
de calidad que incluyan revisiones alea-
torias de documentos generados, espe-
cialmente durante los primeros meses 
de implementación.

Análisis de Documentos: Soluciones 
como Kira Systems o Relativity emplean 
machine learning para revisar contratos, 
identificar cláusulas problemáticas y ex-
traer información relevante de grandes 
volúmenes documentales.

Estas herramientas son especialmente 
valiosas en procesos de due diligence, 
donde pueden analizar cientos de con-
tratos en horas en lugar de semanas. 
La tecnología de procesamiento de 
lenguaje natural permite identificar no 
solo cláusulas específicas, sino también 
inconsistencias terminológicas, fechas 
conflictivas y obligaciones cruzadas en-
tre diferentes documentos. Por ejemplo, 
en una fusión empresarial, la IA puede 
detectar automáticamente cláusulas de 
cambio de control que podrían activarse 
con la transacción.

La implementación efectiva requiere 
la creación de taxonomías personali-
zadas que reflejen las particularidades 

del derecho mexicano. Esto incluye el 
reconocimiento de figuras jurídicas es-
pecíficas como el fideicomiso (hoy muy 
de moda), cláusulas de jurisdicción en 
tribunales mexicanos, y terminología 
comercial en español. Las firmas más 
avanzadas están desarrollando modelos 
híbridos que combinan herramientas co-
merciales con desarrollos internos para 
abordar las especificidades del sistema 
jurídico nacional.

Investigación Jurisprudencial: Herra-
mientas como Westlaw Edge o vLex 
utilizan IA para analizar patrones en 
decisiones judiciales y sugerir preceden-
tes relevantes, optimizando la investiga-
ción legal tradicional.

La investigación jurisprudencial asistida 
por IA va más allá de la búsqueda por 
palabras clave tradicional. Estas herra-
mientas pueden identificar patrones ar-
gumentativos exitosos, analizar la evo-
lución de criterios judiciales a lo largo 
del tiempo, y sugerir estrategias argu-
mentativas basadas en casos similares. 
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Federación puede impactar inmediata-
mente las operaciones empresariales. 
La IA puede analizar automáticamente 
nuevas publicaciones, identificar impac-
tos específicos por industria, y generar 
alertas personalizadas según el perfil de 
cumplimiento de cada cliente. Por ejem-
plo, puede detectar cambios en regula-
ciones ambientales que afecten especí-
ficamente a empresas manufactureras 
con operaciones en ciertas entidades 
federativas.

La implementación avanzada incluye la 
creación de matrices de cumplimiento 
dinámicas que se actualizan automáti-
camente con nuevas obligaciones. Estas 
herramientas pueden integrarse con sis-
temas de gestión empresarial para mo-
nitorear el cumplimiento en tiempo real 
y generar reportes automatizados para 
autoridades regulatorias. Las firmas 
más sofisticadas están desarrollando sis-
temas predictivos que pueden anticipar 
cambios regulatorios basándose en pa-
trones históricos y tendencias políticas, 
permitiendo a sus clientes prepararse 
proactivamente para nuevas obligacio-
nes.

Estrategia de Implementación Ética
Cuáles deben ser las fases para una im-
plementación ética de estas herramien-
tas, aquí van algunas sugerencias:

Fase 1: Evaluación y Selección. Establez-
ca un comité de evaluación tecnológica 
que incluya socios, personal técnico y 
especialistas en ética. Defina casos de 
uso específicos antes de seleccionar he-
rramientas, priorizando aquellas que 
ofrezcan implementación local o cifrado 
de extremo a extremo.

Fase 2: Protocolo de Datos. Implemente 
un sistema de clasificación de informa-
ción por niveles de confidencialidad. In-
formación pública puede procesarse en 
plataformas cloud, mientras que datos 
sensibles requieren anonimización pre-
via o procesamiento local. Aquí la segu-
ridad de la información es clave.

Fase 3: Supervisión y Verificación. Es-
tablezca protocolos escalonados: do-
cumentos de rutina requieren revisión 
básica, mientras que análisis complejos 
necesitan validación cruzada por abo-
gados senior. Nunca permita que la IA 
tome decisiones finales sin supervisión 
humana.

Fase 4: Capacitación Continua. De-
sarrolle programas de alfabetización 
digital para todo el equipo legal. Los

profesionales deben comprender tanto 
las capacidades como las limitaciones 
de las herramientas que utilizan.

Consideraciones Éticas Fundamentales
Qué debe evaluarse al momento de im-
plementar este tipo de tecnología y de 
la mano con lo que les compartí en la 
entrega anterior, aquí van algunas con-
sideraciones:

Transparencia con Clientes: Incluya en 
sus contratos de servicios una cláusula 
que informe sobre el uso de herramien-
tas de IA, especificando que la responsa-
bilidad profesional permanece íntegra-
mente en el abogado.

Gestión de Sesgos: Las herramientas de 
IA pueden perpetuar sesgos presentes 
en sus datos de entrenamiento. Establez-
ca procesos de revisión que identifiquen 
y corrijan posibles discriminaciones en 
análisis automatizados.

Continuidad del Servicio: Mantenga 
siempre capacidades tradicionales como 
respaldo. La dependencia excesiva de la 
tecnología puede generar vulnerabilida-
des operativas.

Beneficios Medibles
Las métricas o Key Performance Indicators, 
son una variable importante en toda 
esta ecuación. Las firmas que implemen-
tan IA reportan reducciones del 40% en 
trabajo manual, resolución de incidentes 
tres veces más rápida y disminución del 
70% en riesgos de cumplimiento. Estos 
beneficios liberan tiempo para activida-
des de mayor valor estratégico. De ahí 
que la forma en qué se midan los logros, 
deberán reflejarse en el retorno de la in-
versión realizada en la implementación 
de estas herramientas.

Los beneficios cuantitativos se extienden 
más allá de la eficiencia operativa. Las 
firmas reportan mejoras significativas en 
la satisfacción del cliente debido a tiem-
pos de respuesta más rápidos y análisis 
más exhaustivos. Por ejemplo, procesos 
de due diligence que tradicionalmente to-
maban semanas pueden completarse en 
días, permitiendo a los clientes acelerar 
sus transacciones comerciales. La capa-
cidad de analizar grandes volúmenes de 
información también permite identificar 
oportunidades y riesgos que podrían 
pasar desapercibidos en revisiones ma-
nuales.

La implementación de IA genera tam-
bién beneficios competitivos tangibles: 
capacidad de manejar proyectos más 

complejos con los mismos recursos,
posibilidad de ofrecer servicios más so-
fisticados a costos competitivos, y me-
jora en la predictibilidad de resultados 
y tiempos de entrega. Las métricas de 
calidad también muestran mejoras, con 
reducciones en errores de transcripción, 
mayor consistencia en la aplicación de 
criterios jurídicos, y mejor trazabilidad 
de procesos. Estos beneficios se tradu-
cen en ventajas comerciales concretas, 
incluyendo tasas de retención de clien-
tes más altas y capacidad de atraer clien-
tes más sofisticados que valoran la inno-
vación tecnológica.

Como lo mencioné antes, desde una 
perspectiva financiera, el retorno de in-
versión típico se materializa entre 6 a 18 
meses, dependiendo del tamaño de la 
firma y el alcance de la implementación. 
Los ahorros en costos operativos inclu-
yen reducción en horas-hombre para ta-
reas repetitivas, disminución en errores 
costosos, y optimización del uso de re-
cursos humanos especializados. Adicio-
nalmente, la capacidad de ofrecer servi-
cios más eficientes permite estrategias 
de precios más competitivas mientras se 
mantienen o mejoran los márgenes de 
ganancia.

Conclusión
La implementación exitosa de IA en el 
derecho requiere un enfoque gradual, 
ético y estratégico. No se trata de reem-
plazar el criterio jurídico, sino de poten-
ciarlo. Los profesionales que adopten 
estas tecnologías responsablemente no 
solo mejorarán su eficiencia operativa, 
sino que redefinirán el valor que apor-
tan a sus clientes en un mundo cada vez 
más complejo y digitalizado.

La pregunta no es si adoptar la IA, sino 
cómo hacerlo de manera que preserve la 
integridad y excelencia que caracterizan 
a la profesión legal. La ventaja compe-
titiva del futuro pertenecerá a quienes 
dominen esta integración, creando un 
nuevo paradigma donde la tecnología 
amplifica las capacidades humanas sin 
substituir el juicio profesional que defi-
ne la esencia de la práctica legal.
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Ingratitud como causa de revocación
al contrato de donación

Donación es el contrato, según 
Juan Palomar de Miguel en su 
obra Diccionario para Juristas1 

“donación. (lat. Dontio.) f. Acción y 
efecto de donar. directa. Der. Acto 
contractual que requiere el recurso 
de voluntades del donante y del do-
natario, así como la enajenación de 
la cosa donada” es el acto jurídico 
de enajenar una cosa, debiendo estar 
conformes en la celebración del con-
trato, tanto el donante, como el do-
natario, siendo este un acto realizado 
entre vivos. La definición citada, es 
congruente con el tipo señalado en 
el artículo 2332 del Código Civil Para 
el Distrito y Territorios Federales en 
Materia Común y Para Toda la Re-
pública en Materia Federal, y para 
el Distrito Federal a partir de su pu-
blicación en el Diario oficial de fecha 
10 de enero de 1988: “Donación es 
un contrato por el que una persona 
transfiere a otra, gratuitamente, una 
parte o la totalidad de sus bienes pre-
sentes”2, es decir, se trata de un con-
trato traslativo de dominio, a título 
gratuito y celebrado entre vivos.

Los contratos de donación por regla 
general son irrevocables, teniendo 
como excepción, entre otros la ingra-
titud, la cual es definida por el Diccio-
nario de la Lengua Española “Del lat. 
ingratitūdo. f. Desagradecimiento, ol-
vido o desprecio de los beneficios re-
cibidos.”3Por lo que se concluye que 
la ingratitud como excepción a la irre-
vocabilidad del contrato de donación, 
es la conducta reprochable del dona-
tario al donante sea por desprecio u 
olvido de los beneficios recibidos.

1 Palomar de Miguel, Juan, Diccionario para 
Juristas, México, Editorial Porrúa, 2003, p. 
549. ISBN 970-07-4503-1.
2 Código Civil Para el Distrito y Territorios 
Federales en Materia Común y Para Toda la 
República en Materia Federal, Diario Oficial 
de la Federación número 50 del 31 de agosto 
de 1928, https://www.dof.gob.mx/nota_
to_imagen_fs.php?cod_diario=197669&pagi
na=1&seccion=3
3 Diccionario de la lengua Española, Real 
Academia Española (consulta 17 enero 
2025), disponible https://dle.rae.es/ingra-
titud.

Como antecedentes a la legislación 
civil invocada, se debe acudir al siglo 
XIX, ya en el México independiente 
se inician los trabajos para codificar 
y normar las relaciones sociales, con 
fuerte influencia del Code Civil des 
Français4, conocido popularmente 
como el Código Napoleónico, pro-
mulgado el 21 de marzo 1804 por 
Napoleón Bonaparte, código consi-
derado liberal para su época, siguien-
do la tradición jurídica derecho fran-
co-germano del norte, en el que entre 
otras cosas de mayor trascendencia 
se tiene  la igualdad de las personas, 
la abolición de los títulos nobiliarios, 
la separación de la iglesia católica y el 
estado, reconocimiento del matrimo-
nio civil y el divorcio.

El 28 de febrero de 1871 se promulga 
el Código Civil del Distrito Federal y Te-
rritorio de la Baja California5, con con-
ceptos modernos para su época, res-
pecto a lo relacionado a la revocación 
del contrato de donación por ingrati-
tud del donatario, mientras que el Có-
digo Civil del Distrito Federal y Territorio 
de la Baja California6 conocido como el 
Código Civil de 1884, es promulgado 
el día 31 de marzo de 1884, derogando 
el código civil de 1871, siendo presi-
dente de México Manuel González, 
conservó el mismo número de artícu-
lo y texto que el código civil de 1871, 
no sufre cambio alguno, permanece 
inamovible, es decir, no evoluciona.

La definición del contrato de dona-
ción, mantiene la misma definición 
4 Code Civil des Français, promulgado el 28 
de marzo de 1804, por solicitud de Napoleón 
Bonaparte y encargado a diversos juristas, 
entre ellos Bigot de Préameneu, Jean Jacques 
Régis de Cambacérès, https://muchahisto-
ria.com › codigo-napoleonico.
5 Código Civil del Distrito Federal y Terri-
torio de la Baja California, Diario Oficial nú-
mero 58 del Gobierno Supremo de la Repú-
blica, el martes 28 de febrero de 1871. 
6 Código Civil del Distrito Fede-
ral y Territorio de la Baja Califor-
nia, https://legislacion.scjn.gob.mx/
Buscador/Paginas/wfOrdenamien -
toDetalle.aspx?q=CDMddE+Bke8KMN-
205Fd+Ct8WLCj63x9M+26W5dN4EFKTM-
D/c/g2mUYqo+OCeSbll
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6 Código Civil del Distrito Fede-
ral y Territorio de la Baja Califor-
nia, https://legislacion.scjn.gob.mx/
Buscador/Paginas/wfOrdenamien -
toDetalle.aspx?q=CDMddE+Bke8KMN-
205Fd+Ct8WLCj63x9M+26W5dN4EFKTM-
D/c/g2mUYqo+OCeSbll
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a lo legislado desde el siglo XIX, si-
tuación similar a la causal de revo-
cación por in gratitud, prevista en el 
artículo 2370 del Código Civil Vigen-
te “La donación puede ser revocada 
por ingratitud: I. Si el donatario co-
mete algún delito contra la persona, 
la honra o los bienes del donante o 
de los ascendientes, descendientes 
o cónyuge de éste; II. Si el donatario 
rehúsa socorrer, según el valor de la 
donación, al donante que ha venido 
a pobreza”7, la redacción que estable-
ce los casos de revocación al contrato 
de donación por ingratitud del do-
natario al donante, son exactamente 
igual, han permanecido prácticamen-
te inamovibles desde hace más de 
150 años.

Quien incluye diversas conductas re-
prochables que pueden dar lugar a la 
revocación del contrato de donación 
por ingratitud, es el Poder Judicial 
de la Federación por resoluciones de 
las Salas, así como de los Tribunales 
Colegiados de Circuito, que en la te-
sis con registro digital 165034 que al 
rubro establece:

Donación. su revocación por cau-
sa de ingratitud, se demuestra 
mediante la prueba de la comisión 
de un ilícito o delito civil por el 
donatario en agravio del donante, 
sus familiares, cónyuges o bienes. 
por lo que para la procedencia de 
la acción correspondiente no es 
necesaria la preexistencia de sen-
tencia condenatoria penal.8

Este criterio jurisprudencia, señala 
que la conducta criminal es sanciona-
ble desde el momento mismo de su 
realización y no hasta que haya una 
sentencia definitiva. Toda vez que 
con frecuencia los donantes suelen 
ser adultos mayores e incluso presen-
tado problemas de discriminación, 
salud y movilidad, no como cau-
sa para demandar la revocación de 
7 Código Civil Para el Distrito y Territorios 
Federales en Materia Común y Para Toda la 
República en Materia Federal, Diario Oficial 
de la Federación número 50 del 31 de agosto 
de 1928, https://www.dof.gob.mx/nota_
to_imagen_fs.php?cod_diario=197669&pa-
gina=1&seccion=3.
8 Tesis 1a./j.104/2009, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
t. XXXI, marzo de 2010, p. 261.

un contrato de donación, sino para
pretender proteger a dichos adultos 
mayores y darles una protección es-
pecial, el Segundo Tribunal Colegia-
do del Tercer Circuito, emitió la tesis 
con registro digital: 2027593, que al 
rubro establece: 

Suplencia de la deficiencia de 
la queja prevista en la fracción 
VII del artículo 79 de la ley de 
amparo. opera cuando una 
persona adulta mayor reclama 
la sentencia recaída a la acción 
de revocación de donación por 
ingratitud, se encuentra dis-
minuida en su capacidad mo-
triz y en estado de abandono.9

Con la tesis antes señalada, se preten-
de poner en una igualdad a los adul-
tos mayores en juicio ejercitando ac-
ción de revocación de donación por 
ingratitud del donatario, llegando e 
incluso, para el supuesto de llegar al 
juicio de amparo, la deficiencia de la 
queja, deba de ser suplida de oficio.
Así se debe de entender que el proce-
der ingrato de un donatario en contra 
de un donante, debe de ser sancio-
nado con la revocación del contrato 
de donación, sin embargo se debe de 
definir, en un lenguaje técnico jurídi-
co, definiendo que es la ingratitud, 
adecuándolo a las condiciones socia-
les actuales y la consecuencia jurídica 
por la conducta ingrata, proponiendo 
definirla como la conducta reprocha-
ble de abandono del reconocimiento 
de los bienes recibidos, con despre-
cio, que puede contar además con 
malos tratos, injurias, negativa de 
socorro o sevicia en perjuicio del do-
nante, de sus ascendientes, descen-
dientes, cónyuge o concubinario, que 
puede tener como consecuencia la 
revocación de la donación otorgada.
Es por ello, que se propone que el ar-
tículo 2370 del Código Civil Vigente:

Artículo 2370. La donación 
puede ser revocada por in-
gratitud, entendiéndose esta 
como la conducta reprochable 
de abandono al reconocimien-
to de los bienes recibidos, con 

9 Tesis III. 2o. C23, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Undécima Época, 
libro 31, Tomo V, 13 de noviembre de 2023, 
p. 4822.

desprecio, que puede contar 
además con malos tratos, in-
jurias, negativa de socorro o
sevicia en perjuicio del donan-
te, de sus ascendientes, des-
cendientes, conyugue o con-
cubinario.10
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anuncia a sus nuevos embajadores globales:

Tom Aspinall y Katie Taylor 

Champion, la reconocida marca depor-
tiva con más de 100 años de historia, 
anuncia con orgullo la incorporación 
de Tom Aspinall, campeón de peso 
completo de UFC, y Katie Taylor, 
campeona mundial de boxeo y pionera 

en el deporte femenino, como sus nue-
vos embajadores globales. Esta alian-

za subraya el compromiso continuo de 
Champion con el deporte de alto ren-

dimiento, la inclusión y el empo-
deramiento a través del 

legado deportivo.

Ambos atletas repre-
sentan los valores 
fundamentales de 
Champion: deter-
minación, autenti-
cidad y superación 
personal. Desde 
los octágonos de 
UFC hasta los 
cuadriláteros del 
boxeo profesio-
nal, Tom y Katie 
han demostra-
do no solo su 
dominio en el 
deporte, sino 
también una 
ética de trabajo 
inquebrantable 
y una conexión 
genuina con sus 
comunidades.

Tom Aspinall:
fortaleza y rendimiento
Originario de Manches-
ter, Tom Aspinall se ha 
convertido en una de las 
figuras más dominantes 
del MMA actual. Con 
una mezcla de velocidad, 
técnica y fuerza, Tom ha 
escalado rápidamente en 
el ranking mundial, has-
ta capturar el título in-
terino de peso completo 
de UFC en 2023, posición 
que ha defendido con 
éxito desde entonces.

“Estoy emocionado de 
asociarme con Cham-
pion, una marca con 
presencia global y raíces 
profundas en el depor-
te”, comentó Tom As-
pinall. “Los valores de 
Champion reflejan exac-
tamente quién soy y lo 
que quiero lograr en las 
MMA. Siempre he dicho 
que creo que puedo lle-
var el deporte al públi-
co general, y no estamos 
creando solo ropa, esta-
mos diseñando prendas 
que funcionen para los 
peleadores e inspiren a la 
próxima generación”.

Temas de conversación



championmexico.com.mx

Katie Taylor:
legado y liderazgo
Desde Bray, Irlanda, Ka-
tie Taylor ha redefinido lo 
que significa ser campeona. 
Considerada una de las me-
jores boxeadoras libra por 
libra de todos los tiempos, 
Katie es una pionera que ha 
abierto camino para miles de 
mujeres en el deporte. Con 
múltiples títulos mundiales 
en distintas divisiones y una 
medalla de oro olímpica, su 
legado va mucho más allá 
del ring.

“Todo boxeador sueña con 
ser un campeón y, de niña, 
yo no era la excepción. He 
tenido la suerte de cumplir 
esos sueños tanto en el boxeo 
amateur, a nivel mundial, 
como en los Juegos Olímpi-
cos, y ahora como profesio-
nal, siendo campeona indis-
cutida en dos divisiones. Por 
eso, asociarme con Cham-
pion simplemente tiene todo 
el sentido del mundo”, co-
mentó Taylor.

Tom y Katie son mucho más 
que atletas de élite. Son ver-
daderos ejemplos de discipli-
na, humildad y perseveran-
cia, con lo que se alinean con 
la familia Champion. Con 
ellos, se continúa constru-
yendo un legado auténtico 
que celebra el poder del de-
porte como herramienta de 
cambio personal y social.



Raúl Elizalde
Garza

 Licenciado en Derecho por la Universidad 
de Monterrey, a lo largo de su carrera se 

ha especializado en derecho aduanal, 
además de ser un reconocido activista en 
pro del acceso a productos derivados de 

cannabis.

¿Es legal el consumo de marihuana
en México?

psicoactivos como el THC. Pero si 
hablaremos de los productos de 
cannabis con altos niveles de THC 
conocidos comúnmente como Ma-
rihuana. Lo primero es hablar el fa-
llo histórico de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en 2015, don-
de resolvió el caso promovido por 
la organización civil SMART para 
otorgar un amparo enfocado al 
uso personal, consumo, siembra y 
transporte de marihuana con fines 
recreativos, de manera directa no 
se legalizaba la marihuana, pero 
reconocía que su prohibición vio-
laba los derechos humanos al libre 
desarrollo de la personalidad, este 
fallo fue seguido por otros casos 
hasta 2018, donde miles de perso-
nas obtuvieron protección legal, 
pero más importante aún, se sen-
tó una jurisprudencia obligatoria 
que derivó en que se declararan 
inconstitucionales diversos artícu-
los de la Ley General de Salud y 
del Código Penal Federal que pro-
hibían el uso lúdico de cannabis. 
Esta decisión fueron claves para 
exhortar al Congreso de la Unión 
para legislar, sin que hasta ahora 
se haya aprobado una ley comple-
ta en la materia.

Pese a los fallos de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y 
el exhorto a que el Congreso de la 
Unión emita leyes sobre el tema, 
la cuestión continúa, ¿es legal la 
marihuana en México? Para res-
ponder a esta pregunta hay que 
entender diversos matices que 
nos llevan a confirmar que SÍ, el 
consumo personal de marihuana 
ya no está penalizado en México 
porque la SCJN ha eliminado va-
rios artículos que lo prohibían y 
de esta manera, cualquier persona 
puede obtener un permiso indivi-
dual ante la Comisión Federal de 
Protección Contra Riesgos Sanita-
rios (COFEPRIS), ya sea para sem-
brar, cultivar, poseer y transportar 
marihuana para uso personal y 
sin fines de comercio. Pero NO, la 

comercialización de productos de 
Marihuana, estos siguen siendo 
ilegales, no existe una empresa o 
persona física que haya obtenido 
un permiso para vender, distri-
buir o comercializar productos con 
THC con fines recreativos.

Esto se traduce en que legalmente 
no existen cigarros de marihuana, 
flores con THC, ni ningún tipo de 
producto recreativo disponible en 
el país, a diferencia de otros países 
como Canadá y algunos estados de 
la Unión Americana.

Por su parte el CBD y otros can-
nabinoides no psicoactivos como 
el Canabigerol (CBG) y Canabinol 
(CBN) derivados del cáñamo, no 
están considerados como psico-
trópicos ni estupefacientes, por lo 
cual pueden comercializarse en 
México siempre y cuando cum-
plan con ciertos lineamientos sa-
nitarios, por su parte el cáñamo 
industrial, que es utilizado para 
alimentos, suplementos, cosméti-
cos o textiles, no está sujeto a las 
restricciones aplicables a la mari-
huana.

Como conclusión, podemos acep-
tar que los avances que hay en el 
país sobre la despenalización del 
consumo personal de marihuana 
han sido grandes, y las decisiones 
de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación protegen a los consumi-
dores, pero la faltan leyes y regla-
mentos para la comercialización 
de marihuana hacen que no exista 
legalmente un mercado comercial 
en el territorio nacional.

El debate sobre los usos recreati-
vos de la marihuana continúa, y el 
Congreso de la Unión tiene como 
pendiente emitir una legislación 
integral en la que se pudiera o no 
regular el comercio de la Marihua-
na, pero por ahora la venta de ma-
rihuana sigue siendo un acto pro-
hibido y sancionado por la ley.

Anteriormente hemos abor-
dado la complejidad que tie-
ne la industria de cannabis 

en México particularmente por los 
marcos legales vigentes, así como 
la desinformación y tabúes que ro-
dean a estas plantas y de manera 
inherente a los productos deriva-
dos de las mismas.

En este artículo no hablaremos so-
bre los usos industriales del canna-
bis, ni de los productos derivados 
de cáñamo, incluso no abordare-
mos los cannabinoides no psicoacti-
vos como el CBD y CBG, o los pro-
ductos médicos con componentes 
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El verano es esa época del año donde todo vibra dife-
rente: el sol brilla más, las emociones se encienden y el 
mundo se vuelve un mapa listo para ser explorado. Cada 
viaje es una oportunidad para reconectar contigo, con tu 
intuición y con tu poder personal. Y por eso, este verano 
viaja con joyas que hablen por ti.

Las colecciones Ser Intuitiva y Ser Majestuosa son el mix 
perfecto para acompañarte en tu próxima aventura.

SER INTUITIVA es una colección mística, profunda y 
en sintonía con lo invisible. Está inspirada en quienes 
confían en su instinto, en lo que sienten más allá de lo 
que pueden ver. Cada pieza incorpora símbolos como 
el ojo —protección para la energía personal—, pensados 
para acompañar esos viajes inesperados, escapadas a la 
playa o destinos donde se revela una nueva versión de 
uno mismo.

SER MAJESTUOSA es fuerza y presencia. Son joyas 
que hablan alto y claro, que dicen “aquí estoy yo” sin 
demostrar nada a nadie. Con formas orgánicas y diseños 
envolventes, esta colección transforma cualquier outfit 
sencillo en una declaración de poder. Perfecta para cenas 
al atardecer, paseos por ciudades desconocidas o ese 
vuelo largo donde decides que comodidad y estilo no 
están peleados.

Este verano, haz que cada kilómetro recorrido sea 
también una afirmación de tu autenticidad. 

No empacarás solo ropa: empaca poder, intención y 
magia.

EL ARTE DE ESCRIBIR UNO 
UNO siempre en mayúsculas, porque somos atrevidos 
y nos gusta destacar. “de” en minúsculas, como el toque 
sutil que hace que nuestras piezas sean inconfundibles. 
50 en números, porque es un número redondo y llamati-
vo, ¡como cada una de nuestras creaciones! 

Todo esto se escribe junto, como una pulsera de eslabo-
nes que no se puede romper:

UNOde50. ¡Así de auténtico!

VIAJA CON ESTILO ESTE VERANO:
CONECTA CON TU PODER Y TU INTUICIÓN

Luce joyas con vibra poderosa allá donde vayas.

Ad-Hoc   
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rente: el sol brilla más, las emociones se encienden y el 
mundo se vuelve un mapa listo para ser explorado. Cada 
viaje es una oportunidad para reconectar contigo, con tu 
intuición y con tu poder personal. Y por eso, este verano 
viaja con joyas que hablen por ti.

Las colecciones Ser Intuitiva y Ser Majestuosa son el mix 
perfecto para acompañarte en tu próxima aventura.

SER INTUITIVA es una colección mística, profunda y 
en sintonía con lo invisible. Está inspirada en quienes 
confían en su instinto, en lo que sienten más allá de lo 
que pueden ver. Cada pieza incorpora símbolos como 
el ojo —protección para la energía personal—, pensados 
para acompañar esos viajes inesperados, escapadas a la 
playa o destinos donde se revela una nueva versión de 
uno mismo.

SER MAJESTUOSA es fuerza y presencia. Son joyas 
que hablan alto y claro, que dicen “aquí estoy yo” sin 
demostrar nada a nadie. Con formas orgánicas y diseños 
envolventes, esta colección transforma cualquier outfit 
sencillo en una declaración de poder. Perfecta para cenas 
al atardecer, paseos por ciudades desconocidas o ese 
vuelo largo donde decides que comodidad y estilo no 
están peleados.

Este verano, haz que cada kilómetro recorrido sea 
también una afirmación de tu autenticidad. 

No empacarás solo ropa: empaca poder, intención y 
magia.

EL ARTE DE ESCRIBIR UNO 
UNO siempre en mayúsculas, porque somos atrevidos 
y nos gusta destacar. “de” en minúsculas, como el toque 
sutil que hace que nuestras piezas sean inconfundibles. 
50 en números, porque es un número redondo y llamati-
vo, ¡como cada una de nuestras creaciones! 

Todo esto se escribe junto, como una pulsera de eslabo-
nes que no se puede romper:

UNOde50. ¡Así de auténtico!

VIAJA CON ESTILO ESTE VERANO:
CONECTA CON TU PODER Y TU INTUICIÓN

Luce joyas con vibra poderosa allá donde vayas.

Ad-Hoc   
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 Catedrático.
Especialista en Derechos Humanos.

El derecho a ser escuchado.
Piedra angular en el Sistema Integral de Justicia 

Penal para Adolescentes

La Observación General nú-
mero 12 del Comité de los 
Derechos del Niño pone én-

fasis en el derecho que tiene el 
niño o persona adolescente a ser 
escuchado y que sea tomado en 
cuenta en todos los asuntos que 
le competen y que pueden llegar 
a repercutir en su esfera perso-
nal, describe además, una serie 
de aspectos en los que los dere-
chos de las niñas, niños y perso-
nas adolescentes pueden llegar 
a verse afectados o bien, pueden 
llegar a tener ciertos efectos, 
como, por ejemplo, cuestiones 
familiares, escolares, de salud e 
inclusive cuestiones penales.

Cabe recordar que el Estado 
tiene una serie de obligaciones 
para con las niñas, niños y ado-
lescentes, pero hay ciertos casos 
en los que se debe prestar mayor 
atención y protección, por ejem-
plo, en los procesos judiciales, 
en los cuales, la niña o niño o 
la persona adolescente siempre 
asistido debidamente, deberá 
ser informado del desarrollo del 
proceso en el que forme parte, 
será escuchado y podrá partici-
par activamente.

La Observación General número 
12, hace énfasis en la aceptación 
y concientización de todos los 
actores jurídicos en relación con 
respetar la capacidad del niño, 
niña o persona adolescente para 
la toma de determinadas deci-
siones, es decir, tratarlos como 
sujetos y no objetos de derechos 
y con ello también potencializar 
el principio de autonomía pro-
gresiva1.
1 Artículo 19 de la Ley Nacional del Sistema Inte-
gral de Justicia Penal para Adolescentes.
Autonomía progresiva

Asimismo, no podrán ser intimi-
dados, ni presionados en ningún 
sentido para declarar, opinar, 
manifestar sus ideas o dudas, 
decir lo que sienten y piensan, 
por ejemplo, en el ámbito fa-
miliar, el niño, niña o persona 
adolescente, siempre deberán 
ser escuchados en aspectos rela-
tivos a su custodia y la persona 
que será su tutor, sus opiniones 
siempre serán tomadas en cuen-
ta, pues se considera un aspecto 
que puede tener gran impacto en 
su vida y desarrollo psicosocial, 
que sin lugar a dudas en caso de 
reprimirse o imponerse, podría 
repercutir en su vida adulta y en 
su seguridad jurídica.

El derecho a la escucha o ser es-
cuchado, se relaciona con demás 
derechos fundamentales, entre 
otros tenemos:

Derecho a la educación: En este 
aspecto, los Estados deben tomar 
en cuenta la opinión del niño, 
niña o persona adolescente en el 
diseño de programas educativos 
en los cuales tiene que consultar 
su opinión, y a partir de ella, di-
señar políticas adecuadas para 
su educación, incorporando ha-
bilidades y competencias útiles 
para su desarrollo, su vida per-
sonal y profesional. Adoptar po-
líticas educativas que permitan 
que este grupo de personas sean 
tomados en cuenta respecto de 
decisiones que conciernan a 
su educación, para resolver los 
conflictos que pudieran llegar a 
Todas las autoridades del sistema deben hacer el 
reconocimiento pleno de la titularidad de derechos 
de las personas adolescentes y de su capacidad 
progresiva para ejercerlos, de acuerdo a la evolu-
ción de sus facultades, lo cual significa que a medi-
da que aumenta la edad también se incrementa el 
nivel de autonomía.
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1 Artículo 19 de la Ley Nacional del Sistema Inte-
gral de Justicia Penal para Adolescentes.
Autonomía progresiva

Asimismo, no podrán ser intimi-
dados, ni presionados en ningún 
sentido para declarar, opinar, 
manifestar sus ideas o dudas, 
decir lo que sienten y piensan, 
por ejemplo, en el ámbito fa-
miliar, el niño, niña o persona 
adolescente, siempre deberán 
ser escuchados en aspectos rela-
tivos a su custodia y la persona 
que será su tutor, sus opiniones 
siempre serán tomadas en cuen-
ta, pues se considera un aspecto 
que puede tener gran impacto en 
su vida y desarrollo psicosocial, 
que sin lugar a dudas en caso de 
reprimirse o imponerse, podría 
repercutir en su vida adulta y en 
su seguridad jurídica.

El derecho a la escucha o ser es-
cuchado, se relaciona con demás 
derechos fundamentales, entre 
otros tenemos:

Derecho a la educación: En este 
aspecto, los Estados deben tomar 
en cuenta la opinión del niño, 
niña o persona adolescente en el 
diseño de programas educativos 
en los cuales tiene que consultar 
su opinión, y a partir de ella, di-
señar políticas adecuadas para 
su educación, incorporando ha-
bilidades y competencias útiles 
para su desarrollo, su vida per-
sonal y profesional. Adoptar po-
líticas educativas que permitan 
que este grupo de personas sean 
tomados en cuenta respecto de 
decisiones que conciernan a 
su educación, para resolver los 
conflictos que pudieran llegar a 
Todas las autoridades del sistema deben hacer el 
reconocimiento pleno de la titularidad de derechos 
de las personas adolescentes y de su capacidad 
progresiva para ejercerlos, de acuerdo a la evolu-
ción de sus facultades, lo cual significa que a medi-
da que aumenta la edad también se incrementa el 
nivel de autonomía.
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fasis en el derecho que tiene el 
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le competen y que pueden llegar 
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nal, describe además, una serie 
de aspectos en los que los dere-
chos de las niñas, niños y perso-
nas adolescentes pueden llegar 
a verse afectados o bien, pueden 
llegar a tener ciertos efectos, 
como, por ejemplo, cuestiones 
familiares, escolares, de salud e 
inclusive cuestiones penales.

Cabe recordar que el Estado 
tiene una serie de obligaciones 
para con las niñas, niños y ado-
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presentarse, en los cuales tienen 
el derecho de ser escuchada su 
versión de los hechos antes de 
tomar cualquier decisión por la 
autoridad escolar.

Derecho a la salud. Conlleva la 
obligación del Estado en brindar 
información, adecuada, clara y 
precisa, con un lenguaje ciuda-
dano2, sobre los procedimien-
tos que involucren la salud del 
niño, niña o persona adoles-
cente, las consecuencias de la 
medida que se va a tomar y los 
motivos por los que se tomará 
tal determinación. Por lo que, en 
lo que concierne a la salud el as-
pecto medular en la escucha se 
relaciona con la información so-
bre los procedimientos médicos 
y que sean comprendidos por la 
persona infante o adolescente.

Derecho a una vida libre de vio-
lencia. En los procedimientos 
que involucren niñas, niños y 
adolescentes, debe garantizarse 
para ellos el derecho a una vida 
libre de violencia, en su casa, su 
familia, tiene derecho a ser escu-
chado en el aspecto en que tie-
ne derecho a decidir quién será 
su tutor, dado que en el hogar 
pueden existir situaciones de 
violencia que involucren cues-
tiones que pueden vulnerar sus 
derechos humanos. En los pro-
cedimientos judiciales que los 
2 Es la expresión simple, clara y directa de la in-
formación que las personas lectoras (personas ser-
vidoras públicas y ciudadanía) necesitan conocer. 
Su propósito principal es formular mensajes claros 
y concretos para que a la ciudadanía a la que va 
dirigida obtenga la información que necesita de 
manera sencilla. El lenguaje ciudadano no es una 
receta de redacción, tampoco es escribir “para que 
todos entiendan” pues su propósito principal es 
formular mensajes claros y concretos.
Véase:https://www.gob.mx/cms/uploads/at-
tachment/file/706632/Manual_de_Lenguaje_Ci-
udadano_VF.pdf 

involucren, de igual forma tie-
nen derecho a que, tanto si son 
víctimas, como imputados estén 
en ambientes seguros, no se les 
obligue a declarar y el ambiente 
en que se brinde la declaración 
no sea hostil para ellos, que la 
autoridad administrativa o ju-
dicial les escuche y les realice 
los ajustes razonables, mismos 
que se definen como aquellas 
modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas que no 
impongan una carga despro-
porcionada o indebida, cuando 
se requieran en un caso particu-
lar, para garantizar a las perso-
nas con discapacidad el goce o 
ejercicio, en igualdad de condi-
ciones con las demás personas, 
de todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales. Los 
ajustes razonables tienen, ade-
más, dos funciones muy especí-
ficas: 1) cuando una persona los 
requiera para acceder a situacio-
nes o entornos no accesibles; y, 
2) cuando una persona tiene una 
discapacidad específica que no 
puede ser cubierta por el diseño 
universal3;  o enfoques diferen-
ciados, acorde su edad, condi-
ciones particulares, instrucción 
y demás aspectos que puedan 
influir.

En conclusión, es vital conocer 
y difundir esta y otras Obser-
vaciones Generales en las que 
se relacionan derechos funda-
mentales de la niñez y adoles-
cencia, pues ello podría permitir 
que nosotros los operadores del
3 Registro digital: 2027609. Jurisprudencia. Rubro: 
“AJUSTES RAZONABLES Y MEDIDAS DE AC-
CESIBILIDAD. SU DISTINCIÓN.” Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 31, 
noviembre de 2023, Tomo III, página 2346. Instan-
cia: Segunda Sala Undécima Época Materia(s): 
Constitucional. Tesis: 2a./J. 69/2023 (11a.)

sistema de justicia consideremos 
y promovamos:

 La obligación de alentar al niño 
a formar una opinión libre e 
informada. La opinión que for-
mule el niño, niña o persona 
adolescente respecto de su in-
tervención en un proceso judi-
cial, expresar sus inquietudes, 
dudas, manifestar su parecer 
o inconformidad debe ser pro-
curada y potencializada por el 
Estado y cualquier otra autori-
dad, libre de vicios o amenazas, 
ser informada de manera clara y 
precisa.

La obligación de asesoramiento 
a los niños para tomar decisio-
nes que favorezcan su interés 
superior.  La asistencia jurídica 
gratuita a niños, niñas y adoles-
centes, acompañada de la célula 
especializada acorde al caso en 
concreto, misma que podría ser 
conformada por médicos, espe-
cialistas en psicología infantil, 
trabajo social o Antropología 
Social, es relevante para que 
ejerzan de manera efectiva sus 
derechos esenciales, entre ellos 
a ser escuchados. Lo mismo se 
requiere en el ámbito privado, 
por ejemplo, en el ambiente es-
colar, cuando está de por me-
dio la educación, formación y 
disciplina de las niñas, niños y 
adolescentes, la autoridad esco-
lar deberá considerar siempre el 
apoyo especializado para dar la 
mejor solución que privilegie los 
derechos humanos de ese grupo 
de personas. Entre otras más.
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La violación de los derechos humanos de los 
migrantes actualmente en Monterrey

por el poder soberano. De ahí la im-
portancia del estudio de este concep-
to para conocer el origen de lo que en 
la modernidad se ha llamado Dere-
chos Humanos.

La noción de dignidad ya existía an-
tes de la Edad Moderna; basta pensar 
que el cristianismo consideró que el 
hombre era hijo de Dios. Pero en el 
ámbito meramente filosófico, desde 
Aristóteles hasta Tomás de Aquino 
y los pensadores posteriores, se con-
templó al hombre como un ser que 
tenía una serie de facultades que lo 
distinguían de las demás criaturas. 
La Escuela Racionalista de Derecho Na-
tural ya consideraba que la libertad 
era el primero de todos los derechos 
y que precisamente ella configuraba 
la dignidad de todo ser humano, no 
fue sino hasta la Declaración de In-
dependencia de Estados Unidos de 
América que se enlistaron los dere-
chos fundamentales que pertenecían 
a todo hombre.

Tres son, los elementos característi-
cos de las declaraciones que a conti-
nuación expondremos: su “universa-
lidad, su legalidad y su legitimidad.”2 
La esencia de una declaración de de-
rechos es su universalidad, es decir, 
su pretensión de predicar tales dere-
chos de todas las personas sin excep-
ción. La legalidad, en cambio, tiene 
que ver, por un lado, con la positivi-
zación de los derechos fundamenta-
les, es decir, con su puesta por escrito 
y su consideración como un texto de 
carácter oficial, democrático y obli-
gatorio; y por el otro, con el estatu-
to jurídico que se le da: el de norma 
fundacional (o constitucional) de un 
Estado o una comunidad de Estados 
y, por tanto, la más importante de to-
das las leyes.

La legitimidad, por su parte, se refie-
re a una fórmula de identidad y auto 
representación moral, ideológica y

2 CNDH.ORG.MX

filosófica para fundar un orden esta-
tal.

La relevancia de esta declaración 
para la historia de los derechos fun-
damentales tiene un carácter decisivo 
y difícilmente se le puede atribuir a 
otro texto, la cual viene de la mano 
del fenómeno político que la hizo 
posible: la Revolución francesa, hito 
fundamental en la historia política de 
Occidente. El motivo que impulsó a 
la asamblea nacional francesa consti-
tuida el 17 de junio de 1789 y apro-
bar una declaración de derechos, fue 
dotar a Francia de un nuevo régimen 
político; la declaración pretendió la 
destrucción del antiguo régimen, es 
decir, de la monarquía absoluta y sus 
valores políticos y morales añejas.

Sin embargo, la “declaración no in-
cluyó a todos los franceses en sus de-
rechos. Por ejemplo, las mujeres, los 
esclavos y los extranjeros no tenían 
derechos políticos”.3

“En la Carta Magna de 1917, México 
consigna las llamadas garantías so-
ciales e inicia el constitucionalismo 
social, al contemplar los derechos so-
ciales en los artículos 27 y 123”.4

Los Derechos Humanos son concep-
ciones abstractas, con alta influencia 
ius naturalista, en tanto que las ga-
rantías son concepciones concretas e 
individualizadas, por lo que podre-
mos señalar que la diferencia estriba 
en que las garantías individuales son 
los límites de la actuación del poder 
público consagrados de manera pre-
cisa en un texto constitucional, y los 
derechos humanos son anteriores y 
superan el poder público, por tanto, 
aunque no estén consagrados se tie-
nen que reconocer y respetar.

Respecto de los antecedentes directos 

3 CNDH.org.mx
4 Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

El origen y evolución de los De-
rechos Humanos son incom-
prensibles sin el concepto de 

“derecho subjetivo”1, que se gestó en 
la modernidad del siglo XVII, si bien 
tiene ciertos precedentes importantes 
en la Edad Media, sólo fue posible 
hablar de Derechos Humanos una 
vez que se consideró que el hombre 
por el simple hecho de serlo, tiene 
una serie de prerrogativas naturales 
o derechos subjetivos que deben ser 
reconocidos, respetados y protegidos 

1 Doctorante en Derecho Civil, con Maestría 
en Derecho Corporativo, así como Docente 
Universitario e investigador especialista en 
Derechos Humanos.
 El derecho subjetivo, que tiene su momento 
de madurez en el siglo XVII con el nacimien-
to de la Escuela Racionalista de Derecho 
Natural, cuyo fundador para muchos his-
toriadores, es el humanista holandés Hugo 
Grocio, comenzó a ser toral para los grandes 
sistemas de pensamiento jurídico y político.
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de la CNDH, el 13 de febrero de 1989, 
dentro de la Secretaría de Goberna-
ción, se creó la Dirección General 
de Derechos Humanos. Un año más 
tarde, el 6 de junio de 1990 nació por 
decreto presidencial una institución 
denominada Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, constituyéndose 
como un Organismo desconcentrado 
de dicha Secretaría. Posteriormente, 
mediante una reforma publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 28 
de enero de 1992, se adicionó el apar-
tado B del artículo 102, elevando a la 
CNDH a rango constitucional y bajo 
la naturaleza jurídica de un Organis-
mo descentralizado, con personali-
dad jurídica y patrimonio propios, 
dándose de esta forma el surgimien-
to del llamado Sistema Nacional No 
Jurisdiccional de Protección de los 
Derechos Humanos.

Finalmente, por medio de una refor-
ma constitucional, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 13 de 
septiembre de 1999, dicho Organis-
mo Nacional se constituyó como una 
Institución con plena autonomía de 
gestión y presupuestaria, modificán-
dose la denominación de Comisión 
Nacional de Derechos Humanos por 
la de Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos. Esta reforma cons-
tituye un gran avance en la función 
del Ombudsman5 en México, ya que 
le permite cumplir con su función 
de proteger y defender los Derechos 
Humanos de todos los mexicanos.

La carta de la organización de los Es-
tados Americanos (OEA) fue suscrita 
en Bogotá Colombia el 30 de abril de 
1948 por lo que hace en sus efectos 
para México se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación del día 13 de 
enero de 1949. La carta entro en vi-
gor el 13 de diciembre de 1951. Este 
instrumento Internacional ha tenido 
diversas modificaciones debiendo 
destacar el protocolo de Buenos Ai-
res suscrito en 1967 que amplio las
5 Nashieli Ramírez Hernández es la presi-
denta del Instituto Internacional del Om-
budsman (IIO) para el periodo 2024-2028. 
Ramírez es también la titular de la Comisión 
de Derechos Humanos de la Ciudad de Mé-
xico (CDHCM).

competencias de la Comisión Intera-
mericana de Derechos humanos.6

Esta declaración americana establece 
un listado de 28 derechos humanos 
que son los siguientes: 1) Derecho a 
la vida; 2) Libertad, seguridad e inte-
gridad personal; 3) Igualdad ante la 
Ley; 4) Igualdad religiosa y de culto; 
5) Libertad e investigación, opinión, 
expresión y difusión; 6) Protección 
a la honra, reputación personal y la 
vida privada y familiar; 7) Consti-
tución y protección a la familia; 8) 
Protección a la maternidad y la in-
fancia; 9) Residencia y transito; 10) 
Inviolabilidad de domicilio; 11) In-
violabilidad de correspondencia; 12) 
Salud y bienestar; 13) Educación; 14) 
Beneficios de la cultura; 15) Trabajo 
u justa retribución; 16) Descanso y 
su aprovechamiento; 17) Seguridad 
social; 18) Derechos a la personalidad 
jurídica y derechos civiles; 19) Acceso 
a la justicia; 20) Nacionalidad; 21) Su-
fragio y participación en el gobierno; 
22) Libertad de reunión; 23) Libertad 
de asociación; 24) Derecho a la pro-
piedad; 25) Derecho de petición; 26) 
Prohibición de detenciones arbitra-
rias; 27) Debido proceso; 28) Derecho 
de asilo.

En Nuevo León, los migrantes han 
sido víctimas de violaciones a sus de-
rechos humanos, como detenciones 
arbitrarias, falta de garantías proce-
sales y discriminación.

Algunas de las violaciones a los dere-
chos humanos de los migrantes son: 
•	 Denegación de derechos civiles y 

políticos
•	 Tortura
•	 Falta de garantías procesales
•	 Omisión de brindar atención mé-

dica y/o psicológica de urgencia
•	 Ejercer violencia desproporcio-

nada durante la detención
•	 Privar a un menor de cuidados 

continuos

¿Qué leyes protegen a los migrantes?
•	 Ley de Migración
•	 Ley sobre Refugiados, Protección 

6https://www.ohchr.org/es/what-are-hu-
man-rights/international-bill-human-rights

Complementaria y Asilo Político
•	 Reglamento de la Ley de Migra-

ción
•	 Reglamento de la Ley sobre Re-

fugiados y Protección Comple-
mentaria

Las detenciones arbitrarias y viola-
ciones a derechos humanos contra 
personas migrantes han aumentado 
en Nuevo León, señalaron la Comi-
sión Estatal de Derechos Humanos y la 
organización Sin Fronteras.7

Entre las violaciones, documentaron 
discriminación, agresión, abuso de 
autoridad, tratos humillantes, haci-
namiento, retención y destrucción de 
documentos y celulares, limitación al 
acceso al agua, prohibición de recibir 
visitas, mantenerles sin comunica-
ción, falta de material médico y de 
medidas de bioseguridad, maltrato 
físico, presión psicológica para retirar 
amparos, falta de información sobre 
sus procesos y falta de acceso a su 
derecho al asilo. A esto se suman las 
detenciones arbitrarias por parte de 
miembros del Instituto Nacional de 
Migración (INM), donde las perso-
nas, incluyendo turistas, son llevadas 
a la estación migratoria de Guadalu-
pe, a pesar de presentar documentos 
que acreditan su estancia regular.

Ante esto, pidieron a la Subsecretaría 
de Derechos Humanos, Población y Mi-
gración de la Secretaría de Gobernación, 
generar un mecanismo entre ambas 
instituciones, organismos internacio-
nales de derechos humanos, autori-
dades y el INM. Igualmente, deman-
daron que se fortaleciera al personal 
de la Estación Migratoria de Guada-
lupe, y del Aeropuerto Internacional 
de Monterrey. En un mundo ideal, la 
solución al rezago legislativo y políti-
co, puede ser casa INDI8 que da a los 
migrantes por medio de donaciones,-
donde dormir y alimento tres veces 
al día en sus tres albergues en Monte-
rrey, se pueden quedar hasta un mes.

7http//sinfronteras.org.mx
8 https://casaindi.mx
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La importancia de reglamentar el comercio en 
el espacio público en la Ciudad de México

El comercio en el espacio públi-
co ha sido, durante décadas, 
una constante en la Ciudad de 

México. Desde los antiguos tianguis 
prehispánicos hasta los vendedores 
ambulantes contemporáneos, la ven-
ta informal forma parte del paisaje 
urbano y constituye una fuente vital 
de ingresos para miles de personas. 
Ya desde 1337 se había fundado la 
ciudad de Tlatelolco, y en ella se ubi-
có el principal mercado que abastecía 
a la población mexica de todos los 
productos que en aquella época po-
dían imaginarse. “Su tamaño, orden 
y diversidad de mercaderías llama-
ron la atención de conquistadores y 
cronistas, quienes dejaron constancia 
en sus obras del complejo entramado 
de relaciones comerciales que diaria-
mente se llevaban a cabo en el tian-
guis (…).”1

Desde aquellos tiempos prehispáni-
cos, el comercio en espacios públicos 
ha sido una práctica profundamente 
arraigada en la cultura urbana del 
Valle de México. Prueba de ello es el 
citado mercado de Tlatelolco, descrito 
con asombro por cronistas como Her-
nán Cortés y Bernal Díaz del Castillo, 
tenía la participación diaria de dece-
nas de miles de personas.2 El tianguis 
estaba dividido en secciones según 
los tipos de productos, cada comer-
ciante tenía un lugar fijo, y existía un 
sistema de intercambio basado en el 
trueque, así como en formas tempra-
nas de moneda como el cacao, mantas 
o piezas de cobre. Aquella institución 
de comercio devino en una tradición 
ancestral que ha contribuido al flo-
recimiento económico y social de la 
gran Ciudad de México.

No obstante, la rica tradición de co-
mercio de la gran ciudad capital, la 
falta de una reglamentación adecua-
da ha provocado múltiples conflic-
tos, afectando la movilidad, la salud 
pública, la seguridad y el acceso

1 El Mercado de Tlatelolco. Noticonquis-
ta. Instituto de Investigaciones Jurídicas 
UNAM. En: https://www.noticonquista.
unam.mx/amoxtli/1859/1856
2 Ídem.

equitativo al espacio urbano. Este 
artículo se proyectado para reflexio-
nar sobre la necesidad urgente de 
establecer reglas claras, equitativas y 
funcionales para el comercio en la vía 
pública, con el fin de armonizar el de-
recho al trabajo con el derecho colec-
tivo a una ciudad ordenada, accesible 
y habitable.

Al hacer un recorrido por la ciudad, 
puede observarse que muchas de sus 
calles están llenas de puestos ambu-
lantes, y eso es “natural” por la cultu-
ra del comercio ha sido una constante. 
Ha sucedido que, para muchos habi-
tantes, especialmente para quienes 
han migrado desde otras regiones del 
país y no han logrado incorporarse 
al mercado laboral formal, el comer-
cio informal representa una vía de 
supervivencia y una alternativa real 
de sustento económico. Esta realidad 
no puede ignorarse ni criminalizar-
se. Por el contrario, debe reconocerse 
como parte del tejido social, aunque 
también es necesario intervenir para 
que su desarrollo no se traduzca en 
desorden, riesgos o desigualdad.

En la actualidad, el volumen del co-
mercio informal en la Ciudad de Mé-
xico es considerable, de acuerdo con 
datos oficiales y estimaciones de or-
ganizaciones civiles, existen decenas 
de miles de personas que dependen 
de la venta en vía pública para sub-
sistir. Las zonas más concentradas 
son el Centro Histórico, los corredo-
res comerciales, estaciones del Metro, 
vialidades principales y colonias po-
pulares donde abundan los tianguis 
y los mercados sobre ruedas. Esta 
expansión del comercio ha genera-
do diversas problemáticas, entre las 
que pueden citarse el aumento de la 
delincuencia y el fenómeno de la ex-
torsión, que constituyen verdaderos 
obstáculos por el impacto tienen en la 
seguridad y la integridad patrimonial 
de las personas, tanto en el ámbito in-
dividual como colectivo. En términos 
generales, se entiende por extorsión 
aquel acto mediante el cual una per-
sona obliga a otra, mediante violencia 
física o amenazas —ya sean directas 
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o indirectas— a realizar, omitir o to-
lerar un determinado comportamien-
to, con el fin de obtener un beneficio 
económico o patrimonial indebido.3 
Este delito puede presentarse en múl-
tiples formas, desde amenazas telefó-
nicas en las que se exige el pago de 
dinero bajo la advertencia de causar 
daño físico, hasta modalidades más 
estructuradas, como el “cobro de 
piso” que ejercen grupos delictivos, 
y cuyos afectados principales son los 
comerciantes (formales e informales. 
En todos los casos, el denominador 
común es el abuso del miedo como 
herramienta para obtener un lucro 
ilegítimo.

En este contexto, reglamentar el co-
mercio en la vía pública no es sinóni-
mo de represión ni exclusión, sino una 
estrategia para garantizar derechos a 
todas las personas que habitan o tran-
sitan en la ciudad. El espacio público 
es un bien común, un patrimonio co-
lectivo que debe ser accesible para to-
dos, independientemente de su con-
dición social, y es precisamente ese 
espacio público el que debe emanar 
seguridad. La movilidad urbana y la 
seguridad, son derechos fundamen-
tales, particularmente para personas 
con discapacidad, adultos mayores 
y familias con niños y ésta debe bus-
car un equilibrio con las actividades 
de comercio informal en la ciudad. 
Asimismo, se requiere de garantizar 
condiciones mínimas de salubridad, 
equidad económica y planificación 
urbana, y todo ello solo es posible 
mediante reglas claras, consensuadas 
y aplicables.

Diversas ciudades del mundo han 
enfrentado retos similares y han op-
tado por modelos de regulación que 
pueden servir de referencia. Bogotá, 
por ejemplo, ha desarrollado una es-
trategia basada en el censo de comer-
ciantes, la zonificación de espacios, la 
capacitación y la integración de los 
vendedores a esquemas asociativos.4 
Lima ha promovido procesos de reu-
bicación con apoyo financiero, técni-
co y jurídico. Barcelona, por su parte, 
ha regulado mediante la asignación 
de permisos temporales, la estanda-
rización del diseño de puestos y el
3 Código Penal Federal, art. 390.
4 IPES (2019) Las Ventas Informales En el es-
pacio público en Bogotá Soluciones y desafíos. 
Bogotá: Instituto para la Economía Social.

establecimiento de horarios fijos. To-
dos estos modelos comparten un en-
foque común: la intervención pública 
no solo como mecanismo de control, 
sino como garante de derechos y pro-
motor de inclusión.

Para el caso de la Ciudad de México, 
es urgente construir un esquema nor-
mativo adaptado a su complejidad, 
pero también basado en principios de 
justicia social, legalidad y sustentabi-
lidad. En primer lugar, debe realizar-
se un censo integral y actualizado de 
todas las personas que se dedican al 
comercio informal, identificando sus 
necesidades, productos, horarios y 
zonas de trabajo. Este diagnóstico es 
la base para cualquier intervención 
seria. En segundo lugar, se debe es-
tablecer una zonificación clara que 
distinga entre áreas de concentración 
comercial, zonas mixtas y espacios 
restringidos (como vialidades prima-
rias, áreas patrimoniales o zonas es-
colares). A partir de esta clasificación, 
se podrían otorgar permisos persona-
les, temporales y rotativos, con cuotas 
simbólicas y derechos mínimos ga-
rantizados.

Además, es indispensable que los 
puestos instalados en vía pública 
cumplan con estándares básicos de 
diseño, higiene y seguridad, deben 
ser estructuras removibles, resisten-
tes, estéticamente adecuadas y res-
petuosas del espacio circundante. La 
recolección de residuos debe estar 
organizada y ser parte del compro-
miso de los propios comerciantes, 
con el apoyo de autoridades locales. 
También se requiere establecer re-
glas claras para la convivencia entre 
comerciantes formales e informales, 
así como mecanismos de resolución 
de conflictos y fiscalización transpa-
rente.

Un aspecto clave es que la reglamen-
tación debe ir acompañada de un en-
foque social, cierto es que se trata de 
“poner orden”, pero a la vez se deben 
brindar oportunidades reales para la 
mejora de las condiciones de vida de 
quienes laboran en la informalidad. 
La transición hacia esquemas forma-
les puede facilitarse mediante apo-
yos como créditos blandos, capacita-
ción en temas fiscales, contables o de 
atención al cliente, así como el acceso

progresivo a seguridad social. Las 
cooperativas y asociaciones de vende-
dores pueden jugar un papel impor-
tante en este proceso, promoviendo el 
autocuidado, la rendición de cuentas 
y la autogestión.

La implementación de una política de 
regulación justa y efectiva enfrentará 
diversos obstáculos. Uno de los más 
evidentes es la resistencia de actores 
con intereses políticos o económicos 
en la informalidad. También hay que 
lidiar contra la desconfianza hacia las 
autoridades, basada en experiencias 
previas de corrupción, decomisos 
arbitrarios o promesas incumplidas. 
Para superar estos retos, se requiere 
voluntad política, transparencia ins-
titucional y participación ciudadana 
real. Las decisiones no pueden tomar-
se de forma vertical; deben surgir del 
diálogo entre gobierno, comerciantes, 
vecinos, organizaciones civiles y es-
pecialistas.

Los beneficios de una reglamentación 
adecuada son múltiples. En primer 
lugar, mejora la seguridad, la movi-
lidad y la accesibilidad del espacio 
urbano, haciendo la ciudad más ha-
bitable para todos. En segundo lugar, 
impulsa la equidad económica, al 
generar condiciones más justas para 
competir y emprender. En tercer lu-
gar, mejora la imagen urbana y esti-
mula el turismo, el consumo local y 
la recuperación del espacio público 
como lugar de encuentro y conviven-
cia. Finalmente, permite dignificar 
el trabajo informal, otorgando reco-
nocimiento legal, protección social y 
oportunidades de desarrollo a miles 
de personas que hoy se encuentran en 
situación de vulnerabilidad.

Reglamentar el comercio en el espa-
cio público no implica erradicarlo ni 
condenarlo, por el contrario, significa 
reconocer su importancia y garanti-
zar que se desarrolle de forma orde-
nada, segura, equitativa y sostenible. 
Significa entender que el derecho al 
trabajo y el derecho al espacio públi-
co no son incompatibles, sino com-
plementarios; significa construir una 
ciudad más justa, donde nadie quede 
excluido, pero donde todos respe-
temos las reglas de convivencia y el 
bien común.
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Interpretación y Argumentación
Código Nacional de Procedimientos Civiles 

y Familiares
de realizar ecuaciones mentales con la 
norma general y su interpretación ac-
tualizada por el Tribunal Constitu-
cional (precedentes, jurisprudencia, 
tesis), e incluso por la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos 
(ídem), adquiriendo como resultado 
de esa  taxonomía: a) habilidades y 
destrezas, b) actitudes y valores, c) 
conocimientos e información para el 
ejercicio de la abogacía.

Entonces, es importante, no olvidar 
que la interpretación conforme, 
no se ciñe únicamente a la norma 
general de fuente nacional, sino 
que el operador jurídico, tiene que 
analizar que norma es más favora-
ble para el justiciable y sopesar las 
probabilidades de satisfacer el de-
recho en pugna, por lo que si en la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, prevé una res-
tricción y en un Tratado que salva-
guarde Derechos Humanos, no se 
encuentra ese derecho restringido, 
el titular del Órgano Jurisdiccional, 
tiene que dar cumplimiento a los 
tres primeros párrafos del artículo 
1 de la norma fundamental y, apli-
car el tratado por encima de la res-
tricción constitucional. 

En suma, la coexistencia de los ar-
tículos 1 y 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es perfecta, el órgano 
jurisdiccional se encuentra obligado 
a salvaguardar, proteger, garantizar 
el principio constitucional pro per-
sona,  a través de la interpretación 
conforme, lo que implica un razona-
miento jurídico congruente al inter-
pretar el caso en concreto con el de-
recho doméstico de fuente nacional 
e internacional (como son los Trata-
dos de los Derechos Humanos) e in-
cluso aplicar el derecho extranjero, 
siguiendo la hipótesis que prevé el 
artículo 14 del Código Civil Federal. 

Crítica 13, Instituto de Investigaciones Filosóficas. 
UNAM, México, 1981, p.11.

De hecho, cuando se argumenta, 
se tiene que justificar el significado 
de la interpretación conforme de 
manera coherente de la a aplica-
ción de las normas relativas a los 
derechos humanos de conformidad 
con la Constitución y los Tratados 
Internacionales de la materia favo-
reciendo en todo tiempo a las per-
sonas la protección más amplia.

Es decir, para cumplir con los ele-
mentos argumentativos del razona-
miento probatorio (motivación ra-
cional por cada probanza), de cada 
una de las pruebas ofrecidas y admiti-
das en juicio, tomando en considera-
ción los artículos: ,250, 261, 262, 263, 
275 por lo que, hay que tener cautela 
con los artículos: 343, 344, es más, la 
presunción humana a la que se refiere 
el artículo 338, respecto a la valoración 
349, el Código Nacional, es indispensa-
ble, los elementos de la interpretación  
y argumentación jurídica, mismos que 
deben ser trasladados a la teoría del 
caso, se entiende como una estrate-
gia jurídica que estructura los hechos 
de una parte en el proceso, su objetivo 
es persuadir a la contraparte, o en su 
caso, al Juzgador de una manera con-
gruente y coherente (lógica) y, que en-
tre otras cosas, debe contener:

1. Reunir información relevante. 
Es necesario conocer la causa de pedir, 
revisando hechos, prueba de legalidad y 
las que serán de convicción, cada prue-
ba tiene un matiz diferente y requiere 
para cada una de ellas, apegarse a la 
teoría del caso que se estructura para 
su desahogo.
2. Identificar hechos claves o re-
levantes. Identificar con claridad los 
hechos del debate, e incluso, resaltar los 
datos duros, son la base del argumento, 
se identifica con el marco fáctico.
3. Analiza y sintetiza los hechos. 
Conocer, comprender cómo se relacio-
nan los hechos entre sí y su significado 
para el asunto.

Ante la implementación del 
Código Nacional de Procedi-
miento Civiles y Familiares, 

es necesario, redefinir la interpreta-
ción y argumentación para dar los 
elementos de la motivación proba-
toria al órgano Jurisdiccional. 

Por esta razón, la interpretación jurí-
dica, es un razonamiento intelectual 
a priori que se va perfeccionando y 
vinculado entre el letrado, el objeto 
de estudio (fenómeno) para cono-
cer, comprender, aplicar, analizar 
sintetizar,1 evaluar,  con la finalidad 
1 Se extrae los elementos esenciales de la figura 
que se está estudiando, dentro de la Teoría del 
objeto, teoría del conocimiento, se define la con-
traposición de las “funciones téticas y sintética”, 
la primera se refiere al ser y, en el segundo un 
ser-así, un objetivo del ser y éste del ser-así. Cfr. 
Alexius Meinong. Teoría del Objeto. Cuadernos de 
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tricción y en un Tratado que salva-
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tiene que dar cumplimiento a los 
tres primeros párrafos del artículo 
1 de la norma fundamental y, apli-
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En suma, la coexistencia de los ar-
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siguiendo la hipótesis que prevé el 
artículo 14 del Código Civil Federal. 

Crítica 13, Instituto de Investigaciones Filosóficas. 
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De hecho, cuando se argumenta, 
se tiene que justificar el significado 
de la interpretación conforme de 
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ción de las normas relativas a los 
derechos humanos de conformidad 
con la Constitución y los Tratados 
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reciendo en todo tiempo a las per-
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Es decir, para cumplir con los ele-
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cional por cada probanza), de cada 
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das en juicio, tomando en considera-
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toria al órgano Jurisdiccional. 

Por esta razón, la interpretación jurí-
dica, es un razonamiento intelectual 
a priori que se va perfeccionando y 
vinculado entre el letrado, el objeto 
de estudio (fenómeno) para cono-
cer, comprender, aplicar, analizar 
sintetizar,1 evaluar,  con la finalidad 
1 Se extrae los elementos esenciales de la figura 
que se está estudiando, dentro de la Teoría del 
objeto, teoría del conocimiento, se define la con-
traposición de las “funciones téticas y sintética”, 
la primera se refiere al ser y, en el segundo un 
ser-así, un objetivo del ser y éste del ser-así. Cfr. 
Alexius Meinong. Teoría del Objeto. Cuadernos de 

4. Identificación de la problemá-
tica planteada (hechos controver-
tidos). Identificar los problemas de 
relevancia jurídica que se presentan en 
el caso, comprendiendo la norma cons-
titucional, general y antecedentes de 
fuente nacional e internacional que se 
aplican a la problemática.
5. Desarrolla una hipótesis. Con los 
hechos controvertidos e identificación 
de la problemática jurídica, se desarro-
lla una hipótesis = Teoría del caso, la 
hipótesis debe explicar cómo los hechos 
se relacionan con el debate, y como res-
paldan el argumento.
6. Redefinir hipótesis. Redefinir la 
hipótesis, revisando los hechos y pro-
blemas legales, para que la hipótesis sea 
congruente y propicie un argumento 
explicativo coherente (lógica).
7. Estructura del argumento. Desa-
rrollar el argumento, explicando clara-
mente cómo los hechos y los problemas 
legales respaldan la hipótesis, en el en-
tendido que la variante a demostrar es 
inductiva y se vincula con la interpre-
tación material y formal. (Claridad, 
exactitud, precisión, relevancia, 
profundidad, amplitud, lógica, im-
portancia y justicia).

• Claridad. (Ampliación sobre los 
hechos, ilustrar que se quiere 
decir e incluso ejemplificar)

• Exactitud. (Es posible verificar 
la información, cómo se puede 
probar, posibilidad de saber 
con certeza si es cierto lo que se 
argumenta)

• Precisión. (Ser específico, ofre-
cer más detalles y precisar más)

• Relevancia. (se relaciona con el 
problema, afecta a la problemá-
tica, nos ayuda a la solución)

• Profundidad. (Problemática 
compleja, complicaciones que 
se pueden presentar, dificulta-
des de las preguntas)

• Amplitud. (Examinar desde otra 
perspectiva)

• Lógica. Procurar la congruen-
cia cuando se vinculan los he-
chos entre sí, con posterioridad 

el razonamiento probatorio se 
pueda vincular con los hechos.

• Importancia. Considerar la pro-
blemática (datos duros), enfo-
carse en algo concreto, detonar 
la prueba atómica y justificar 
epistemología probatoria.

• Justicia. (Exposición de las pro-
babilidades para la satisfacción 
del derecho y las posibles inter-
ferencias al mismo =Sopesar el 
derecho de protección y dere-
cho de defensa)

8. Preparación de la teoría. No ol-
vidar cual es el propósito de su es-
tructura – fiabilidad probatoria, carga 
de la prueba y valor de probar- y, ase-
gurarse de presentar un argumento 
claro coherente y convincente; la 
elaboración de la teoría del caso, es 
un proceso flexible, continuo que 
requiere de modificaciones y revi-
siones en su estructura, redefinien-
do las hipótesis planteadas. 

Elementos
• Hipótesis fáctica. Reconstruc-

ción clara y detallada de los 
hechos

• Hipótesis jurídica. Sustento 
normativo que respalda el de-
recho de protección o de defen-
sa

• Hipótesis probatoria. Pruebas 
sólidas que robustecen la ver-
sión

Principios
• Claridad. Explicación clara. 

contundente y precisa (que no 
deje duda alguna)

• Consistencia. Evitar errores 
lingüísticos: Vaguedad, ambi-
güedad y antinomias

• Credibilidad. Basada en prue-
bas de legalidad y de convic-
ción, dando los elementos de 
fijación con los hechos, para 
que se subsuman a las hipóte-
sis normativas.

Preguntas guía
Qué, Por qué, Para qué, Cómo, 
Cuánto, Cuándo, Dónde, A quie-
nes, Quienes, Con qué

¿La carga de la prueba responde a 
quién? 

¿El estándar de la prueba, a cuánto?

Las presunciones, al que se tiene 
por probado … hasta que alguien 
lo desvirtúe.

La carga subjetiva obliga a la parte 
a probar lo que afirma

La carga objetiva le indica al juez 
como fallar, ante la presencia de 
una hipótesis de incertidumbre

La carga dinámica, requiere una 
decisión del juzgador, que traslada 
la carga a quien esté en mejor posi-
ción de probar.

La presunción no es una carga de 
la prueba dinámica, la prueba di-
námica es una herramienta de fle-
xibilidad, no una regla automática 
- (separa lo probado de lo que no).

Alegatos de clausura
1. Síntesis de los hechos, pruebas 

admitidas y desahogadas para 
vincular con los hechos, en or-
den y claridad.

2. Reforzar la interpretación ju-
rídica. Respaldo con normas y 
jurisprudencia, en esencia ex-
plicar la interpretación material 
(Cómo la prueba fija al hecho 
y este se subsume a la hipóte-
sis normativa), justificando la 
interpretación formal que coe-
xiste con la sanción.  

3. Desmembrar las pruebas y 
argumentos del contrario. Ex-
plicar con claridad porque son 
insuficientes, improcedentes o 
carecen de validez, persuadir 
que no son medios de convic-
ción y, en su caso justificar por 
qué se desvirtúa la presunción 
de la prueba de legalidad.

4. El alegato es persuasivo 
5. Concluir con una petición cla-

ra y contundente, demostran-
do con una explicación eficaz, 
por qué se tiene la razón y la 
resolución que se espera.                 
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El acceso efectivo a la justicia en México:
análisis normativo y estructural desde una 

perspectiva de derechos humanos
del derecho y su realización efectiva 
para todos los sectores de la pobla-
ción está marcado por algunos obs-
táculos, estructurales y persistentes.

La Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que 
ninguna persona puede hacerse jus-
ticia por sí misma, ni ejercer violen-
cia para reclamar su derecho, y que 
toda persona tiene derecho a que se 
le administre justicia por tribunales 
que estarán expeditos para impartir-
la en los plazos y términos que fijen 
las leyes:

Artículo 17. Ninguna persona 
podrá hacerse justicia por sí mis-
ma, ni ejercer violencia para re-
clamar su derecho. Toda persona 
tiene derecho a que se le admi-
nistre justicia por tribunales que 
estarán expeditos para impartir-
la en los plazos y términos que 
fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial. Su servicio 
será gratuito, quedando, en con-
secuencia, prohibidas las costas 
judiciales. Las leyes preverán las 
cuantías y supuestos en mate-
ria tributaria en las cuales tanto 
los Tribunales Administrativos 
como las Juezas y Jueces de Dis-
trito y Tribunales de Circuito del 
Poder Judicial de la Federación 
o, en su caso, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, deberán 
resolver en un máximo de seis 
meses, contados a partir del co-
nocimiento del asunto por parte 
de la autoridad competente. En 
caso de cumplirse con el plazo 
señalado y que no se haya dicta-
do sentencia, el órgano jurisdic-
cional que conozca del asunto 
deberá dar aviso inmediato al 
Tribunal de Disciplina Judicial 
y justificar las razones de dicha 

demora o, en su caso, dar vista 
al órgano interno de control tra-
tándose de Tribunales Adminis-
trativos.

A su vez, diversos tratados inter-
nacionales ratificados por México, 
como la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, 
reconocen el derecho de toda per-
sona a un recurso sencillo, rápido 
y efectivo, ante jueces o tribunales 
competentes, imparciales e indepen-
dientes. No obstante, en la realidad 
nacional, estas garantías se ven fre-
cuentemente desvirtuadas. Diversos 
informes coinciden en señalar que la 
falta de acceso efectivo a la justicia 
es uno de los principales déficits del 
Estado mexicano. El problema de la 
impunidad, por ejemplo, es alarman-
te: se estima que más del 90 % de los 
delitos cometidos en el país no reci-
ben sanción alguna. La mayoría de 
los crímenes no se denuncian, y de 
los pocos que llegan a ser investiga-
dos, una parte mínima concluye en 
una sentencia judicial:

En México; no se denuncia 
el 94% de los delitos que se co-
meten y menos del 1% son re-
sueltos. (…) de cada 100 deli-
tos que se cometen, solo 6.4 se 
denuncian; de cada 100 delitos 
que se denuncian, solo 14 se re-
suelven. Esto quiere decir que 
la probabilidad de que un delito 
cometido sea resuelto en nuestro 
país es tan solo de 0.9%. De este 
tamaño es la impunidad en Mé-
xico.1

En muchos casos, las investiga-
ciones no se inician, se archivan
1 ImpunIdad/cero. El tamaño de la impuni-
dad en México. En: https://www.impuni-
dadcero.org/impunidad-en-mexico/#/

En una sociedad democrática, el 
acceso a la justicia constituye 
uno de los pilares fundamen-

tales para la garantía y protección 
de los derechos humanos, no se tra-
ta solo de un derecho en sí mismo, 
sino que se constituye en una condi-
ción esencial para que otros derechos 
puedan hacerse valer de manera 
efectiva. En el caso de México, este 
principio ha sido reconocido de for-
ma expresa tanto por el ordenamien-
to constitucional como por tratados 
internacionales suscritos y ratifica-
dos por el Estado. Sin embargo, el ca-
mino entre el reconocimiento formal 
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prematuramente o se desarrollan de 
manera deficiente, sin perspectiva de 
género ni de derechos humanos.

Entre los factores que impiden el 
pleno acceso a la justicia en México 
se encuentran las deficiencias estruc-
turales del sistema judicial, la falta 
de independencia, la falta de profe-
sionalización del ministerio público, 
la corrupción, la saturación de los 
tribunales, así como la carencia de 
una defensoría pública suficiente, 
adecuada y accesible. A ello se su-
man las múltiples barreras que en-
frentan ciertos grupos en situación 
de vulnerabilidad, como mujeres, 
personas indígenas, personas con 
discapacidad, personas migrantes, 
niñas, niños y adolescentes. Estas ba-
rreras pueden ser de tipo lingüístico, 
cultural, geográfico, económico, nor-
mativo o simbólico.

Los pueblos indígenas, por ejemplo, 
enfrentan una discriminación es-
tructural que les impide acceder en 
condiciones de igualdad a los servi-
cios de justicia, la situación puede 
ser tan grave que, en muchos casos, 
no cuentan con intérpretes ni defen-
sores que hablen su lengua, lo que 
compromete gravemente el derecho 
a una defensa adecuada. Asimismo, 
las mujeres víctimas de violencia de 
género suelen enfrentar obstáculos 
adicionales como la revictimización, 
la falta de credibilidad que se les 
otorga, la ausencia de medidas de 
protección inmediatas y eficaces, o 
el desinterés de las autoridades para 
investigar los delitos con perspectiva 
de género. El emblemático caso del 
Campo Algodonero, resuelto por la 
Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en 2009, puso en eviden-
cia la negligencia de las autoridades 
mexicanas ante los feminicidios en 
Ciudad Juárez, sentando preceden-
tes obligatorios sobre el deber estatal 
de prevenir, investigar, sancionar y 
reparar este tipo de violaciones.2

2 Corte IDH, Caso González y otras (“Cam-
po Algodonero”) vs. México, resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Huma-

El Estado mexicano ha impulsado, 
en las últimas décadas, una serie 
de reformas orientadas a mejorar el 
acceso a la justicia. Entre ellas, des-
taca la reforma penal de 2008, que 
introdujo el sistema de justicia pe-
nal acusatorio, bajo principios de 
oralidad, publicidad, contradicción, 
concentración y continuidad, con el 
objetivo de garantizar procesos más 
transparentes y equitativos. Tam-
bién se promovieron los mecanismos 
alternativos de solución de contro-
versias —como la mediación y la 
conciliación— para despresurizar los 
tribunales y ofrecer soluciones más 
ágiles y personalizadas. No obstante, 
la implementación de estas reformas 
ha enfrentado diversas dificultades. 
En muchos estados, el modelo acu-
satorio convive con prácticas inqui-
sitoriales; los operadores del sistema 
carecen de formación suficiente; y 
los recursos económicos, humanos 
y tecnológicos resultan insuficientes. 
A esto se suma la crisis de confian-
za ciudadana en las instituciones de 
justicia; de acuerdo con encuestas re-
cientes, sólo una minoría de personas 
que enfrentan un problema legal re-
curre a tribunales o abogados; la ma-
yoría opta por arreglos informales, 
redes familiares o, en el peor de los 
casos, hace nada. Esta falta de acceso 
a la justicia no solo es un problema 
de derechos humanos, sino también 
un obstáculo al desarrollo económi-
co, a la estabilidad institucional y a 
la cohesión social.

Frente a esta realidad, resulta in-
dispensable repensar el acceso a la 
justicia desde una perspectiva más 
amplia e inclusiva. Esto implica en-
tenderlo no solo como la posibilidad 
de acudir a un tribunal, sino como la 
existencia de condiciones materiales, 
jurídicas, institucionales y simbóli-
cas que permitan a todas las perso-
nas, sin discriminación, exigir y obte-
ner la protección de sus derechos. En 
este sentido, es fundamental refor-
zar la defensoría pública, asegurar 
la gratuidad de los procedimientos, 
nos del 19 de enero de 2009.

traducir la información jurídica a 
lenguas indígenas, capacitar a jue-
ces y fiscales en derechos humanos 
y perspectiva de género, garantizar 
la independencia judicial y sancio-
nar de manera ejemplar los actos de 
corrupción, tortura y encubrimiento. 
Asimismo, es necesario fortalecer los 
mecanismos internacionales y regio-
nales de protección, en este sentido, 
la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha jugado un papel impor-
tante al visibilizar los déficits estruc-
turales del sistema mexicano y al 
obligar al Estado a implementar me-
didas de reparación y no repetición. 
Las decisiones de este tribunal deben 
ser asumidas no como una imposi-
ción externa, sino como una opor-
tunidad para mejorar el Estado de 
derecho y dignificar a las víctimas. 
Del mismo modo, los informes y re-
comendaciones de organismos como 
el Comité contra la Tortura, el Comité 
de Derechos Humanos y la Oficina del 
Alto Comisionado de Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos deben ser 
considerados como insumos valiosos 
para la reforma estructural del siste-
ma judicial mexicano.

El acceso a la justicia, en definiti-
va, no puede ser concebido como 
un lujo, una opción o un privilegio, 
sino que es un componente esencial 
de cualquier sociedad democrática 
y una condición necesaria para la 
realización efectiva de los derechos 
humanos. En el caso de México, 
garantizar este derecho exige una 
transformación profunda del sistema 
judicial, una voluntad política soste-
nida y una participación activa de la 
ciudadanía, al hacerlo así se hará po-
sible transitar de una justicia formal, 
lenta, y excluyente, hacia una justicia 
viva, cercana, plural y equitativa. 
Solo así será posible avanzar hacia 
una verdadera cultura de legalidad, 
dignidad y paz.

edicta-Mayo-Junio-2025- 89



Evelyn Paulina 
Ciprés Morales

Licenciada en Derecho,
Maestría en Derecho Procesal Civil
con Especialidad en Juicios Orales,

Doctorante en Derecho Civil,
Litigante e investigadora.

Discriminación para el otorgamiento de
guarda y custodia de menores a progenitores hombres 

en México

En México, la base de la socie-
dad es la familia, la cual se ha 
visto sujeta a cambios drásti-

cos con el pasar del tiempo, al gra-
do de actualmente tener distintos 
tipos de familia. Uno de los prin-
cipales motivos que ha generado 
estos cambios, ha sido el divorcio, 
cuyas consecuencias derivan ma-
yormente en la guarda y custodia 
de los hijos menores de edad. La 
guarda y custodia, en palabras de 
Pérez Contreras1, deriva de la filia-
ción consanguínea existente entre 
los progenitores y los menores, que 
se encuentra regulada dentro de 
la patria potestad, donde antigua-
mente, el padre era quien ejercía el 
control sobre la familia bajo el ar-
gumento de que se requería mano 
firme para la crianza de los hijos, 
manteniendo el orden y obediencia 
hasta la mayoría de edad, siendo 
que la madre carecía de poder so-
bre los hijos y solo constituía una 
figura de respeto.

Durante la mayor parte del siglo 
XX, se estableció que la guarda y 
custodia debería estar sujeta a la 
madre, basándose, como enuncia 
Caballero Ochoa2, en diversos fac-
tores que impactan al criterio de 
juezas y jueces como son: que ejer-
cen funciones de cuidado de hijos 
y otros miembros de la familia, que 
continúan realizando la mayoría de 
las tareas domésticas, en que la vio-
lencia doméstica se sigue ejercien-
do principalmente por los hombres, 
que es más frecuente que el hom-
bre renuncie a la guarda y custodia 
de los hijos y principalmente, el
1 Pérez Contreras, M.M. (2011 mayo-agosto). “Re-
flexiones en torno a la custodia de los hijos. La cus-
todia compartida y las reformas de 2004”. Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado. Revista Jurídi-
ca, número 116.
2 Caballero Ochoa, J.L. (2022). Las dimensiones de 
la igualdad en la guarda y custodia de hijas e hijos. 
Análisis del AR 1968/2017. Igualdad y no discri-
minación. Comentarios a las sentencias de la SCJN.

prejuicio del estereotipo de género.

En el año 2013, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación publicó la 
primera edición del Protocolo para 
juzgar con perspectiva de género,
atendiendo a las medidas ordena-
das por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, que en un ini-
cio carecía de precedentes naciona-
les que definieran lo que era juzgar 
con perspectiva de género, pero al 
pasar de los años, actualmente se 
cuenta con la versión editada en el 
año 2020, en la que ya se plantea el 
otorgamiento de la guarda y custo-
dia al progenitor cuando se acre-
dite que la progenitora no es apta 
para ejercerla.

Así mismo, la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, en el año 
2018 lanzó un tríptico informativo 
sobre Guarda y Custodia, en el que 
señala lo siguiente:

La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha establecido en 
sus criterios que padre y madre 
están igualmente capacitados 
para atender de modo conve-
niente a sus hijas(os), por lo 
que la decisión sobre quién de-
tentará la guarda y custodia no 
debe basarse en prejuicios de 
género que consideran a las mu-
jeres como “más aptas” para el 
cuidado de niñas, niños y ado-
lescentes en comparación con 
los hombres, sino que debe va-
lorarse cuál es el ambiente más 
propicio para su desarrollo inte-
gral.3

3 Principio de igualdad entre hombres y mujeres. 
El otorgamiento de la guarda y custodia de un me-
nor de edad no debe estar basado en el prejuicio de 
género. Tesis: 1ª XCV/2012 (10ª.), Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Primera Sala, Libro VIII, mayo de 2012, Tomo 1, p. 
1112, tesis aislada (constitucional).
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Aunado a lo anterior, tenemos 
que se ha generado jurisprudencia 
respecto que ha de juzgarse con
perspectiva de y equidad de géne-
ro, en la que se establece que tan-
to mujeres como hombres tienen 
acceso al uso, control y beneficios 
de bienes, servicios, recursos y 
oportunidades de la sociedad así 
como tienen derecho a la toma de 
decisiones en todos los ámbitos de 
la vida cotidiana, por lo que se debe 
eliminar cualquier tipo de discri-
minación por cuestión de género, 
permitiendo que el hombre ejerza 
su paternidad de manera efectiva y 
afectiva así como sus obligaciones 
de crianza.

Es el caso que en la Ciudad de 
México, a pesar de contar con las 
herramientas necesarias para en-
comendar la guarda y custodia de 
niños, niñas y adolescentes a sus 
progenitores, se continúa discri-
minando al hombre para ejercerla 
de manera completa bajo los argu-
mentos de que los hijos menores de 
edad deben quedar bajo la guarda 
de la madre porque ella es la más 
idónea para el cuidado de éstos de-
bido a la creencia de que la mujer 
posee un instinto natural respecto 
de la crianza de los hijos, por lo que 
en el año 2023, tan solo el 18% de 
los casos en que se otorgó la guarda 
y custodia en casos de divorcio, fue 
otorgada a los hombres.4

Tal situación acontece derivado de 
que en la mayoría de los casos de 
divorcio iniciados por la mujer, ésta 
argumenta que ha sido víctima de 
violencia por parte del hombre y 
que dicha violencia se ha extendido 
a los hijos, quienes supuestamente 

4 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Es-
tadística de divorcios 2023. Comunicado de prensa 
número 571/24. 27 de septiembre de 2024, página 
1/14.

le han hecho saber que no quie-
ren convivir con su progenitor por 
miedo a que los violente en ausen-
cia de su madre, situación (que en 
experiencia de la que suscribe) se 
hace cada vez más constante hasta 
llegar al grado de simular hechos 
ilícitos en contra de los hijos por 
parte del progenitor, a efecto de ver 
suspendidos los derechos de libre 
convivencia del menor y que re-
percuten en la decisión de un juez 
para el otorgamiento de la guarda 
y custodia o que en determinado 
momento, el progenitor sea quien 
acceda a celebrar un convenio en 
que la guarda y custodia la ejerza 
la madre y él conformarse con un 
régimen de visitas y convivencias 
quincenal.

Lo anterior, estadísticamente, cau-
sa un gran impacto y por ello, el 
hombre al momento de acudir a 
una asesoría jurídica respecto del 
emplazamiento a juicio que le ha 
llegado, cree que es imposible para 
él obtener la guarda y custodia de 
los hijos cuando éstos aún no han 
cumplido la edad de 12 años, en 
la que podrían emitir una opinión 
más objetiva ante una autoridad ju-
dicial, sobre quién sería el más apto 
de sus progenitores para ejercer su 
guarda y custodia, para ser sujeto 
de un estudio psicológico y hasta 
psiquiátrico para descubrir si está 
siendo alienado por su progenitora 
en contra de su progenitor y, en su 
caso, llevar a cabo una convivencia 
efectiva por la que se podría deter-
minar que no existe problema al-
guno en la misma y que por tanto, 
también el progenitor es apto para 
ejercer la guarda y custodia.

Derivado de ello, en nuestro país 
se continúa tratando de modificar 
el hecho, de que en los códigos ci-

viles de cada entidad federativa, 
se de preferencia a la madre por el 
simple hecho de suponer que tiene 
mayor aptitud para el cuidado y 
crianza de los hijos, pero como se 
hizo saber en el año 2023, por las 
investigadoras Sánchez Castro y 
Puente Montemayor, integrantes 
del grupo Legislativo de Movi-
miento Ciudadano, perteneciente 
a la LXXVI Legislatura, que “…no 
obstante que la Convención sobre 
los Derechos del Niño, tratado in-
ternacional de derechos humanos 
de carácter sectorial, del cual Méxi-
co es parte, establece como un dere-
cho fundamental del niño l convi-
vencia plena e ilimitada con ambos 
progenitores así como el derecho 
a que su opinión será tomada en 
cuenta en todo proceso judicial en 
que el menor se vea involucrado.”5

Es por ello, que resulta necesario 
realizar campañas de informa-
ción dirigidas a padres de familia 
(en este caso a los progenitores), a 
efecto de hacerles saber que no es 
imposible que obtengan la guarda 
y custodia de sus hijos menores de 
edad, sino que ofertando las prue-
bas necesarias e idóneas para hacer 
notar a un juez de lo familiar, que 
son aptos para ejercer la guarda y 
custodia de sus hijos y con ello éste 
tenga los elementos necesarios para 
juzgar con perspectiva y sin perjui-
cio de género, permitiendo al hom-
bre ejercer su paternidad en pleni-
tud, cumplir con sus obligaciones 
de crianza y convivir en armonía 
con los hijos habidos en el matri-
monio.

5 Sánchez Castro; Puente Montemayor (2018) Ini-
ciativa de reforma al artículo 414 BIS del Código 
Civil para el Estado de Nuevo León y artículo 1076 
del Código de Procedimientos Civiles para el Esta-
do de Nuevo León.
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Violencia judicial hacia los hombres en los
juicios familiares en la ciudad de México

proteger a grupos tradicional e his-
tóricamente vulnerables, como han 
sido los niños, adolescentes y muje-
res; al respecto el Ministro en retiro 
Arturo Zaldívar (SCJN, Derechos 
Humanos, 2020),1 expone en la pre-
sentación del Protocolo para Juzgar 
con Perspectiva de Género, que di-
cho documento fue: 

“ . . . -elaborado para atender las 
medidas de reparación ordena-
das por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (Corte 
IDH) en los casos González y 
otras (Campo Algodonero), Fer-
nández Ortega y otros, y Rosen-
do Cantú y otra, todos contra 
México, ante la gravedad y siste-
matización de la violencia contra 
las mujeres en nuestro país- . . .”

No obstante, la metodología analíti-
ca conocida como perspectiva de gé-
nero está siendo empleada de mane-
ra discriminatoria en perjuicio de los 
hombres en general, lo que implica 
que se presuma el incumplimiento 
de sus obligaciones e incluso violen-
cia, lo cual propicia un desequilibrio 
procesal que trasciende tanto al trato 
humano que reciben por parte de la 
autoridad en el contexto de los jui-
cios familiares en la Ciudad de Méxi-
co, como a las resoluciones judiciales 
que no en pocas ocasiones se traduce 
en violencia judicial. Al respecto, Re-
yes Vargas, Natalia Estefanía, en su 
tesis profesional “Violencia contra 
el hombre como integrante del gru-
po familiar y su protección a través 
del derecho a la no discriminación”2, 
1 Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
“Protocolo para Juzgar con Perspectiva de 
Género”. Derechos Humanos. (2020). p. XV.

2 Reyes Vargas, Natalia Estefanía. Violencia 
contra el hombre como integrante del grupo 
familiar y su protección a través del derecho 
a la no discriminación”. Perú, 2021.Tesis de 
Licenciatura para optar por el título profe-

sostiene que la violencia de género 
afecta tanto a hombres como a mu-
jeres y que a pesar de ello, la ley solo 
contempla la protección de la mujer 
en el ámbito público y privado; no 
así en el caso de los hombres que de 
alguna manera están excluidos de la 
protección de los derechos humanos 
en la esfera pública.

El empleo de la herramienta de pers-
pectiva de género de manera irracio-
nal y generalizada, es incompatible 
en un estado de derecho democráti-
co; al respecto, Zamudio, F. Ayala, 
M. y Arana, R. afirman que: “Las 
construcciones socioculturales sobre gé-
nero permean todas las esferas de la vida 
humana generando diversas inequidades 
. . . No únicamente las mujeres están en 
condiciones de inequidad, aunque son 
más frecuentes y graves”.3

En el Protocolo para Juzgar con pers-
pectiva de Infancia y Adolescencia se 
sostiene que el principio de igualdad 
exige que las autoridades realicen 
todas las acciones necesarias, in-
cluyendo tratos diferenciados, para 
asegurar que los derechos puedan 
ejercerse plenamente por todas las 
personas.4 Por ello, es menester que 
los órganos jurisdiccionales empleen 
las herramientas metodológicas de 

sional de abogada. Universidad Privada San 
Juan Bautista. Facultad de Derecho. Escuela 
Profesional de Derecho. Perú, p. 26.
3 Zamudio Sánchez, F. J., Ayala Carrillo, 
M. D. R., & Arana Ovalle, R. I. (2014). Mu-
jeres y hombres: desigualdades de género 
en el contexto mexicano. Estudios sociales 
(Hermosillo, Son.), Resumen. Disponible en: 
https://www.scielo.org.mx/scielo.php?pi-
d=S0188-45572014000200010&script=sci_
abstract&tlng=pt.
4 Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
“Protocolo para Juzgar con Perspectiva 
de Infancia y Adolescencia”. Derechos 
Humanos. (2021). p. 4. Disponible en: ht-
tps://www.scjn.gob.mx/derechos-hu-
manos/sites/default/files/protocolos/
archivos/2022 02/Protocolo%20para%20
juzgar%20con%20perspectiva%20de%20In-
fancia%20y%20Adolescencia.pdf.

La obligación constitucional del 
Estado mexicano en materia 
de seguridad y justicia implica 

brindar a todos los ciudadanos el 
acceso a la justicia en condiciones de 
igualdad en los términos estableci-
dos en el párrafo tercero del artícu-
lo primero constitucional quedando 
prohibido todo acto de discrimina-
ción motivado por cualquier catego-
ría sospechosa, especial y expresa-
mente, por razones de género, o de 
cualquier otra naturaleza que atente 
contra la dignidad humana o tenga 
por objeto anular o menoscabar los 
derechos y las libertades de las per-
sonas; sin embargo, en los juicios fa-
miliares, los órganos jurisdiccionales 
están obligados a aplicar una serie 
de protocolos y criterios jurispru-
denciales, creados con la finalidad de

Abogada Postulante, Docente e
Investigadora, actualmente doctorante 
en el Doctorado en Derecho Civil en el 

Centro de Estudios Superiores en
Ciencias Jurídicas y Criminológicas.
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análisis caso por caso y que se absten-
gan de emitir resoluciones mediante 
formulismos repetitivos ya que cada 
una de las historias que se contienen 
en los expedientes judiciales es única 
y merece una resolución hecha a la 
medida de las necesidades particu-
lares; es decir, la aplicación de este 
tipo de herramientas metodológicas 
deben ser casuísticas.

La génesis del desequilibrio procesal 
debe estudiarse en contextos don-
de puede existir una asimetría de 
poder, en este caso, las diferencias 
económicas, biológicas, psicológicas 
y culturales entre hombres y muje-
res propician una desventaja natural 
en perjuicio de éstas últimas quie-
nes han encontrado como opción de 
equilibrio la acción judicial en las 
materias familiar y penal al amparo 
de un sistema de justicia afectado 
por los movimientos feministas de 
los últimos años y por el paulatino 
empoderamiento de las mujeres, lo 
que ha provocado una transforma-
ción social y cultural avasalladora 
que ha logrado incidir en las autori-
dades de impartición de justicia so-
bre las que pesa un constante recla-
mo y clamor social, bajo el riesgo de 
ser exhibidas ante la opinión pública 
en los casos en que no se les perciba 
con la sensibilidad acorde a las ex-
pectativas de una ciudadanía cada 
vez más exigente, más politizada y 
más preparada.

La instrumentalización de la autori-
dad judicial, a través de demandas 
en las que imperan narrativas de 
hechos tergiversados, exagerados o 
falsos, orilla a la persona juzgadora a 
incurrir en actos o resoluciones des-
proporcionados o carentes de mo-
tivación que no en pocas ocasiones 
conculcan derechos fundamentales. 
La protección del más vulnerable en 
una relación procesal no debe con-
fundirse con la sobreprotección de 
uno de los intervinientes.

Las resoluciones prejuiciosas en los 
procedimientos contenciosos en ma-
teria familiar en contra de padres, 
esposos, concubinarios o parejas se 

dictan en sustitución de políticas 
públicas de protección a la familia y 
de prevención de la desintegración 
familiar, por lo que es urgente la im-
plementación de un Protocolo de Ac-
tuación que regule la aplicación caso 
por caso de medidas que impliquen 
discriminación y afectación de los 
derechos fundamentales de este im-
portante sector de la población. 

Con esta visión no se pretende que 
se exima al hombre del cumplimien-
to de sus obligaciones, por el contra-
rio, en un estado de derecho cada 
uno debe cumplir a cabalidad las 
obligaciones propias de su rol, sino 
que ante la radicalización de postu-
ras proteccionistas nos enfrentamos 
al reto de desvelar y exponer las 
actuaciones de la autoridad judicial 
que en aras de proteger los derechos 
humanos de grupos vulnerables ejer-
cen violencia judicial convirtiendo a 
este grupo de la población en vul-
nerable por la discriminación y vio-
lencia judicial sistemática debiendo 
todos procurar que el péndulo de la 
historia de las desigualdades regrese 
a su centro como piedra angular de 
una sociedad igualitaria y justa en la 
que el sistema judicial proteja al vul-
nerable en la medida en que pueda 
alcanzar su equidad. 5

En conclusión, el enfoque que se pro-
pone lejos de atentar contra los dere-
chos de las mujeres pretende sumar 
a la categorización sospechosa como 
grupo vulnerable aquellos hombres 
que padeciendo violencia por parte 
de sus parejas, ex parejas, o hijos, 
mediante el empleo de violencia fí-
sica, moral, psicológica, emocional 
o económica resultan revictimizados 
5 De acuerdo a la Asamblea Legislativa del 
Gobierno de la Ciudad de México. Igualdad 
y Equidad. el concepto de equidad lleva 
implícita una idea de justicia en relación 
con una situación deseable acordada pre-
viamente y valorada como tal. Esa situación 
objetivo implica el acuerdo previo con base 
en valoraciones sociales expresadas a través 
de mecanismos participativos que la legiti-
men por consenso. Asamblea Legislativa de 
la Ciudad de México. Omisión Nacional de 
Ética y Valores. p. 2. Disponible en: https://
www.asamblea.go.cr/ci/ciev/Documen-
tos%20compartidos/VALORES%20-%20
PEI%20-%20Igualdad.pdf.

por la autoridad judicial en materia 
familiar, al no ser reconocidos y pro-
tegidos sus derechos como supone 
un juicio justo, propuesta que se hace 
en aras de reestablecer el equilibrio 
social mediante el empleo adecuado 
de los protocolos de perspectiva de 
género y de infancia, y a través de 
resoluciones en las que se tutele ex-
presamente el respeto a los derechos 
humanos y la dignidad de los hom-
bres, evitando incurrir en prejuicios 
y violencia por parte de los órganos 
jurisdiccionales.

Fuentes consultadas:
Asamblea Legislativa de la Ciudad 
de México. Comisión Nacional de 
Ética y Valores. Igualdad y Equidad. 
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blea.go.cr/ci/ciev/Documentos%20
compartidos/VALORES%20-%20
PEI%20-%20Igualdad.pdf.

Reyes Vargas, Natalia Estefanía. Vio-
lencia contra el hombre como integrante 
del grupo familiar y su protección a tra-
vés del derecho a la no discriminación”. 
Perú, 2021.Tesis de Licenciatura para 
optar por el título profesional de abo-
gada. Universidad Privada San Juan 
Bautista. Facultad de Derecho. Es-
cuela Profesional de Derecho. Perú.

Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción. “Protocolo para Juzgar con Pers-
pectiva de Género”. Derechos Huma-
nos. (2020).

Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción. “Protocolo para Juzgar con Pers-
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Con el respaldo de la legendaria 
calidad de sonido de Technics, 
los audífonos de inserción, los 
AZ40M2 ofrecen una calidad de 
sonido sobresaliente con la incor-
poración de la tecnología Active 
Noise Cancelling y una comodi-
dad inigualable para cualquier 
entorno o actividad.

A pesar de su diseño compacto, 
los EAH-AZ40M2 incorporan 
una cámara de control acústico 
que optimiza el flujo de aire para 
lograr voces y medios con un so-
nido natural, graves potentes y 
un armonizador que suaviza los 
agudos y crea un rango dinámico 
con menos distorsión. El resulta-
do es un sonido rico, envolvente 
y expansivo con reflejos suaves y 
detallados que permiten escuchar 
cada detalle.

Los EAH-AZ40M2 mejoran a su 
predecesor, los EAH-AZ40, al in-
corporar la tecnología de cancela-
ción activa de ruido de Technics, 
lo que te permite sumergirte por 
completo en tu música o trabajo 
sin distracciones del ruido exte-
rior. Un filtro de software digital 
y un micrófono de pre-alimenta-
ción que suprimen eficazmente el 
ruido externo de los auriculares 
para ofrecer una alta cancelación 
de ruido.

La conexión es clave cuando te 
conectas desde cualquier lugar y 
gestionas reuniones, llamadas y 
música en múltiples dispositivos. 
Como novedad en la industria, 
los EAH-AZ40M2 admiten cone-
xiones multipunto con hasta tres 
dispositivos Bluetooth® simul-
táneamente, lo que te permite 

alternar entre fuentes 
sin problemas. Asimis-
mo, los AZ40M2 están 
equipados con modos 
de sonido ambiente ex-
clusivos que pueden 
configurarse en modo 
«Ambiente natural» o 
«Atención». Por un lado, 
el modo “Ambiente na-
tural” captura todo el 
ruido ambiental, lo que 
permite escuchar música 
o hablar por teléfono sin 
dejar de prestar atención 
al entorno. Por su parte, 
el modo «Atención» cap-
ta los sonidos de la voz 
humana, lo que garanti-
za que se puedan oír las 
conversaciones de las 
personas cercanas, como 
los anuncios en el aero-
puerto o la voz de un fa-
miliar en casa, al mismo 
tiempo que se reducen 
otros ruidos externos no 
deseados.

Envuélvete
con el
mejor
sonido
de los

Technics

EAH-AZ40M2

www.panasonic.com/mx
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